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Iniciativas

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7O. DE LA LEY GENERAL DE

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, A CARGO DEL

DIPUTADO EMMANUEL REYES CARMONA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Emmanuel Reyes Carmona integrante
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de la honorable Cámara de Diputados el si-
guiente proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción al artículo 7 de la Ley General de Responsa-
bilidades Administrativas.

Planteamiento del problema 

Todo servidor público debe actuar conforme a lo que
establecen las leyes, reglamentos y demás disposicio-
nes jurídicas que sean aplicables a su empleo, cargo o
comisión para cumplir las disposiciones que regulan el
ejercicio de funciones, facultades y atribuciones; pero
también es importante que quede establecido, que el
servidor público debe actuar con absoluta transparen-
cia, entendiéndola como un valor de la democracia, la
cual permite establecer las condiciones básicas para ir
eliminando los actos de corrupción que aún se en-
cuentran enquistados en algunos sectores de la admi-
nistración pública.

Para nadie es un mentira que la corrupción es el princi-
pal problema del país, el cual ha persistido por décadas
enteras derivado de las malas actuaciones de quienes
ostentaron cargos y recursos públicos, afectado a la so-
ciedad, socavado la credibilidad en el Estado y sus ins-
tituciones, minado el Estado de derecho y propiciado
inseguridad jurídica, injusticia e incapacidad para ga-
rantizar y ejercer a plenitud derechos fundamentales. 

Por ende, es necesario que toda la actuación de los ser-
vidores públicos sea transparente a efectos de recupe-
rar la credibilidad de su encargo, y así, las y los ciuda-
danos regresen a ver a las instituciones públicas como
un lugar de encuentro para la solución eficaz y efecti-
va de las necesidades que se desprendan.

Argumentos

El principio de transparencia implica que el actuar de
la administración se deje ver como a través de un cris-
tal1. La transparencia se enfoca en permitir que el po-
der público y su accionar se encuentren a la vista de to-
dos, sin velos ni secretos, en una situación tanto pasiva
como activa: dejar ver y mostrar.

Por lo tanto, el principio de transparencia obra como
base fundamental del Estado democrático de Derecho;
incentivado prácticas administrativas con un enfoque a
los principios de legalidad e interés público”2.

Por lo tanto la transparencia es uno de los valores éti-
cos que todo servidor público debe aplicar en el ejer-
cicio de su función, ya que el en el gobierno, además
de un valor, es un mecanismo fundamental de exigibi-
lidad pública y de responsabilidad para con la socie-
dad. 

En consecuencia la transparencia es un atributo o cua-
lidad que permite tener más información clara y preci-
sa sobre una persona o algo, lo que redundaría en el
aumento de nuestras capacidades de comprensión, vi-
gilancia y comunicación3. Lo que implica que la trans-
parencia debe facilitar el acto comunicativo entre el
gobierno y ciudadano, una relación más comprensiva,
al tiempo que permite ejercer vigilancia.

Si se concibe la transparencia como una política pú-
blica, se extiende su zona de influencia hacia los orga-
nismos gubernamentales en los que se manifestaría co-
mo un conjunto de decisiones y acciones del gobierno
que tendrían por objeto dar a los ciudadanos (y a los
propios funcionarios) información clara, precisa, acce-
sible y abundante sobre diferentes dimensiones del
desempeño gubernamental. 

En el texto vigente de la Ley General de Responsabi-
lidades Administrativas en su artículo 7, no se men-
ciona expresamente nada relativo a la transparencia, lo
cual debe ser considerado como elemental, pues trazar
que los Servidores Públicos deberán observar en el
desempeño de su empleo, cargo o comisión, el princi-
pio de transparencia, como una herramienta para poder
determinar los errores, prevenirlos o corregirlos. 

La transparencia es un derecho ciudadano, democráti-
co por excelencia, ya que es algo que se tiene que ela-
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borar, construir, implementar a largo plazo y que debe
atender a diversos objetivos legales, reglamentarios,
políticos, organizacionales, educativos y culturales. 

Por lo vertido, se propone una reforma al artículo 7 de
la Ley General de Responsabilidades Administrativas,
a saber:

Texto vigente

Artículo 7. Los servidores públicos observarán en el
desempeño de su empleo, cargo o comisión, los
principios de disciplina, legalidad, objetividad, pro-
fesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, inte-
gridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia
que rigen el servicio público. Para la efectiva apli-
cación de dichos principios, los Servidores Públicos
observarán las siguientes directrices:

…

Propuesta de reforma

Artículo 7. Los servidores públicos observarán en
el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los
principios de disciplina, legalidad, objetividad,
profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad,
integridad, rendición de cuentas, transparencia,
eficacia y eficiencia que rigen el servicio público.
Para la efectiva aplicación de dichos principios, los
Servidores Públicos observarán las siguientes di-
rectrices:

…

Por lo expuesto, presento la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma una disposición a la
Ley General de Responsabilidades Administrativas

Artículo Único. Se reforma el artículo 7 de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas para
quedar como sigue:

Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el
desempeño de su empleo, cargo o comisión, los prin-
cipios de disciplina, legalidad, objetividad, profesio-
nalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad,
rendición de cuentas, transparencia, eficacia y efi-
ciencia que rigen el servicio público. Para la efectiva

aplicación de dichos principios, los Servidores Públi-
cos observarán las siguientes directrices:

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Delpiazzo, Carlos E. “Transparencia en la contratación adminis-

trativa”, en “Liber Amicorum Discipulorumque José Aníbal Cag-

noni”, FCU, 1 edición, abril 2005.

2 Brito, Mariano R. “Principio de legalidad e interés público en el

Derecho Administrativo”, LJU T. 90 (1985), página 11.

3 Eduardo, Guerrero Gutiérrez, Para entender la transparencia,

Nostra Ediciones, China, 2008, páginas 11-12.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputado Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURI-
DAD PÚBLICA, A CARGO DE LA DIPUTADA GLORIA ROME-
RO LEÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada Gloria Romero León, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 3, nume-
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ral 1, fracción IX; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma los artículos 142, 143 y
se adiciona el artículo 143 Bis a la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a fin de que
los subsidios otorgados para la seguridad pública con-
tribuyan a fortalecer de manera eficiente sus institu-
ciones, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Antecedentes

Atendiendo a lo establecido en el artículo 21 de la
Constitución política después de la reforma del 31 de
diciembre de 1994, respecto a la obligación del Estado
de velar por la seguridad pública y la responsabilidad
de las instituciones policiales del país de organizarse
bajo los principios de legalidad, eficiencia, profesio-
nalismo y honradez, con el propósito de aminorar las
afectaciones en el desarrollo armónico de la sociedad
y de la paz pública generados por la violencia, en el
2000, se reformó la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, con la cual se establecieron las
funciones de la Secretaría de Seguridad Pública (SSP),
a fin de prevenir la comisión de ilícitos del fuero fede-
ral para garantizar el goce de las libertades fundamen-
tales de todos los habitantes del país, con profesiona-
lismo, honestidad y eficiencia; y coadyuvar al
desarrollo integral del país en un ambiente de seguri-
dad, confianza y respeto al orden jurídico, misma que
desapareció en 2013, asumiendo sus funciones la Se-
cretaría de Gobernación. 

Posteriormente en el Plan Nacional de Desarrollo
(PND) 2001-2006, se reconoció que en materia de in-
seguridad pública había un incremento de una delin-
cuencia cada vez más violenta y organizada que crea-
ba un clima de incertidumbre y de desconfianza entre
la población, dando lugar a un proceso de descompo-
sición de las instituciones públicas y de la convivencia
social, generando falta de confianza de la ciudadanía
en las instituciones, provocando que no sean denun-
ciados muchos delitos, así como carencia de organis-
mos que promuevan la organización y la participación
ciudadana en labores de prevención del delito. 

De conformidad con el PND 2007-2012, en el eje 1
“Estado de Derecho y Seguridad”, se propuso proteger

la integridad y los derechos de las personas, a efecto
de garantizar la plena vigencia del estado de derecho y
propiciar un clima de orden y paz para el desarrollo in-
tegral de México, en donde, implementando un Nuevo
Modelo Policial se apostó por profesionalizar los cuer-
pos de seguridad para mejorar su eficacia y recuperar
la confianza de la ciudadanía.

Como consecuencia, en el 2008 se inició con el pro-
grama presupuestario Subsemun “Otorgamiento de
Subsidios en materia de seguridad pública a entidades
federativas, municipios y el Distrito Federal” con el
propósito de fortalecer el desempeño de las funciones
de seguridad pública de los municipios y, en su caso,
de los estados cuando tengan a cargo la función o la
ejerzan coordinadamente con los municipios, así como
del gobierno del Distrito Federal en sus demarcaciones
territoriales, a fin de salvaguardar los derechos e inte-
gridad de sus habitantes y preservar las libertades, el
orden y la paz públicos. Dichos subsidios eran desti-
nados para profesionalizar y equipar a los cuerpos de
seguridad pública en los municipios y demarcaciones
territoriales del distrito federal, mejorar la infraestruc-
tura de las corporaciones y fomentar el desarrollo y
aplicación de políticas públicas para la prevención so-
cial del delito. 

A partir de la reforma del artículo 21 constitucional, el
2 de enero de 2009, con el fin de regular la integración,
organización y funcionamiento del Sistema Nacional
de Seguridad Pública (SNSP), se publicó la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que es-
tableció entre sus objetivos la homologación de la ca-
rrera policial, la profesionalización y el régimen
disciplinario en las instituciones encargadas de la po-
lítica, quedando como el responsable de coordinar y
definir las políticas públicas del SNSP el Consejo Na-
cional de Seguridad Pública y como órgano operativo
del sistema el Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública (SESNSP); misma ley
que en su artículo 2o. señala a la seguridad pública co-
mo “…una función a cargo de la federación, las enti-
dades federativas y municipios, que tiene como fines
salvaguardar la integridad y derechos de las personas,
así como preservar las libertades, el orden y la paz pú-
blicos...”.

Atendiendo nuevamente al fortalecimiento de la insti-
tuciones de seguridad pública se estableció en 2011 un
nuevo programa presupuestario en la materia, el SPA,
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como el  “Otorgamiento de subsidios para las entida-
des federativas para el fortalecimiento de las institu-
ciones de seguridad pública en materia de mando po-
licial”, en el cual se buscó apoyar que las entidades
federativas contaran con programas en materia de
equipamiento y reorganización de estructuras de man-
do policial para el fortalecimiento de sus instituciones.

A pesar de lo anterior, en el Plan Nacional de Des-
arrollo 2013-2018 se señaló que en 2011 el 58.0 por
ciento de la población de 18 años y más consideró a la
inseguridad como su principal preocupación y se pre-
cisó que la problemática en materia de seguridad pú-
blica requiere de una nueva estrategia integral que re-
cupere la confianza de la ciudadanía en las
corporaciones policiales, ya que a pesar de que las ins-
tituciones realizaron diversos esfuerzos para mejorar,
los índices de delincuencia se mantuvieron elevados, y
las violaciones a los derechos humanos y los casos de
corrupción que involucraron a algunos elementos de
estas corporaciones deterioraron la confianza de los
ciudadanos, por lo cual, en este plan se indicó como
prioridad, en términos de seguridad pública, la pre-
vención del delito así como la profesionalización poli-
cial.

En 2014 se implementó un nuevo programa presu-
puestario, el Fondo de Aportaciones para la Seguridad
Pública (FASP) a través del cual se transfieren recur-
sos a las entidades federativas para dar cumplimiento
a estrategias nacionales en materia de seguridad públi-
ca, atendiendo los cinco Ejes Estratégicos del Sistema
Nacional de Seguridad Pública y orientado a los diez
Programas con Prioridad Nacional, sin embargo, a pe-
sar de los ya tres programas en función durante este
periodo, en la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2016-
2017, en cuanto al nivel de confianza en autoridades
de seguridad pública, nacional, procuración e imparti-
ción de justicia, según los resultados respecto de la
percepción de corrupción, el 77.7 por ciento de la po-
blación (71,712,388 personas) percibió que la Policía
de Tránsito es corrupta, seguida de la Policía Preventi-
va Municipal con 68.1 por ciento y en el octavo lugar,
de las instituciones valoradas, se encontró la Policía
Federal con 57.2 por ciento.

Motivo por el cual en 2016 se fusionaron los progra-
mas Subsemun y SPA creándose el Fortaseg, un subsi-
dio que se otorga a los municipios y, en su caso, a los

estados, cuando éstos ejercen la función de seguridad
pública en lugar de los primeros o coordinados con
ellos, para el Fortalecimiento de los temas de Seguri-
dad. Con este subsidio se cubren aspectos de evalua-
ción de control de confianza de los elementos operati-
vos de las instituciones policiales municipales, su
capacitación, recursos destinados a la homologación
policial y a la mejora de condiciones laborales de los
policías, su equipamiento, la construcción de infraes-
tructura, prevención del delito y la conformación de ba-
ses de datos de seguridad pública y centros telefónicos
de atención de llamadas de emergencia, siendo el obje-
tivo general del programa apoyar al fortalecimiento del
desempeño en materia de seguridad pública a los Be-
neficiarios mediante la profesionalización, certifica-
ción y equipamiento de los elementos de las institucio-
nes de seguridad pública y de manera complementaria
al fortalecimiento tecnológico, de equipo e infraestruc-
tura de las instituciones de seguridad pública, a la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia, así co-
mo a la capacitación, entre otras, en materia de
derechos humanos e igualdad de género. En esencia, la
diferencia principal con el Subsemun es que el Forta-
seg se basa en el desarrollo de las personas.

Que si bien todos los programas que se han estado im-
plementado hasta la fecha han generado un impacto
positivo dentro de la instituciones de seguridad públi-
ca, siguen existiendo áreas de oportunidad para incre-
mentar aún más pragmáticamente los resultados, pues
a pesar de las medidas implementadas hasta ahora, la
Encuesta Nacional de Victimización y Percepción so-
bre Seguridad Pública 2019 reveló que se sigue consi-
derando a nivel nacional con un 67.2 por ciento de la
población, a la inseguridad como el problema más im-
portante siendo la principal preocupación de los ciu-
dadanos.

Antecedentes del programa presupuestario Forta-
seg

Las funciones que desempeña el Secretariado Ejecuti-
vo del Sistema Nacional de Seguridad Pública
(SESNSP) comprenden la asignación, ministración y
seguimiento del ejercicio de los recursos otorgados
mediante fondos y subsidios en materia de seguridad
pública. 

En el acuerdo 10/XXXI/11 publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 18 de noviembre de 2011, el
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Consejo Nacional de Seguridad Pública instruyó, en el
ejercicio de los recursos tanto federales como locales,
la implementación de los siguientes programas:

En el ejercicio fiscal de 2016 estos se fusionaron
(U002 y U003) creando el U007, también denominado
Fortaseg “Subsidios en materia de seguridad pública”
con el propósito de agilizar la transferencia de apoyos
a las entidades federativas, haciendo más eficiente el
uso de los recursos públicos y evitando duplicidades;
con él se buscó establecer un mecanismo de coordina-
ción entre la federación y los beneficiarios del subsi-
dio, a fin de que contaran con recursos para el fortale-
cimiento de sus instituciones de seguridad pública,
bajo un esquema homologado de profesionalización,
equipamiento e infraestructura.

Es decir el Subsidio para la Seguridad en los Munici-
pios (Subsemun) el cual había estado vigente desde el
2008, junto con el SPA se reestructuró y desde 2016 se
convierten en el Programa de Fortalecimiento del des-
empeño en materia de seguridad pública (Fortaseg),
que de igual forma se trata un subsidio dirigido a los
municipios y su seguridad, pero es completamente dis-
tinto en cuanto a sus metas y objetivos; si bien el Sub-
semun estaba orientado a adquirir equipamiento e in-
fraestructura fundamentalmente, tratándose de
inversiones a corto plazo; el Fortaseg invierte en las
profesionalización de las personas, tratándose de una
inversión a largo plazo, otorgándoles de forma inicial
el 50 por ciento de los recursos y el 50 por ciento res-
tante en la medida que le comprueben al SESNSP que
han invertido en capacitación, condicionado ante todo,
que se dé prioridad a la profesionalización.

Se destinan los recursos a evaluaciones de control de
confianza, nivelación académica, formación inicial,
continua y mandos, formación en sistema de justicia
penal y sistemas complementarios, derechos humanos,
equidad de género y cultura de la legalidad; así como
a evaluación de competencias básicas de la función
policial, evaluación del desempeño, y en equipamien-

to de los elementos incluidos uniformes, prendas de
protección, equipo de defensa y seguridad.

En 2017, el SESNSP identificó que el problema públi-
co que se busca atender consistió en que “los elemen-
tos de las instituciones de seguridad pública municipa-
les tienen áreas de mejora en materia de
profesionalización”, debido a que no cuentan con eva-
luaciones de control de confianza; presentan carencias
en materia de capacitación; tienen deficiencias en
competencias básicas, y muestran bajos niveles de
desempeño, por lo que se autorizó el programa presu-
puestario U007 con el propósito  que las instituciones
de seguridad pública municipales de los beneficiarios
del subsidio se fortalecieran al contar con elementos
con características para ser certificados a través de la
aprobación en control de confianza, en desempeño y
en competencias básicas y  con el objetivo de contri-
buir a mejorar las condiciones de seguridad y justicia,
mediante el fortalecimiento de las instituciones de se-
guridad pública municipales de los beneficiarios del
subsidio, para lo cual se le asignaron al SESNSP
5,000,000.0 miles de pesos. 

Se encarga de fortalecer la seguridad de 300 munici-
pios, mismos que reflejan los mayores problemas,
pues concentran aproximadamente el 80 por ciento de
la población y el 70 por ciento de la incidencia delic-
tiva de todo el país, permitiendo focalizar en estos las
soluciones con las aportaciones, apoyando así gran
parte de la problemática en materia de seguridad, te-
niendo una cobertura muy representativa; dichas asig-
naciones para los estados se seleccionan tomando en
consideración diversas características como son la po-
blación, ,el número de policías en activo, la incidencia
delictiva, la forma en que se ha combatido esa inci-
dencia, su conurbación con municipios de alta inci-
dencia y áreas metropolitanas o si se trata de un sitio
turístico. 

Este programa presupuestario otorga un apoyo con re-
cursos federales a las instituciones de seguridad públi-
ca municipales que deciden participar en el programa,
y los municipios son los responsables de llevar a cabo
los cursos de capacitación, así como de evaluar el des-
empeño, las competencias básicas y el control de con-
fianza de los elementos policiales y está orientado a la
entrega de subsidios no sujetos a reglas de operación
mismos que, en su caso, se otorgan mediante conve-
nios.
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Al respecto se han identificado como áreas de oportu-
nidad la sistematización, identificación y simplifica-
ción de la información indispensable para poder dar un
mejor seguimiento al subsidio y sus beneficiarios, lo-
grando así una mejora en los niveles de eficacia y ca-
lidad, estructurando en la medida de lo posible la in-
formación que debe ser generada y revisada por parte
de los involucrados para su obtención.

2. Justificación

El problema de la seguridad pública es complejo, y se
aplica bajo dos principios fundamentales: el primero
es que en un Estado de derecho, la autoridad sólo pue-
de realizar aquello que le permita la ley que lo rige; y
el segundo, la existencia de una gran número de insti-
tuciones participantes pertenecientes tanto a la federa-
ción como al estado y los municipios, en la que cada
ámbito cuenta con un marco normativo específico y
con políticas a seguir en el marco del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública. 

Como se reflejó anteriormente, ante el incremento de
la inseguridad en los últimos años, se han incrementa-
do asimismo programas, proyectos y acciones que
abarcan diversos aspectos de la seguridad pública, co-
mo son la profesionalización, la capacitación, el dise-
ño de modelos de organización policial, programas de
reorganización, comités ciudadanos, juntas de coordi-
nación, jornadas para la seguridad, acuerdos por la se-
guridad, entre otros. Se ha reformado la constitución,
se han decretado nuevas leyes, se han ajustado distin-
tos ordenamientos y se han incrementado las penas pa-
ra los delitos más comunes; sin embargo una realidad
persistente consiste en que la delincuencia en México
corresponde en su gran mayoría al fuero común, sien-
do por lo tanto responsabilidad de los gobiernos esta-
tales y municipales enfrentar esta problemática.

En promedio de los últimos 15 años el noventa y cua-
tro por ciento de los delitos denunciados corresponde
al fuero común y únicamente seis por ciento al fuero
federal, lo cual implica que la responsabilidad de pre-
venir, procurar y administrar justicia corresponde en
un 94 por ciento a los estados y, en su frase de pre-
vención, de los municipios, mientras que el 6 por cien-
to son responsabilidad del gobierno federal, por lo tan-
to, en términos de la seguridad pública, la mayor parte
de la responsabilidad recae en los gobiernos estatales
y municipales.

Por lo anterior se han creado fondos y subsidios para
los estados y los municipios como apoyo en el ejerci-
cio de sus funciones, que actualmente en el caso con-
creto del financiamiento de la seguridad pública exis-
ten al menos dos programas federales tratando de
atender el problema, destinados a los gobiernos loca-
les: el Fortaseg y el FASP, que si bien han reflejado
mejoras, el progreso no ha sido suficiente debido a la
falta de coordinación, colaboración y esfuerzos con-
juntos entre los órdenes federal, estatal y municipal de
gobierno.

El Fortaseg es una política pública diseñada para apro-
vechar las potencialidades de los municipios preten-
diendo superar algunas de sus limitantes en relación a
la seguridad pública, como son las administrativas y
financieras, destacando los programas de profesionali-
zación, certificación y equipamiento de los elementos
policiales; el fortalecimiento tecnológico, mejora del
equipo e infraestructura de las instituciones de seguri-
dad pública, la prevención social de la violencia y de-
lincuencia; y no menos importante, la capacitación en
materia de derechos humanos y de igualdad de géne-
ro, entre otras medidas.

De acuerdo con la revisión de la Cuenta Pública 2017
realizada por la Auditoría Superior de la Federación, el
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública operó de manera inercial y con deficien-
cias el programa Fortaseg (U007), ya que si bien otor-
gó 4,971,700.0 miles de pesos (99.4 por ciento) de los
5,000,000.0 miles de pesos aprobados en el PEF, a 300
municipios de las 32 entidades federativas, los resulta-
dos mostraron que el subsidio tuvo una baja cobertura,
debido a que de los 338,343 elementos policiales en
activo, en 2017, se capacitó al 55.0 por ciento
(186,233); el 87.2 por ciento (295,140) acreditó los
controles de confianza; 3.0 por ciento (10,231) califi-
có en competencias básicas, y el 10.6 por ciento
(36,007) en desempeño; mientras que desconoció si se
está avanzando en la atención del problema público,
debido a que no cuenta con indicadores que le permi-
tieran medir su contribución al fortalecimiento de las
instituciones de seguridad pública municipal, a fin de
proteger a la población de los 300 municipios benefi-
ciarios.

1. Respecto al diseño del programa Fortaseg (U007)
“Subsidios en materia de seguridad pública” en el
2017, de acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del
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Sistema Nacional de Seguridad Pública, el principal
problema consistió en que “los elementos de las
instituciones de seguridad pública municipales tie-
nen áreas de mejora en materia de profesionaliza-
ción”, lo cual provoca que las instituciones se debi-
liten y que haya altos niveles de incidencia
delictiva.

2. Respecto a la validación y verificación de los pla-
nes y programas de capacitación en 2017 el Secre-
tariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública se fijó validar y verificar el 100.0 por
ciento de los programas de capacitación remitidos
por los municipios beneficiarios del subsidio de lo
cual se comprobó que los estados de Morelos, Sina-
loa, Tamaulipas y la Ciudad de México contaron
con la validación del 100 por ciento de los cursos de
capacitación programados; Aguascalientes, Campe-
che, Chiapas, Coahuila, Colima, Durango, Guana-
juato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoa-
cán, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla,
Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora,
Tabasco, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas
validaron entre el 80.0 y el 99.0 por ciento de los
cursos que ofrecieron y, Baja California, Baja Cali-
fornia Sur y Chihuahua obtuvieron la aprobación de
entre 50.0 y 79.9 por ciento de los cursos que im-
partieron.

Asimismo, se verificó que el Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública recibió
1,997 programas de capacitación para revisión, de
los cuales 1,841 (92.2 por ciento) fueron validados,
mientras que los 156 (7.8 por ciento)  restantes no
cumplieron con los elementos metodológicos esta-
blecidos en el Programa Rector de Profesionaliza-
ción, aunado a que si bien el SESNSP es el encargo
de llevar a cabo la revisión de los programas, son
los municipios los responsables del contenido y
desarrollo de la capacitación que se imparte.

El Secretariado Ejecutivo tampoco dispuso de in-
formación del 322 cursos que se validaron o regis-
traron por lo que sería funcional desarrollar dentro
del “Sistema de Registro de Información para el Se-
guimiento del Subsidio” (RISS), un módulo que
permita dar seguimiento a las capacitaciones repor-
tadas por los beneficiarios, mediante un formato de
verificación y reporte de cumplimiento de metas, es
decir, que el Secretariado Ejecutivo del Sistema

Nacional de Seguridad Pública implemente un sis-
tema que le permita obtener información, a fin de
verificar que los cursos impartidos contribuyen al
fortalecimiento del Estado de fuerza de las institu-
ciones de seguridad pública en materia de desarro-
llo y profesionalización policial.

3. En cuanto a los elementos evaluados y acredita-
dos en competencias básicas en 2017, el Secretaria-
do Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública tuvo un nivel de cumplimiento del 38.2 por
ciento, al evaluar a 13,574 elementos policiales mu-
nicipales en activo de los 35,549 convenidos. Asi-
mismo, su planeación tuvo un alcance mínimo, lo
cual implicó que no se tuviera certeza de que los
elementos municipales contaran con los conoci-
mientos básicos para cumplir con su deber; además,
careció de mecanismos de seguimiento que le per-
mitieran garantizar el cumplimiento de las metas
convenidas con los municipios.

Durante la revisión, se observó que la entidad fisca-
lizada presentó serias deficiencias en el proceso de
planeación y de programación para determinar las
metas anuales en la aplicación de las evaluaciones
de competencias básicas y de desempeño, ya que no
se consideró la capacidad operativa real y la asigna-
ción de recursos. En la programación, tampoco se
previó el riesgo originado por el cambio en la me-
todología para evaluar las competencias básicas y el
desempeño de los elementos policiales por lo que la
aplicación de las pruebas se inició en el último tri-
mestre de 2017, situación que ocasionó un desfase
en el cumplimiento de la profesionalización de los
policías municipales en activo. Asimismo, se iden-
tificó que el SESNSP careció de mecanismos para
dar seguimiento a las actividades, a fin de asegurar
el cumplimiento de las metas convenidas con los
municipios beneficiarios en materia de capacita-
ción, evaluación de control de confianza, de com-
petencias básicas y del desempeño de los elementos
que integran las instituciones de seguridad pública
municipal, en contra de lo establecido en el artículo
75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, que indica que las dependencias
y entidades que otorguen subsidios deberán “incor-
porar mecanismos periódicos de seguimiento, su-
pervisión y evaluación que permitan ajustar las mo-
dalidades de su operación o decidir sobre su
cancelación, y procurar que sea el medio más eficaz
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y eficiente para alcanzar los objetivos y metas que
se pretenden”.

4. De los elementos evaluados y acreditados en des-
empeño en 2017, respecto a la aplicación de las eva-
luaciones, de 338,343 elementos en activo, sólo se
evaluó al 10.8 por ciento (36,450); además, mediante
la revisión de los registros del SESNSP se identificó
que, el estado de Nayarit no evaluó el desempeño de
ninguno de sus elementos de seguridad. Al respecto, el
SESNSP manifestó que está facultado para “incidir en
la decisión de Nayarit o de cualquier otro municipio de
evaluar o no a los integrantes de sus instituciones de
seguridad pública, ya que el proceso de concertación
al que convoca el SESNSP tiene como base el acuerdo
de voluntades entre los beneficiarios y el Órgano ad-
ministrativo desconcentrado, y son los propios muni-
cipios quienes ejercen su decisión libre y soberana”.

Mediante la revisión de los registros internos del Se-
cretariado se comprobó que, en 2017, se alcanzó un
cumplimiento del 83.2 por ciento del indicador “Por-
centaje de avance en la aplicación de evaluaciones de
desempeño del Fortaseg 2017”, al evaluar a 36,450 de
los 43,808 elementos policiales municipales conveni-
dos.

Se constató que los 43,808 elementos policiales con-
venidos a evaluar el desempeño representaron solo el
12.9 por ciento de los 338,343 elementos en activo,
por lo que la planeación tuvo un alcance mínimo, im-
plicando que no hubiera certeza de que todos los ele-
mentos municipales contaran con el grado de eficacia
y eficiencia necesarios para realizar sus funciones en
cuanto a la prevención y persecución de los delitos,
adicionalmente a que de los 36,450 policías municipa-
les evaluados, el 98.8 por ciento (36,007) obtuvo la
acreditación, y el 1.2 por ciento (443) restante no apro-
bó, lo cual significa que en 2017, el SESNSP desco-
noció el desempeño del 89.4 por ciento (302,336) de
los 338,343 elementos policiales, debido a que no fue-
ron evaluados o no acreditaron las pruebas y adicio-
nalmente respecto del procedimiento aplicado a los
elementos policiales que no acreditaron las evaluacio-
nes de desempeño, el SESNSP carece de facultades
para sancionar a aquellos a los que no pasen la prueba,
de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de
los Lineamientos para la emisión del Certificado Úni-
co Policial.

En 2018, se realizaron 288 diagnósticos para conocer
las necesidades de los municipios beneficiarios del
Fortaseg, de lo cual se identificaron algunas deficien-
cias ya que 4 municipios no programaron el 50 por
ciento de la meta establecida; 31 programaron un nú-
mero mayor de elementos por evaluar de los que re-
portaron sin evaluación; 7 tuvieron errores de llenado
del diagnóstico, y 18 no tuvieron información respec-
to de los elementos que carecen de evaluación, siendo
esto entonces, un indicador de la existencia de fallas
en la elaboración de los diagnósticos 

Motivo por el cual el SESNSP debería implementar un
sistema que le permita garantizar que la información
de los diagnósticos esté completa, actualizada y sea
congruente con las necesidades del municipio, así co-
mo verificar la programación de las metas convenidas
con los municipios en relación con la aplicación de
evaluaciones del desempeño, en términos del artículo
45 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria 

5. En el fortalecimiento de las instituciones de seguri-
dad pública municipal, respecto de las evaluaciones de
control de confianza, en el indicador “Porcentaje de
aspirantes y elementos de las instituciones de seguri-
dad pública municipales beneficiarias del subsidio que
aprobaron su evaluación de Control de Confianza”,
con recursos del Fortaseg 2017, se desconoció si el
12.8 por ciento (43,203) de los 338,343 elementos po-
liciales en activo contaron con los principios de certe-
za, legalidad, objetividad, imparcialidad, eficiencia,
eficacia, profesionalismo, honradez y lealtad, debido a
que no fueron evaluados o no acreditaron las pruebas
de control de confianza. 

En cuanto al indicador “Porcentaje de avance en la
aplicación de evaluaciones de competencias básicas
del Fortaseg 2017” el SESNSP desconoció si el 97.0
por ciento (328,112) de los 338,343 elementos policia-
les contó con las competencias básicas, debido a que
en 2017, sólo el 3.0 por ciento (10,231) del total de po-
licías acreditó la prueba de competencias básicas.

Respecto al índice de aprobación, solo el 10.6 por
ciento (36,005) de los 338,343 elementos en activo ob-
tuvo un resultado favorable en la evaluación de des-
empeño, es decir que en 2017, el ente fiscalizado des-
conoció si el 89.4 por ciento (302,338) de los 338,343
elementos policiales en activo contaron con un desem-

Gaceta Parlamentaria Martes 20 de abril de 202110



peño eficaz y eficiente en la prevención y persecución
de los delitos, debido a que no fueron evaluados o no
acreditaron las pruebas de desempeño.

En concreto en 2017 el SENSNP otorgó 4,971,700.0
miles de pesos del subsidio a 300 municipios en las 32
entidades federativas, para atender las causas del pro-
blema público de que “elementos de las instituciones
de seguridad pública municipales cuentan con áreas de
mejora en materia de profesionalización”,  por lo que
mediante los recursos otorgados, de los 338,343 ele-
mentos policiales en activo, se capacitó al 55.0 por
ciento (186,233); se acreditó al 87.2 por ciento
(295,140) en controles de confianza; al 3.0 por ciento
(10,231) en competencias básicas, y al 10.6 por ciento
(36,005) en desempeño; en consecuencia, el ente fis-
calizado desconoció su contribución a mejorar las con-
diciones de seguridad pública, mediante el fortaleci-
miento de las instituciones de seguridad pública
municipales, para reducir los niveles de delincuencia y
violencia en los municipios beneficiarios del Fortaseg. 

Por lo que se debería de establecer un indicador  que
sirva como mecanismo para medir el porcentaje del
estado de fuerza de las instituciones de seguridad pú-
blica que cuentan con el Certificado Único Policial
(CUP), el cual se encuentra definido en la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública como
una herramienta que acredita que el personal que inte-
gra las instituciones de seguridad pública tenga el per-
fil, los conocimientos, la experiencia, las habilidades y
las aptitudes necesarias para el desempeño de sus fun-
ciones.

6. En cuanto a su Sistema de Control Interno Institu-
cional el SESNSP cumplió con 96.1 por ciento (25) de
los elementos de control; presentando debilidades en
el 3.9 por ciento (1) en lo relativo a las “Actividades
de Control”, debido a que operó sistemas que permi-
tieron seleccionar y realizar las actividades relaciona-
das con el Programa presupuestario; proporcionó el
programa de trabajo de control interno y evaluó el des-
empeño de los servidores públicos en el desarrollo de
sus actividades; sin embargo, no dispuso de mecanis-
mos para dar seguimiento a las actividades que permi-
tan asegurar el cumplimiento de las metas convenidas.
Asimismo, se identificaron serias deficiencias en el
proceso de planeación y de programación para deter-
minar las metas anuales en la aplicación de las evalua-
ciones de competencias básicas y de desempeño, ya

que no se consideró la capacidad operativa real y la
asignación de recursos,  por lo que el sistema de con-
trol de la entidad fiscalizada no garantizó el adecuado
funcionamiento de los procesos relacionados con los
“Elementos evaluados y acreditados en competencias
básicas”, y  “Elementos evaluados y acreditados en
desempeño”, en incumplimiento de lo dispuesto en el
artículo segundo, numerales 8 y 9, del Acuerdo por el
que se emiten las  Disposiciones y el Manual Admi-
nistrativo de Aplicación General en Materia de Con-
trol Interno.

7. De la rendición de cuentas, en los reportes para la
Cuenta Pública 2017, el Secretariado Ejecutivo del
Sistema Nacional de Seguridad Pública informó que
erogó el 97.1 por ciento (4,853,470.1 miles de pesos)
de los 5,000,000.0 miles de pesos presupuestados,
siendo inferior en un 2.9 por ciento del presupuesto
aprobado; y si bien reportó el avance de los indicado-
res presentados en la MIR del Programa referentes al
porcentaje de elementos policiales municipales capa-
citados y evaluados, así como al otorgamiento del sub-
sidio, no informó cómo sus trabajos fortalecieron las
instituciones de seguridad pública, ni en qué medida
atendió el problema en cuanto a que “los elementos de
las instituciones de seguridad pública municipales
cuentan con áreas de mejora en materia de profesiona-
lización”.

8. De la Consecuencias Sociales

En concreto, en 2017, el Secretariado Ejecutivo del
Sistema Nacional de Seguridad Pública operó de ma-
nera inercial y con deficiencias el programa, otorgan-
do 4,971,700.0 miles de pesos (99.4 por ciento) de los
5,000,000.0 miles de pesos aprobados en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para la entrega a
300 municipios de las 32 entidades federativas, a fin
de atender las causas del problema público de que
“elementos de las instituciones de seguridad pública
municipales cuentan con áreas de mejora en materia
de profesionalización”; los resultados mostraron que
el subsidio tuvo una baja cobertura, debido a que de
los 338,343 elementos policiales en activo, se capaci-
tó al 55.0 por ciento (186,233); se acreditó al 87.2 por
ciento (295,140) en controles de confianza; al 3.0 por
ciento (10,231) en competencias básicas, y al 10.6 por
ciento (36,007) en desempeño; en consecuencia, des-
conoció si se avanzó en la atención del problema pú-
blico, debido a que no cuenta con indicadores que le
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permitan cuantificar su contribución, mediante este
conjunto de acciones, al fortalecimiento de las institu-
ciones de seguridad pública municipal, a fin de prote-
ger a la población de los 300 municipios beneficiarios
del Fortaseg, es decir desconoció su contribución a
mejorar las condiciones de seguridad pública y careció
de información confiable sobre los resultados obteni-
dos mediante la implementación del programa.

Si bien el programa Fortaseg ha tenido algunas defi-
ciencias, de manera general es de gran importancia y
genera un impacto en las entidades federativas y mu-
nicipios en cuanto a la mejora en materia de seguridad
pública, por lo que resulta también preocupante en que
para el año que corre, dicho fondo no haya sido consi-
derado en el Presupuesto de Egresos de la Federación,
por lo cual sería oportuna implementar su obligatorie-
dad en cada Presupuesto de Egresos así como imple-
mentar mecanismos de corresponsabilidad, a efecto de
que los subsidios otorgados contribuyan a fortalecer
las instituciones de seguridad pública; así como meca-
nismos de control que le permitan disponer de un sis-
tema de planeación de las actividades de capacitación
y de las evaluaciones a los elementos policiales muni-
cipales, a fin de cubrir las necesidades de los munici-
pios beneficiarios; dar seguimiento a los compromisos
convenidos que permitan asegurar el cumplimiento de
los objetivos y las metas institucionales en cuanto a la
aplicación de las evaluaciones de control de confianza,
competencias básicas; y diseñar procedimientos y me-
canismos que garanticen un sistema de información
confiable, veraz y oportuno para la toma de decisio-
nes.

3. Contenido

La inseguridad y la violencia asociada a la misma se
consideran un problema grave y crítico que enfrenta la
sociedad mexicana en la actualidad. Para atender este
problema se han modificado diversas leyes, se han im-
plementado diversas estrategias de combate a la delin-
cuencia y se han diseñado programas para apoyar a los
estados y municipios a mejorar sus programas de se-
guridad pública (FASP, Fortaseg). Se ha destinado una
cantidad considerable de recursos a este problema y si
bien ha habido grandes cambios y mejoras en este as-
pecto existen áreas de oportunidad para hacer aún más
efectivos la implementación de los subsidios estable-
ciendo una corresponsabilidad entre los municipios y
el SESNSP.

En la Exposición de motivos del PEF 2017 respecto
a mejorar las condiciones de seguridad y justicia se
dispuso que “garantizar la seguridad y tranquilidad
de los ciudadanos es una responsabilidad que tiene
que construirse de manera conjunta con el compro-
miso y la colaboración efectiva entre los tres órdenes
de gobierno…”. Este esfuerzo se ha visto reflejado
en el impulso y fortalecimiento de programas y apo-
yos con acciones de profesionalización y certifica-
ción, así como con el desarrollo de las instituciones
de seguridad pública con la implementación de pro-
gramas como es el Fortaseg, siendo este de suma im-
portancia al atender las carencias institucionales en
materia de seguridad pública en los municipios y de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México,
contribuyendo a la profesionalización, certificación y
equipamiento del estado de fuerza de las institucio-
nes de seguridad pública, sin embargo aún existen
deficiencias y limitantes en el programa, principal-
mente por la carencia de mecanismos que le permitan
al SESNSP dar seguimiento a los compromisos con-
venidos con los municipios beneficiados y porque es-
te fondo no es aún obligatorio en el Presupuesto de
Egresos. 

A pesar de que las dependencias federales coordinado-
ras han atendido las problemáticas en relación a insu-
ficiencias, ambigüedades e inconsistencias en la nor-
mativa de los programas en materia de seguridad
pública, con el fin de apoyar a un ejercicio más efi-
ciente, ágil y transparente de los recursos federales
transferidos, persisten aún elementos que no favorecen
un ejercicio oportuno y eficiente de esos recursos en
contraste con las limitadas capacidades institucionales
de las administraciones municipales, traduciéndose en
importes significativos de recursos no ejercidos y otras
insuficiencias en la gestión de los mismos, por lo que
se busca promover la intervención coordinada de
instituciones federales, estatales y municipales para
fortalecer la instituciones de seguridad pública, a
fin de reducir riesgos y contribuir a la creación de
comunidades seguras. 

La inseguridad pública y el buen funcionamiento de
los programas diseñados para su combate son estraté-
gicos para la mejora del país. En este sentido la imple-
mentación de programas exitosos que cumplan sus ob-
jetivos son una condición necesaria por lo que para
contribuir al máximo con este objetivo, con funda-
mento en lo anteriormente expuesto y fundado, me
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permito someter a consideración de este órgano legis-
lativo el siguiente:

Decreto por el que se reforma los artículos 142, 143
y se adiciona el artículo 143 Bis a la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública

Artículo Primero. Se reforma el artículo 142 de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica. 

Artículo 142. Los fondos de ayuda federal para la se-
guridad pública…

Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública
deberán ser contemplados de manera obligatoria
en el Presupuesto de Egresos de la Federación y se-
rán distribuidos con base en los criterios que apruebe
el Consejo Nacional, a las entidades federativas y mu-
nicipios para ser destinados exclusivamente a estos fi-
nes. 

…

…

…

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 143 de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica. 

Artículo 143. Para efectos de control, vigilancia,
transparencia y supervisión del manejo de los recur-
sos...

I. ...

a) ...

b) ...

II. ...

III. Verificar que la entidad federativa o munici-
pio está haciendo uso eficiente e íntegro del fon-
do en los fines convenidos, para que de lo con-
trario se establezcan los lineamientos necesarios
a fin reorientar los recursos a otro municipio o
entidad, y

…

…

Artículo Tercero. Se adiciona el artículo 143 Bis a la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica.

Artículo 143 Bis. El Secretariado Ejecutivo del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública se encargará,
en coadyuvancia y corresponsabilidad con cada
una de las entidades federativas y de los municipios
que obtengan recursos federales destinados a la se-
guridad pública de:

I. Desarrollar un sistema que le permita al Se-
cretariado dar seguimiento a los programas de
capacitación y profesionalización emitidos con
fondos de ayuda federal, reportadas por el mu-
nicipio, mediante un formato de verificación y
reporte del cumplimiento de las metas estableci-
dos en los convenios celebrados entre ambas par-
tes en cuanto a la aplicación de las evaluaciones
de control de confianza y competencias básicas,
verificando que contribuyan al fortalecimiento
del Estado de fuerza de las instituciones de segu-
ridad pública en materia de desarrollo y profe-
sionalización policial. 

II. Establecer un indicador que sirva como me-
canismo para medir el porcentaje del estado de
fuerza de las instituciones de seguridad pública
que cuentan con el Certificado Único Policial

III. Implementar un sistema que les permita ga-
rantizar que la información de los diagnósticos
esté completa, actualizada y sea congruente con
las necesidades del municipio, así como verificar
la programación de las metas convenidas con el
mismo en relación con la aplicación de evalua-
ciones del desempeño y competencias básicas.

IV. Coordinar el proceso de planeación y de pro-
gramación para determinar las metas anuales en
la aplicación de las evaluaciones de competen-
cias básicas y de desempeño, la cual deberá con-
siderar como mínimo la evaluación del 20 por
ciento de los policías en activo mediante la dis-
posición de un sistema de planeación de las acti-
vidades de capacitación y de las evaluaciones, to-
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mando en consideración las necesidades de cada
municipio.

V. Garantizar el adecuado funcionamiento de los
procesos relacionados con los elementos evalua-
dos y acreditados en competencias básicas y ele-
mentos evaluados y acreditados en desempeño. 

VI. Contar con información confiable sobre los
resultados obtenidos mediante la implementa-
ción del programa, siendo el municipio el obliga-
do de comunicarnos dichos resultados al Secre-
tariado

VII. Diseñar procedimientos y mecanismos que
garanticen un sistema de información confiable,
veraz y oportuna para la toma de decisiones en
la entrega de los fondos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, las entidades federativas
y los municipios dispondrán de 180 días para cumplir
con las obligaciones establecidas en el presente decre-
to.

Tercero. Las obligaciones que se generen con motivo
de la aplicación del presente decreto deberán ser ejer-
cidas con los recursos que le sean asignados a las ins-
tancias y dependencias para este fin.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Gloria Romero León (rúbrica)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN II, INCISO N), DEL ARTÍCULO

105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAU-
DIA PASTOR BADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y lo previsto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, promuevo la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman diversas disposiciones de la fracción II
del artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La reforma constitucional del 31 de diciembre de
1994, significó un parteaguas para el Poder Judicial de
la Federación,1 porque con ella se incorporaron figuras
jurídicas enfocadas en la defensa de la norma funda-
mental.2 Esta reforma incorporó, en el artículo 105 de
la Carta Magna, la controversia constitucional y la ac-
ción de inconstitucionalidad; dos mecanismos cuyo
objetivo primordial es mantener los poderes políticos
dentro de los límites de sus atribuciones, lo que per-
mite un desarrollo armónico de sus actividades y re-
percute en el respeto de los derechos humanos.3

La controversia constitucional se planteó como un jui-
cio que permite resolver diferencias suscitadas entre
los distintos Poderes de la Unión, así como de las au-
toridades de las entidades federativas. Su finalidad es
fortalecer el federalismo a través de la restauración del
orden constitucional cuando éste es violentado a raíz
de la conformación de un acto o ley que invada la
competencia de otro órgano o estado.

Por su parte, la acción de inconstitucionalidad faculta
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)
para que resuelva, como única instancia, la posible
contradicción que pudiera existir entre una norma ge-
neral o un tratado internacional con la ley fundamen-
tal. Cuando se detecta alguna discrepancia, tiene como
efecto la declaratoria de invalidez total o parcial de la
norma impugnada.4

Gaceta Parlamentaria Martes 20 de abril de 202114



En México esta figura se encuentra consagrada en la
fracción II del artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la cual refiere que
se planteará ante una posible contradicción de alguna
norma o disposición de carácter general de menor je-
rarquía con la Constitución y podrá ser interpuesta
por: el 33 por ciento de la Cámara de Diputados o la
Cámara de Senadores, el 33 por ciento de los inte-
grantes de las legislaturas locales, el Ejecutivo federal,
los partidos políticos contra leyes electorales federales
y locales, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a
la Información Pública y Protección de Datos Perso-
nales y la Fiscalía General de la República.

Adicionalmente, la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del Artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, regula el procedi-
miento de dicho mecanismo de defensa constitucio-
nal.

Si bien se trata de una importante figura, los requisitos
de legitimación para la actual integración de la Cáma-
ra de Diputados ponen de relieve las preocupaciones
que en su momento expresó el doctor Jorge Carpizo:
“lo que está muy claro es que el Poder revisor de la
Constitución instituyó la acción de inconstitucionali-
dad con una concepción muy restringida, como te-
niendo miedo a su propia creación y, por ello, la limi-
tó con exceso”.5

De acuerdo con los teóricos y analistas mexicanos, es-
te recurso no ha funcionado de manera idónea porque
son pocos los actores públicos que están legitimados
para interponer una demanda de acción de inconstitu-
cionalidad, lo cual va directamente en contra de las
transformaciones jurídicas que han permitido la con-
formación de un estado garantista.

La reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de 2011, además de elevar a rango constitucio-
nal los tratados internacionales firmados y ratificados
por México, incorporó los principios de progresividad
y pro persona. Lo anterior, tuvo diversas implicacio-
nes: 1) en México no pueden limitarse derechos, úni-
camente pueden ampliarse de manera progresiva; 2) el
juez o juzgador tiene la obligación de buscar el marco
que más favorezca a las personas, y 3) se establece el
principio de máxima protección de derechos.

Tales principios parten de la teoría del garantismo de
Luigi Ferrajoli, quien afirma que la norma jurídica
puede ser violatoria de los derechos humanos, de for-
ma que resulta necesario limitar al derecho a través del
propio derecho. Esto significa que la Constitución de-
be prever la conformación de garantías jurídicas sóli-
das que controlen el poder político a través de la judi-
cialización y la defensa de la ley fundamental.

Cuando se incorporó a la Carta Magna el principio de
la supremacía de los derechos humanos se estableció
la obligación de que todas las autoridades deben res-
petar, por encima de todo, la defensa de los derechos
de los ciudadanos.

Adicionalmente, la reforma de amparo, bajo el mismo
esquema que el anterior, amplió y fortaleció el juicio
de garantías con el objetivo de establecer un sistema
que velara por el respeto irrestricto de los derechos de
las personas; de esta forma se fortaleció el juicio de
garantías porque se amplió su procedencia a cualquier
norma general, se previó la posibilidad de iniciar un
juicio por violaciones a tratados internacionales; se in-
corporaron las figuras de amparo adhesivo y los inte-
reses legítimos tanto individual como colectivo.6

Si bien es claro que se robusteció el juicio de garantí-
as como un mecanismo de defensa de constitucionali-
dad en correlación con los derechos de personas, las
reformas aludidas no fortalecieron los otros dos meca-
nismos de defensa de la Constitución. Es precisamen-
te por ello, que resulta necesario replantear el meca-
nismo de la acción de inconstitucionalidad y
flexibilizar los candados que actualmente existen en su
procedencia, a fin de conformar un estado garantista
integral, en el cual sea posible defender la norma fun-
damental acorde con las reformas en derechos huma-
nos y salvaguardar los derechos de los representantes
de las minorías de las Cámaras.

Lo anterior, con el objetivo de evitar que el poder pú-
blico realice acciones que vulneren la consolidación de
un estado democrático y de derecho que parta de los
principios de progresividad y máxima protección. Co-
mo lo advierte Ferrajoli: “El poder –todos los poderes,
sean estos públicos o privados– tiende en efecto, inelu-
diblemente, a acumularse en forma absoluta y a liberar-
se del derecho”,7 de ahí la imperante necesidad de for-
talecer los mecanismos de defensa de la norma con el
objetivo de consolidar el imperio irrestricto de la ley.
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Así, la presente iniciativa pretende establecer diversas
modificaciones al mecanismo aludido a fin de hacerlo
concordante con las últimas reformas en México. En
este sentido, a continuación, se hará una revisión del
artículo vigente, las restricciones que el mecanismo de
acción de inconstitucionalidad tiene y se advertirá por
qué y cómo debe ser ampliado.

Actualmente, la acción de inconstitucionalidad se en-
cuentra prevista en la fracción II del artículo 105, la
cual refiere a la letra:

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la
Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, en contra de leyes federales;

b) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes del Senado, en contra de las leyes federa-
les o de tratados internacionales celebrados por el
Estado mexicano;

c) El Ejecutivo federal, por conducto del consejero
jurídico del gobierno, en contra de normas generales
de carácter federal y de las entidades federativas;

d) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de alguna de las Legislaturas de las enti-
dades federativas en contra de las leyes expedidas
por el propio órgano;

e) Se deroga.

f) Los partidos políticos con registro ante el Institu-
to Nacional Electoral, por conducto de sus dirigen-
cias nacionales, en contra de leyes electorales fede-

rales o locales; y los partidos políticos con registro
en una entidad federativa, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra de leyes electorales
expedidas por la Legislatura de la entidad federati-
va que les otorgó el registro;

g) La Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en contra de leyes de carácter federal o de las
entidades federativas, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren
los derechos humanos consagrados en esta Consti-
tución y en los tratados internacionales de los que
México sea parte. Asimismo, los organismos de
protección de los derechos humanos equivalentes
en las entidades federativas, en contra de leyes ex-
pedidas por las legislaturas;

h) El organismo garante que establece el artículo
6o. de esta Constitución en contra de leyes de ca-
rácter federal y local, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren
el derecho al acceso a la información pública y la
protección de datos personales. Asimismo, los orga-
nismos garantes equivalentes en las entidades fede-
rativas, en contra de leyes expedidas por las legisla-
turas locales; e

i) El fiscal general de la República respecto de leyes
federales y de las entidades federativas, en materia
penal y procesal penal, así como las relacionadas
con el ámbito de sus funciones;”.

Órganos Constitucionales Autónomos

La división tradicional de poderes, como ideología po-
lítica sustentada en la obra del filósofo francés Mon-
tesquieu, expone un sistema dividido entre el Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial en el cual se busca la
independencia de las funciones y la distribución de
competentecias de cada uno, pero de manera coordi-
nada. En nuestro país, la evolución progresiva del
constitucionalismo ha transitado para dar paso a la
existencia de organismos autónomos constitucionales,
cuya creación supone el ejercicio especializado de una
función pública a cargo del Estado. 

En términos generales, los órganos autónomos consti-
tucionales son aquellos creados fundamentalmente
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desde la Constitución y por tanto no se encuentran
adscritos a ninguno de los poderes tradicionales (Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial). Estos se crearon con la
necesidad de limitar los excesos de los poderes públi-
cos y entre sus funciones se encuentran las de evaluar,
limitar y contener las acciones del poder desde sus dis-
tintas áreas de especialidad y con apego a su funda-
mento constitucional. “Son considerados una vía para
conciliar la democracia de partidos, de los poderes tra-
dicionales y grupos económicos y sociales, por la au-
tonomía que los caracteriza; no se deben a su creador
o a quien los designa, pues se busca con ellos un equi-
librio constitucional.”8

Un órgano constitucional autónomo es un ente público
con personalidad jurídica y patrimonio propio, dotado
de una regulación propia e independiente del resto de
poderes constituidos, a través del cual el Estado dele-
ga la ejecución de tareas especializadas. Esta figura
nace de la exigencia de la propia sociedad mexicana
para garantizar el acceso y ejercicio pleno y efectivo a
cierto tipo de derechos sin influencia alguna del resto
de ningún otro poder público.

En efecto, una de sus características esenciales es que
ninguna dependencia pública ejerce poder jerárquico
sobre él, con lo cual se pretende garantizar, en esencia,
la objetividad, independencia e imparcialidad en su
actuación y determinaciones, lo que se traduce en el
fortalecimiento del sistema jurídico mexicano, con
una distribución de competencias específicas del po-
der público.

Los órganos constitucionales autónomos actúan con
independencia en sus decisiones y estructura orgánica,
depositarios de funciones estatales que se busca des-
monopolizar, especializar, agilizar, independizar, con-
trolar y/o transparentar ante la sociedad, con la misma
igualdad constitucional.9

Ahora bien, aun y cuando la fracción II del artículo
105 prevé que algunos órganos autónomos puedan in-
terponer acciones de inconstitucionalidad precisamen-
te porque no dependen de ningún poder político, lo
cierto es que actualmente esta posibilidad se limita a
unos cuantos órganos.

Es así que los incisos g), h) y f) prevén que la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) inter-
ponga el recurso con respecto a leyes de carácter fede-

ral o de las entidades federativas, así como de tratados
internacionales que violen los derechos humanos; el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) tam-
bién puede interponer la acción de inconstitucionali-
dad con respecto a leyes federales o locales, así como
tratados que atenten contra los principios de transpa-
rencia y protección de datos; finalmente la Fiscalía
General de la República puede interponerla por leyes
relativas a las normas penales, así como todas las nor-
mas relacionadas con sus funciones.

Sin embargo, a la par de los expuestos en el párrafo
anterior, existen otros órganos constitucionales autó-
nomos diseñados para dar respuesta a necesidades en
distintas atribuciones específicas del Estado, con lo
cual se pretende garantizar el ejercicio pleno y efecti-
vo de los derechos humanos vinculados, tales como la
organización de las elecciones, la preservación del va-
lor de la moneda y el mercado cambiario, la garantía
de la libre competencia y concurrencia con la elimina-
ción de los monopolios y las concentraciones, el des-
arrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomuni-
caciones, la regulación, captación, procesamiento y
publicación de la información estadística y geográfica,
la evaluación de la política de desarrollo social, entre
otros.

En virtud de su importancia social y su especializa-
ción, estas tareas destacadas exigen del Estado que se
garantice la autonomía de su gestión y el equilibrio de
los poderes para su buen funcionamiento, de ahí la ne-
cesidad de que se incorpore a todos estos órganos
constitucionales autónomos a lo previsto en el artículo
105 constitucional, para que se les permita promover
acciones de inconstitucionalidad en defensa de su au-
tonomía, esfera competencial y funciones especializa-
das.

Propósito de la Iniciativa

En lo particular, la intención de esta iniciativa es des-
tacar la necesidad de que el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social, órgano
constitucional autónomo que se encarga de la medi-
ción de la pobreza y de la evaluación de los progra-
mas, objetivos, metas y acciones de la política de des-
arrollo social, así como de emitir recomendaciones en
los términos legales, estableciendo las formas de coor-
dinación del órgano con las autoridades federales, lo-
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cales y municipales para el ejercicio de sus funcio-
nes;10 pueda interponer acciones de inconstitucionalidad
ante la existencia de una contradicción entre una nor-
ma de carácter general que afecte sus funciones y la
Constitución General.

Por ello, y debido a que no depende jerárquicamente
de ningún poder político, en aras de garantizar su au-
tonomía, es de suma importancia que dicho Consejo
sea contemplado como uno de los sujetos previstos en
la fracción II del artículo 105 constitucional, de mane-
ra que se le faculte para interponer acciones de in-
constitucionalidad, tal y como se contempla para otros
organismos constitucionales autónomos.

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social, debe contar con legitimación activa
para promover acciones de inconstitucionalidad en
contra de cualquier ley o norma de carácter general
que esté relacionada con sus funciones o que vulneren
su esfera competencial; pues su exclusión del ordena-
miento constitucional en esta materia le puede llegar a
generar un cierto estado de indefensión que puede
afectar de manera directa el ejercicio de sus atribucio-
nes consagradas en el artículo 26, apartado C, de la
Carta Magna por la expedición de una ley o norma ge-
neral inconstitucional, de ahí la necesidad de incorpo-
rar su legitimación procesal activa en el orden consti-
tucional.

Por lo anterior, se propone adicionar un inciso l), en la
fracción II, del artículo 105 constitucional para incor-
porar al Consejo Nacional de Evaluación de la Políti-
ca de Desarrollo Social, como órgano constitucional
autónomo legitimado para interponer una acción de in-
constitucionalidad contra leyes y normas de carácter
general que afecten el ejercicio de sus funciones.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en la segunda columna las propuestas de modi-
ficaciones resaltadas en negritas:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía el presente proyecto de: 

Decreto por el que se reforma la fracción II del ar-
tículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos

Único. Se reforma la fracción II del artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:
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Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conocerá, en los términos que señale la ley regla-
mentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) …;

b) …;

c) ...;

d) …;

e) …;

f) …;

g) …;

h) …;

i) …;

j) …;

k) …; 

l) …;

m) …;

n) El Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, en contra de le-
yes de carácter federal y locales, así como de
los tratados internacionales celebrados por el
Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado
de la República relacionados con el ámbito de
sus funciones;

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas
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Constitucional, vol. 1, Oxford University Press, México 2001,

p.192.

3 Schmitt Carl. La defensa de la Constitución. España: Labor,

1931.

4 SCJN. Decisiones relevantes de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación, número 57, Procedencia del juicio de amparo para im-

pugnar una reforma a la Constitución federal México: SCJN, 2011.

5 Carpizo Jorge. “Reformas constitucionales al poder judicial fe-

deral y la jurisdicción constitucional del 31 de diciembre de 1994”.

Boletín de Derecho Comparado. Número 83.

6 [1]http://www.internet2.scjn.gob.mx/red/constitucion/

7 Moreno Cruz, Rodolfo. “El modelo garantista de Luigi Ferrajo-

li. Lineamientos generales” Boletín Mexicano de Derecho Compa-

rado, nueva serie, año XL, núm. 120, septiembre-diciembre de

2007, pp. 825-852 p.828

8 Ugalde Calderón Filiberto Valentín. “Órganos constitucionales

autónomos” Revista del instituto de la judicatura federal, número 2

9 Carrillo Cervantes, Yasbe Manuel. “La división de poderes y los ór-

ganos constitucionales autónomos en México, propuestas para la re-

forma del Estado”, Alegatos, vol. 39, mayo-agosto, UAM, 1998. p. 331

10 Artículo 26, apartado C, de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 56 DE LA LEY

NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL

PARA ADOLESCENTES, A CARGO DEL DIPUTADO HUMBER-
TO RAMÓN JARERO CORNEJO, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, Humberto Ramón Jarero Cornejo, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, po-
ne a consideración de esta asamblea la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto, por el que se reforma y
adiciona la Ley Nacional del Sistema Integral de Jus-
ticia Penal para Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Generalmente se habla de juventud, o juventudes, ha-
ciendo referencia a personas de entre 15 y los 30 años
de edad; se identifican como gente que, por su edad,
han dejado de ser considerados como niños o, incluso,
como adolescentes.

“No existe una definición internacional universal-
mente aceptada del grupo de edad que comprende el
concepto de juventud. Sin embargo, con fines esta-
dísticos, la Organización de las Naciones Unidas,
sin perjuicio de cualquier otra definición hecha por
los Estados miembros, definen a los jóvenes como
aquellas personas de entre 15 y 24 años”.1

El estudio de la juventud es una materia amplia y va-
riada, abarca ámbitos que van desde la sociología, la
medicina y la psicología, hasta el derecho y cuestiones
que tienen que ver con conductas nocivas en contra de
la sociedad.

Con relación a los derechos de los jóvenes, el orden ju-
rídico en México establece en el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos:

El Estado promoverá el desarrollo integral de las per-
sonas jóvenes, a través de políticas públicas con enfo-
que multidisciplinario, que propicien su inclusión en
el ámbito político, social, económico y cultural del pa-
ís. La Ley establecerá la concurrencia de la Federa-

ción, entidades federativas, Municipios y demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México, para esos
efectos.2

Y si bien es cierto que los jóvenes son sujetos de dere-
chos y obligaciones que se establecen en el orden jurí-
dico nacional, es verdad también que igual se enfren-
tan a situaciones de estigmatización, y se les ubica
dentro de ciertos estereotipos que llegan a derivar en
actos de discriminación social, y, al mismo tiempo, se
les exige asumir modelos y conductas que no necesa-
riamente coinciden con sus expectativas o sus prefe-
rencias.

De ahí que no resulte fácil identificar y entender las
causas, las motivaciones, los incentivos, las pautas y
las formas que configuran las personalidades juveniles
que acaban cometiendo delitos y que, en consecuen-
cia, acaban en prisión.

De acuerdo con datos del Censo Nacional de Gobier-
no, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estata-
les de 2020, en 2019 ingresaron mil 809 personas en
los centros especializados de tratamiento o interna-
miento para adolescentes, con diferentes rangos de
edad: 2.2 por ciento, 14 años; 9.4, 15 años; 17.9, 16
años; 28.9, 17 años; y 41.5,18 años. En cuanto a nivel
de escolaridad, se registró 42.7 con secundaria, 29.8
con preparatoria, 29.8 con primaria, 1.8 sin ninguna
escolaridad y 0.7 con carrera técnica o comercial.3

Esta realidad nos remite necesariamente a una situa-
ción que enfrentan no solo los adolescentes que se en-
cuentran internados, sino también los que egresan del
centro especializado de tratamiento o internamiento,
ya que, además de la privación de su libertad, parecie-
ra que igual se les priva de las oportunidades de gozar
de los derechos que la propia Constitución les otorga.

La privación de la libertad no pude ni debe ser excusa
para restringir o conculcar derechos fundamentales.
En este sentido, la Constitución establece en el artícu-
lo 18, párrafo segundo:

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del
respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capaci-
tación para el mismo, la educación, la salud y el depor-
te como medios para lograr la reinserción del sentencia-
do a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir,
observando los beneficios que para él prevé la ley.4
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Es decir, en relación al derecho al trabajo, los adoles-
centes que se encuentran privados de su libertad, en un
centro especializado de tratamiento o internamiento,
deben de tener aseguradas las mismas oportunidades
de contar con un trabajo remunerado y con la capaci-
tación necesaria para ello.

Debe considerarse que si ya los jóvenes enfrentan se-
rios problema para incorporarse al mercado laboral, la
situación es todavía más complicada para quienes se
encuentran privados de su libertad y, aun cuando egre-
san del centro especializado de tratamiento o interna-
miento, tienen que enfrentar la discriminación o, en el
mejor de los casos, aceptar empleos mal remunerados;
todo lo cual se complica para quienes tienen una si-
tuación de vulnerabilidad, como padecer alguna disca-
pacidad, ser migrante, pertenecer a la comunidad de la
diversidad sexual, o no tener la educación o capacita-
ción necesaria para obtener un trabajo bien pagado.

Es necesario establecer los mecanismos legales nece-
sarios para que las empresas puedan participar en es-
quemas que brinden a los internos la posibilidad de ca-
pacitarse y de trabajar para obtener una remuneración
adecuada para su manutención en el interior del centro
especializado de tratamiento o internamiento, o bien
para cuando obtengan su libertad puedan tener mayor
margen de oportunidad para obtener un trabajo.

El esquema que parece idóneo para este propósito es el
del Programa Jóvenes Construyendo el Futuro, el cual
se centra en un modelo de corresponsabilidad social
entre los sectores público, privado y social destinado a
ofrecer a los jóvenes un espacio, apoyos y actividades
estructuradas para desarrollar o fortalecer hábitos de
trabajo y habilidades técnicas que promuevan la inclu-
sión social e incrementen sus posibilidades de emple-
abilidad a futuro, y pueden recibir beca y seguro mé-
dico por parte del Programa.5

Pero este Programa va dirigido a jóvenes entre 18 y 29
años que no trabajan y no estudian; es decir, no pudie-
ra ser replicado para adolescentes que se encuentran
en un centro especializado de tratamiento o interna-
miento, toda vez que ahí se encuentran a quienes se
atribuye la realización de una conducta tipificada co-
mo delito por las leyes penales y que tengan entre do-
ce años cumplidos y menos de dieciocho años de
edad.6

Sin embargo, la premisa que sustenta dicho Programa,
de apoyar económicamente a jóvenes que no trabajan
ni estudian, sí puede ser instrumentada para el caso de
los adolescentes que se encuentran en un centro espe-
cializado de tratamiento o internamiento, con la cola-
boración de empresas, talleres, negocios, organizacio-
nes de la sociedad civil, instituciones públicas o
personas físicas con actividades productivas.

La propia Ley Nacional del Sistema Integral de Justi-
cia Penal para Adolescentes, prevé en su artículo 56,
que: “Durante la ejecución de las medidas se dará
prioridad a las actividades de capacitación para el tra-
bajo, a fin de garantizar la inserción laboral y produc-
tiva de la persona adolescente en edad permitida, evi-
tando que implique la realización de acciones que
puedan ser clasificadas como trabajo peligroso o ex-
plotación laboral infantil”.7

En este sentido, la presente Iniciativa tiene el objetivo
de ampliar el alcance de este precepto legal, adicio-
nando un párrafo en el que se establezca que las auto-
ridades competentes promoverán que empresas, talle-
res, negocios, organizaciones de la sociedad civil,
instituciones públicas o personas físicas con activida-
des productivas puedan impartir capacitación laboral a
los adolescentes que se encuentren en el centro espe-
cializado, que les permitan desarrollar o fortalecer
competencias laborales y aptitudes técnicas y que sir-
van para incrementar sus posibilidades de empleabili-
dad al reincorporarse a la sociedad.

Asimismo, señalar puntualmente, en la misma adición,
que durante el tiempo que dure la capacitación, se pre-
verá la entrega de un apoyo económico a los aprendi-
ces, el cual podrá ser cubierto por las propias autori-
dades del centro especializado y/o por los
capacitadores.

Consideramos que con esta propuesta se estará brin-
dando una posibilidad a los adolescentes que, por di-
ferentes causas, se han visto en la situación de come-
ter algún tipo de conducta delictiva en una edad que es
determinante en la formación de su personalidad, y en
la que el trabajo y el desarrollo de sus habilidades son
aspectos que definen en gran medida su desarrollo per-
sonal.

Por lo expuesto y fundado se pone a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley Na-
cional del Sistema Integral de Justicia Penal para
Adolescentes

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 56
de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Pe-
nal para Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 56. Trabajo

[…]

Las autoridades competentes promoverán que em-
presas, talleres, negocios, organizaciones de la so-
ciedad civil, instituciones públicas o personas físi-
cas con actividades productivas puedan impartir
capacitación laboral a los adolescentes que se en-
cuentren en el centro especializado, que les permi-
tan desarrollar o fortalecer competencias laborales
y aptitudes técnicas y que sirvan para incrementar
sus posibilidades de empleabilidad al reincorporar-
se a la sociedad. Durante el tiempo que dure la ca-
pacitación, se preverá la entrega de un apoyo eco-
nómico a los aprendices, el cual podrá ser cubierto
por las propias autoridades del centro especializa-
do o por los capacitadores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas. “Desafíos globales. Ju-

ventud”. Consulta en línea: 

https://www.un.org/es/global-issues/youth

2 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos. Texto vigente. Consul-

ta en línea: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Censo Nacional de

Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales de

2020. Consulta en línea: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cngspspe/2020/d

oc/cngspspe_2020_resultados.pdf

4 Obra citada.

5 Secretaría del Trabajo y Previsión Social. Reglas de Operación

del Programa Jóvenes Construyendo el Futuro. Diario Oficial de la

Federación, 10 de febrero de 2020. Consulta en línea:

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5585918&fe-

cha=10/02/2020

6 Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Ley Nacional

del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes. Artículo

1o. Texto vigente. Consulta en línea: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

7 Ibídem.

Dado en el salón de sesiones de la 
Cámara de Diputados, a 20 de abril de 2021.

Diputado Humberto Ramón Jarero Cornejo (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES

GENERALES DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS

ELECTORALES, Y DE PARTIDOS POLÍTICOS, EN MATERIA

DE PARIDAD DE GÉNERO EN EL REGISTRO DE CANDIDATU-
RAS A GOBERNADOR, SUSCRITA POR DIPUTADAS DE LOS

GRUPOS PARLAMENTARIOS DE MORENA, PAN, PT, PES,
MOVIMIENTO CIUDADANO Y PRD

Las que suscriben diputadas María Wendy Briseño Zu-
loaga, Rocío del Pilar Villarauz Martínez, Leticia Mar-
tínez Gómez, Socorro Bahena Jiménez, Ana Patricia
Peralta de la Peña, Alba Silvia García Paredes, Fabio-
la Raquel Guadalupe Loya Hernández, Mildred Con-
cepción Ávila Vera, Clementina Marta Dekker Gó-
mez, Maribel Martínez Ruíz, María Elizabeth Díaz
García, Katia Alejandra Castillo Lozano, María Euge-
nia Hernández Pérez, Sandra Paola González Castañe-
da, Verónica María Sobrado Rodríguez integrantes de
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la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I;
77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta
Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversas dis-
posiciones de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales y de la Ley General de Partidos
Políticos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A lo largo de nuestra historia el poder público y el go-
bierno han sido preponderantemente masculinos. La
lucha de los derechos políticos ha sido pública, pero
los derechos conseguidos no. Ellas y ellos lucharon,
pero sólo ellos han gobernado.

En México, desde que las mujeres fueron reconocidas
como ciudadanas en 1953, obtuvieron el derecho a vo-
tar, ser votadas y ser electas. Aparentemente desde ahí
la brecha entre la justicia, la representación y la ley ha
ido disminuyendo, pero el avance ha sido a cuentago-
tas, y para ello ha sido necesario el diseño de medidas
especiales.

En nuestro país únicamente siete mujeres han ido elec-
tas como gobernadoras y si sumamos una gobernado-
ra interina y una jefa de Gobierno sustituta, serían en
total nueve.

Desde 1953, 351 personas han sido electas para ocu-
par gubernaturas, el 98 por ciento han sido varones y
sólo el 2 por ciento han sido mujeres. En 25 estados de
la República nunca ha gobernado una mujer”1.

A partir de la reforma constitucional de la “paridad en
todo” que se llevó a cabo en 2019, ésta debe permear
en la integración de los tres poderes de la federación,
los tres órdenes de gobierno, los organismos autóno-
mos y los sistemas normativos internos.

Sin embargo, la paridad ha obedecido a un proceso
progresivo aún no concluido, que arrancó desde 2014.

La reforma constitucional de 2014 en materia electoral
constituyó un pilar fundamental para la consolidación
de la participación política de las mujeres en igualdad

de condiciones al elevar a rango constitucional el prin-
cipio de paridad de género, aunque en ese momento se
estableció como un piso mínimo solo para la postula-
ción de candidaturas a legislaturas federales y locales,
las autoridades jurisdiccionales y administrativas elec-
torales, así como algunos congresos locales, imple-
mentaron medidas y disposiciones con la finalidad de
extender su aplicación a otros cargos de elección po-
pular y garantizar así la existencia de condiciones pa-
ra que las mujeres ejercieran plena y efectivamente sus
derechos humanos, político- electorales.

Si bien la incorporación del principio de paridad de
género a la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en el artículo 41, Base I, ha propiciado
el desarrollo de diversas disposiciones legales y regla-
mentarias encaminadas a darle cumplimiento, con la
finalidad de garantizar el ejercicio efectivo de los de-
rechos políticos y electorales de las mujeres, fue la re-
forma constitucional conocida como “paridad en to-
do”, aprobada en el mes de junio de 2019, la que
consolidó formalmente el modelo paritario diseñado
para alcanzar la participación real y efectiva de las
mujeres en todos los espacios de poder y de decisión
pública, al establecer como objetivo claro de la refor-
ma el garantizar que todos los órganos del Estado en
todos los niveles estén conformados de manera parita-
ria y que las mujeres participen en todos los espacios
de poder y de decisión pública. De esta manera, con la
reforma constitucional de 2019 se concretó la obliga-
ción del Estado mexicano de que en todas las decisio-
nes que emanen de los órganos estatales y que, por
consiguiente, incidan de forma directa en la ciudada-
nía, participen hombres y mujeres, en igualdad de con-
diciones.

El artículo 35, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos señala que es dere-
cho de la ciudadanía poder ser votada en condiciones
de paridad para todos los cargos de elección popular,
derecho que debe ser analizado a la luz del derecho de
igualdad reconocido en el artículo 4° de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; así co-
mo acorde con lo previsto en los artículos 3, numeral
3 y 25, incisos r) y s) de la Ley General de Partidos Po-
líticos, los cuales disponen que los partidos políticos
deben buscar la participación efectiva de géneros en la
integración de sus órganos, así como en la postulación
de candidaturas y que éstos se encuentran obligados
no solo a garantizar la paridad entre los géneros en
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candidaturas, sino también a garantizar en igualdad de
condiciones la participación de mujeres y hombres en
sus órganos internos de dirección y en los espacios de
toma de decisiones.

Para lograr la eficacia del principio de paridad, la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y las leyes generales se han ido modificando a
efecto de reconocer expresamente el derecho de las
mujeres a la participación política y a ejercer sus dere-
chos políticos y electorales en condiciones de igualdad
sustantiva, así como para incorporar expresamente el
deber tanto de las autoridades como de los partidos po-
líticos de garantizar esas condiciones desde la postula-
ción de las candidaturas hasta los espacios de la toma
de decisiones.

Se ha buscado materializar la paridad de género en sus
dos dimensiones: tanto vertical como horizontal, en-
tendida la primera (vertical) como la obligación de los
partidos políticos de integrar a las mujeres a la mitad
de sus planillas que registran a los distintos cargos de
elección popular para un proceso electoral, llámense
senadurías, diputaciones y alcaldías; y la segunda (ho-
rizontal), la cual debe aplicarse de manera territorial,
como la obligación de los partidos políticos de garan-
tizar de igual forma en el total de personas aspirantes
a presidencias municipales propietarias y suplentes,
así como al interior de los Ayuntamientos con regido-
res y síndicos, el 50 por ciento de participación de las
mujeres. 

Al respecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la federación, en sesión pública ce-
lebrada el seis de mayo de dos mil quince, aprobó por
unanimidad de votos la jurisprudencia 7/2015, que es-
tablece la doble dimensión de la paridad de género en
la postulación de candidaturas municipales, declarán-
dola obligatoria. A la letra señala:

Jurisprudencia 7/2015

Paridad de género. Dimensiones de su contenido
en el orden municipal.- La interpretación sistemá-
tica y funcional del derecho a la participación polí-
tica en condiciones de igualdad, a la luz de la orien-
tación trazada por los artículos 1o., 2o., 4o., 41,
Base I, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en el contexto de los artículos
2, 3, 25, 26 del Pacto Internacional de Derechos Ci-

viles y Políticos; 1, 23, 24 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 3 y 7 de la
Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer; I, II y III,
de la Convención de los Derechos Políticos de la
Mujer; 4, inciso j); y 5 de la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer; permite afirmar que los par-
tidos y las autoridades electorales deben garantizar
la paridad de género en la postulación de candida-
turas municipales desde una doble dimensión. Por
una parte, deben asegurar la paridad vertical, para lo
cual están llamados a postular candidatos de un
mismo ayuntamiento para presidente, regidores y
síndicos municipales en igual proporción de géne-
ros; y por otra, desde de un enfoque horizontal de-
ben asegurar la paridad en el registro de esas candi-
daturas, entre los diferentes ayuntamientos que
forman parte de un determinado Estado. A través de
esa perspectiva dual, se alcanza un efecto útil y ma-
terial del principio de paridad de género, lo que po-
sibilita velar de manera efectiva e integral por el
cumplimiento de las obligaciones de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos
de las mujeres.2

Sin embargo, aún hace falta atender vacíos legales co-
mo el de la paridad de género en las candidaturas a las
gubernaturas de las 32 entidades federativas de la Re-
pública, paridad ya prevista a nivel constitucional pe-
ro no prevista a nivel legal. Se trata de pasar de una pa-
ridad en términos de equidad de género formal a una
real (sustantiva).

Se debe garantizar el derecho de acceso de las mujeres
a candidaturas en condiciones de igualdad, de paridad
total, en términos de lo dispuesto por la fracción II del
artículo 35 y Base Primera del artículo 41 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, a
su vez, asegurarle a la ciudadanía una representación
más igualitaria, sobre todo ante escenarios que eviden-
cia la necesidad de implementar ajustes al sistema vi-
gente para cerrar las brechas aún existentes entre el de-
recho, la sociedad y la protección a la democracia.

Las obligaciones asumidas por el Estado mexicano en
el ámbito internacional fortalecen la necesidad de lle-
var a cabo las reformas legales pertinentes a efecto de
hacer eficaz la paridad de género en las candidaturas a
las gubernaturas de las 32 entidades federativas de la
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República. En diversos instrumentos internacionales
de los que el Estado Mexicano es parte, se establecen
medidas orientadas a proteger y garantizar la igualdad
entre hombres y mujeres, y a lograr la participación
plena de las mujeres en condiciones de igualdad en la
vida política del país.

En los artículos 23, párrafo 1, incisos a), b) y c), de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos; 21
párrafos 1, 2 y 3 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos y 25, incisos a) y b) del Pacto Interna-
cional de Derechos Políticos y Civiles, señalan que to-
das las ciudadanas y los ciudadanos deben gozar de los
derechos y oportunidades de participar en la dirección
de los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes libremente elegidos; votar y ser elegi-
dos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por
sufragio universal e igual y por voto secreto que ga-
rantice la libre expresión de la voluntad de los electo-
res, y tener acceso, en condiciones generales de igual-
dad, a las funciones públicas de su país.

El artículo 24 de la Convención Americana Sobre De-
rechos Humanos dispone que todas las personas son
iguales ante la ley, por lo que tienen derecho, sin dis-
criminación, a igual protección.

El artículo III de la Convención sobre los Derechos
Políticos de la Mujer dispone que las mujeres tienen
derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las
funciones públicas establecidas por la legislación na-
cional, en igualdad de condiciones con los hombres,
sin discriminación alguna.

El artículo 4, incisos f) y j), de la Convención Inter-
americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer (Convención de Belém Do Pa-
rá) dispone que todas las mujeres tienen derecho al
reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos
los derechos humanos y a las libertades consagradas
por los instrumentos regionales e internacionales sobre
derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre
otros: la igual protección ante la ley, así como a tener
igualdad de acceso a las funciones públicas de su país
y a participar en los asuntos públicos.

El artículo 3 de la Convención para la Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
(CEDAW, por sus siglas en inglés), dispone que los
Estados parte tomarán todas las medidas apropiadas

para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de las mu-
jeres en todas las esferas y, en particular, en la políti-
ca, social, económica y cultural, con el objeto de ga-
rantizar el ejercicio y el goce de los derechos humanos
y las libertades fundamentales en igualdad de condi-
ciones con los hombres. El artículo 7, inciso b), de la
CEDAW también dispone que los Estados parte toma-
rán todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra las mujeres en la vida política y pú-
blica del país y, en particular, garantizando en igualdad
de condiciones con los hombres el derecho a participar
en la formulación de las políticas gubernamentales y
en la ejecución de éstas; ocupar cargos públicos; y
ejercer todas las funciones públicas en todos los pla-
nos gubernamentales.

El Compromiso de Santiago, adoptado en la XIV Con-
ferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y
el Caribe, resolvió entre otras consideraciones, alentar
los esfuerzos sostenidos para aumentar la representa-
ción de las mujeres en los procesos de toma de deci-
siones a fin de alcanzar la democracia paritaria, con un
enfoque intercultural y étnico-racial, afianzando la
presencia de mujeres en todos los poderes del Estado
y niveles y ámbitos de gobierno, garantizar la protec-
ción de los derechos de las mujeres que participan en
política y condenar la violencia política.

El artículo 3 de la Observación General del Comité de
Derechos Humanos de la ONU garantiza la igualdad
de derechos entre hombres y mujeres: ...29. El derecho
a participar en la vida pública no se materializa plena-
mente y en condiciones de igualdad en todas partes.
Los Estados parte deberán cerciorarse de que la ley ga-
rantice a la mujer los derechos contenidos en el artícu-
lo 25 en pie de igualdad con el hombre y adoptar me-
didas eficaces y positivas, incluidas las medidas
necesarias de discriminación inversa, para promover y
asegurar la participación de la mujer en los asuntos pú-
blicos y en el ejercicio de cargos públicos.

El artículo 7 de la Recomendación General número 23
relativa al artículo 7 de la Convención sobre la elimi-
nación de todas las formas de discriminación contra la
mujer establece que los Estados parte aceptan tomar
todas las medidas apropiadas para eliminar la discri-
minación contra la mujer en la vida política y pública
y asegurar que disfrute en ella de igualdad con el hom-
bre.
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El artículo 2 de la Recomendación General número 28
relativa al artículo 2 de la Convención sobre la elimi-
nación de todas las formas de discriminación contra la
mujer señala la obligación de cumplimiento de los Es-
tados parte de facilitar la plena efectividad de los de-
rechos de la mujer y tomar medidas para ello. Los de-
rechos humanos de la mujer deben hacerse efectivos
mediante la promoción de la igualdad de facto o sus-
tantiva por todos los medios apropiados, entre ellos la
adopción de políticas y programas concretos y efecti-
vos orientados a mejorar la posición de la mujer y lo-
grar esa igualdad de facto, incluida, cuando proceda, la
adopción de medidas especiales de carácter temporal
de conformidad con el párrafo 1 del artículo 4 de la
Convención y la Recomendación General número 25.

En las Observaciones finales sobre el noveno informe
periódico de México, Comité CEDAW se establece
que el Comité recomienda al Estado parte que refuer-
ce el uso de medidas especiales de carácter temporal,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.1 de
la Convención y en su Recomendación General núme-
ro 25 (2004), sobre las medidas especiales de carácter
temporal, como estrategia necesaria para acelerar el
logro de la igualdad sustantiva en todos los ámbitos de
la Convención en los que las mujeres tienen una re-
presentación insuficiente o se encuentran en situación
de desventaja. Asimismo, insta al Estado a 34...a): Es-
tablezca objetivos y plazos precisos para acelerar la
participación de las mujeres en pie de igualdad en to-
dos los planos de la vida pública y política y a que cree
las condiciones necesarias para la consecución de esos
objetivos.

Por lo expuesto, los cambios propuestos son los si-
guientes:
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Las desigualdades estructurales que les han impedido
a las mujeres ocupar cargos políticos jerárquicos, co-
mo es el caso de la titularidad del poder ejecutivo en
los estados, en un sistema democrático y de vanguar-
dia, no pueden seguir ignorándose o dejar pendiente.

La paridad tiende justamente a fortalecer la participa-
ción política de las mujeres en todos los niveles de to-
ma de decisiones y por ello debe hacerse efectiva en
sus dos vertientes: vertical y horizontal, garantizándo-
se en el caso que nos ocupa la paridad de género en las
candidaturas a las gubernaturas.

La presencia paritaria de las mujeres en la política y en
el gobierno no admite demoras; es necesario lograr
una representatividad incluyente que reconozca la
existencia de una desigualdad en razón del género y la
necesidad de mecanismos mediante los cuales se con-
tribuya a disminuirla.

Las autoridades electorales y los partidos políticos de-
ben garantizar la paridad en la postulación de todos los
cargos de elección popular, a fin de propiciar las con-
diciones para que las mujeres tengan una efectiva po-
sibilidad de ocupar los cargos de gobierno y de repre-
sentación popular.

Por lo expuesto, con fundamento en las disposiciones
invocadas en el proemio de este escrito, y en atención
al resolutivo tercero de la sentencia, emitida el pasa-
do 14 de diciembre de 2020, por la Sala Superior del
Tribunal Electoral de Poder Judicial de la Federación,
en el expediente SUP-RAP-116/2020 y acumulados,
por el que se vincula al Congreso de la Unión, así co-
mo a los congresos locales a regular la paridad en gu-
bernaturas antes del inicio del próximo proceso elec-
toral que siga de manera inmediata al proceso dos mil
veinte-dos mil veintiuno, someto a consideración del
Pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se diversas disposiciones de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales y de la Ley General de Partidos Políti-
cos

Artículo primero. Se adiciona un segundo párrafo al
numeral 1 y se reforma el numeral 2 del artículo 26; se
reforman loa artículos 207; 232 en el numeral 3 y 233
numeral 1 de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 26.

1. Los poderes Ejecutivo y Legislativo de las 32 enti-
dades federativas de la República se integrarán y or-
ganizarán conforme lo determina la Constitución, las
constituciones de cada estado, así como la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México y las leyes res-
pectivas.

En el registro de las candidaturas a las gubernatu-
ras de las 32 entidades federativas de la República,
los partidos políticos deberán garantizar el princi-
pio de paridad de género, tanto vertical como hori-
zontal.

2. Los municipios serán gobernados por un ayunta-
miento de elección popular directa, conformado por
una Presidencia Municipal y el número de integrantes
que determine la Constitución y la ley de cada entidad,
así como los órganos político-administrativos, según
la legislación aplicable en la Ciudad de México.

En el registro de las candidaturas a los cargos de pre-
sidente o presidenta, alcalde o alcaldesa, concejalías,
regidurías y sindicaturas de los Ayuntamientos, los
partidos políticos deberán garantizar el principio de
paridad de género, vertical y horizontal.

...

3. ...

4. ...

Artículo 207.

1. El proceso electoral es el conjunto de actos ordena-
dos por la Constitución y esta Ley, realizados por las
autoridades electorales, los partidos políticos, así co-
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mo la ciudadanía, que tiene por objeto la renovación
periódica de quienes integran los Poderes Legislativo
y Ejecutivo tanto federal como de las entidades fede-
rativas, de quienes integran los ayuntamientos en los
estados de la República y las alcaldías en la Ciudad de
México. En la elección a las gubernaturas de las 32
entidades federativas de la República y en la elec-
ción e integración de los ayuntamientos y alcaldías
existirá la paridad de género tanto vertical como hori-
zontal.

Artículo 232.

1. ...

2. ...

3. Los partidos políticos promoverán y garantizarán la
paridad entre los géneros en la postulación de candi-
daturas a los cargos de elección popular para las gu-
bernaturas de las 32 entidades federativas de la Re-
pública, la integración del Congreso de la Unión, los
Congresos de las entidades federativas, las planillas de
Ayuntamientos y de las Alcaldías.

4. ...

5. ...

Artículo 233.

1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de
las candidaturas a gubernaturas, diputaciones locales
y federales, senadurías, así como a las planillas a
ayuntamientos y alcaldías que presenten los partidos
políticos o las coaliciones ante el Instituto y organis-
mos públicos locales, según corresponda, deberán in-
tegrarse salvaguardando la paridad entre los géneros
mandatada en la Constitución.

Artículo segundo. Se reforman los artículos 3 en el
primer párrafo del numeral 4 y 25 en el inciso r) del
numeral 1 de la Ley General de Partidos Políticos, pa-
ra quedar como sigue;

Artículo 3.

1. ...

2. ...

3. ...

4. Cada partido político determinará y hará públicos
los criterios para garantizar la paridad de género en las
candidaturas a las gubernaturas de las 32 entidades
federativas de la República, legislaturas federales y
locales, así como en la integración de los ayuntamien-
tos y de las alcaldías, en el caso de la Ciudad de Mé-
xico. Éstos deberán ser objetivos y asegurar condicio-
nes de igualdad sustantiva entre mujeres y hombres.

En caso de incumplimiento a esta disposición serán
acreedores a las sanciones que establezcan las leyes en
la materia.

Artículo 25.

1. Son obligaciones de los partidos políticos:

a) a q) ...;

r) Garantizar la paridad entre los géneros en candi-
daturas a las gubernaturas de las 32 entidades fe-
derativas de la República, legisladores federales y
locales;

s) a y) ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los Congresos locales deberán realizar las
adecuaciones correspondientes en su legislación, pre-
vio al inicio de los próximos procesos electorales en
los que haya de renovarse a la o a el titular del ejecu-
tivo de la entidad que corresponda.

Notas

1 Magistrada Janine Madeline Otálora Malassis. Versión esteno-

gráfica de la sesión pública de resolución por videoconferencia de

la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-

deración, Ciudad de México, 14 de diciembre de 2020.

2 Sala Superior. Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia elec-

toral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año

8, Número 16, 2015, páginas 26 y 27.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputadas: María Wendy Briseño Zuloaga, Rocío del Pilar Villa-

rauz Martínez, Leticia Martínez Gómez, Socorro Bahena Jiménez,

Ana Patricia Peralta de la Peña, Alba Silvia García Paredes, Fa-

biola Raquel Guadalupe Loya Hernández, Mildred Concepción

Ávila Vera, Clementina Marta Dekker Gómez, Maribel Martínez

Ruíz, María Elizabeth Díaz García, Katia Alejandra Castillo Loza-

no, María Eugenia Hernández Pérez, Sandra Paola González Cas-

tañeda, Verónica María Sobrado Rodríguez. (Rúbrica.)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 195 BIS A LA LEY DEL IM-
PUESTO SOBRE LA RENTA Y REFORMA EL 94 DE LA LEY

GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS, A CARGO DE

LA DIPUTADA GLORIA ROMERO LEÓN, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN

La suscrita Gloria Romero León, en mi carácter de di-
putada federal del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, en la LXIV Legislatura de la hono-
rable Cámara de Diputados, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 3, numeral 1, fracción
IX; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta soberanía, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona el artículo 195 Bis a la Ley del
Impuesto sobre la Renta y el párrafo cuarto al artículo
94 de la Ley General de Sociedades Cooperativas, a
efecto de crear estímulos fiscales para fomentar el cre-
cimiento y estimular al sector cooperativo en el país,
al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

1.- Antecedentes

Las sociedades cooperativas son un motor económico
importante en el mundo, al dar soluciones innovadoras

y flexibles a desafíos complejos de las comunidades
como son la generación de empleo, la aportación al
desarrollo de las comunidades y el acceso de la pobla-
ción a distintos servicios y productos que mejoran su
nivel de vida. Sin embargo, en nuestro país no se ha lo-
grado generar un entorno favorable para este sector,
por lo que es de interés público para el gobierno de
México que éstas empresa crezcan mediante el des-
arrollo de estrategias que permitan impulsar el sector
de la economía social. 

La experiencia internacional señala que en la actuali-
dad las sociedades cooperativas concebidas como un
ente organizado de ayuda mutua, que se rige por una
repartición equitativa de trabajo y de los bienes, ha ge-
nerado un modelo de economía social, en donde las
cooperativas mueven con éxito una gran parte de la
economía. En este sentido, en México, las organiza-
ciones de este tipo podría ser un mecanismo para pro-
mover el bien común. 

El sector cooperativo podría convertirse en el eje del
nuevo esquema de financiamiento que se requiere pa-
ra promover la reactivación económica, ya que estas
organizaciones juegan un rol indispensable en la in-
clusión financiera; participan de manera muy activa en
la parte de educación financiera y llevan los servicios
de ahorro y crédito a lugares donde la banca comercial
no está presente, y contribuyen a atender los grandes
problemas nacionales como la educación, la pobreza y
la desigualdad social, entre otros. 

El crecimiento y desarrollo de las cooperativas podría
aminorar el daño en la actividad económica, por lo que
resulta necesario fortalecer el desempeño y competiti-
vidad de las cooperativas, las cuales pueden servir de
gran apoyo, como lo fueron en Europa, posterior a la
crisis económica del 2008, en donde se trabajó y apo-
yó al desarrollo de cooperativas, fortaleciendo su sec-
tor y equilibrando estos efectos, resultando las empre-
sas menos afectadas en la región, entendiendo
entonces, que las cooperativas forman parte importan-
te del sector de la economía social.

En países como Canadá, Alemania, Francia y España
las sociedades cooperativas tienen un tratamiento tri-
butario diferenciado, sobre la premisa de que este tipo
de organizaciones no solo tienen un fin no lucrativo,
sino que además hacen una contribución a la sociedad,
llevando también servicios y productos sociales a las
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comunidades vulnerables y marginadas, lo cual tiene
un impacto en su rentabilidad social, cosa que normal-
mente no hacen las empresas mercantiles tradiciona-
les. 

2.- Justificación 

Con la finalidad de identificar los principales proble-
mas que presentan las cooperativas que operan en Mé-
xico, la Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo del
gobierno de la Ciudad de México, a través de la Di-
rección General de Economía Social y Solidaria, reali-
zó un censo con el objetivo de validar, enriquecer y
analizar la información disponible sobre las empresas
sociales y solidarias en México. El censo se realizó a
una fracción del total de cooperativas que operan en la
Ciudad de México, por lo que los resultados son de ca-
rácter descriptivo, no conclusivo. 

El censo indica que 44 por ciento de las cooperativas
censadas consideran que la falta de crédito o de ma-
quinaria y equipo representan los principales obstácu-
los para su operación. Respecto a los créditos, 53 por
ciento consideran que las elevadas tasas de interés li-
mitan su acceso a éstos. Finalmente, el 76 por ciento
considera insuficientes las herramientas y maquinaria
con que actualmente cuentan, para seguir operando
y/o crecer.

Las problemáticas señaladas, tienen como consecuen-
cia una corta vida operativa de las empresas sociales
que operan como sociedades cooperativas, así como
una reducción en los ingresos que generan, afectando
sus posibilidades de crecimiento y desarrollo.

En México, el crecimiento de las sociedades coopera-
tivas ha disminuido en los últimos años, debido a la
capacidad limitada que presentan para constituirse y
consolidarse como una fuente de empleos dignos que
provea ingresos suficientes a sus integrantes. 

El Censo Económico 2014, realizado por el Inegi, en
el Directorio Estadístico de Unidades Económicas, da
cuenta del gran número de Sociedades Cooperativas
instaladas en la Ciudad de México. Respecto al acceso
a fuentes de financiamiento, indica que solamente el
14 por ciento obtuvo algún crédito, préstamo o finan-
ciamiento para su operación. Respecto al uso de servi-
cios financieros, 66 por ciento de las cooperativas que
operaban en la Ciudad de México no tenían una cuen-

ta bancaria. Dejando a dicho sector, excluido del sec-
tor financiero y, consecuentemente, del acceso a crédi-
tos bancarios u otros esquemas de financiamiento mer-
cantil. 

En consecuencia, el acceso restringido a fuentes de fi-
nanciamiento y crédito constituye una de las causas
principales por las que las cooperativas reportan una
baja tasa de supervivencia. De acuerdo con el Censo
Económico 2014, en la Ciudad de México operaban
214 sociedades cooperativas. Del total de cooperativas
existentes en ese año, únicamente el 11 por ciento con-
taban con una vida de más de veinte años.

En el caso de México, la legislación actual en mate-
ria de sociedad cooperativas, cuenta con algunos es-
tímulos fiscales, establecidos en los artículos 194 y
195 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como
en el “decreto por el que se otorgan medidas de apo-
yo a la vivienda y otras medidas fiscales, que cum-
plen todos los requisitos para poder gozar de los be-
neficios”, los cuales son de aplicación exclusiva para
las cooperativas de producción, por lo que en última
instancia, estos estímulos, no han logrado incentivar
el crecimiento de las cooperativas en general. En
consecuencia, esto tampoco ha permitido que se in-
cremente su impacto en el desarrollo económico, la
generación de empleos y la calidad de vida en una es-
cala considerable. Además, ninguno de estos estímu-
los motiva o reconoce al mismo sector por la aporta-
ción que hacen, en el sentido de ayuda mutua, a otras
cooperativas.

La presente iniciativa propone encontrar formas alter-
nativas de fomentar el crecimiento y desarrollo de las
sociedades cooperativas, así como encontrar solucio-
nes que impacten favorablemente en la generación de
empleos y calidad de vida de las comunidades, princi-
palmente aquellas que se encuentran en desventaja. 

La propuesta que se presenta tiene el objetivo de esti-
mular, ampliar y sostener el desarrollo de una comuni-
dad cooperativa, social y económicamente exitosa a
través de estímulos fiscales para aquellas Cooperati-
vas que realicen aportaciones financieras en fondos
para el desarrollo de las cooperativas, destinados a
nuevos proyectos de inversión y expansión de las coo-
perativas, que sean equivalentes a un porcentaje del
monto que éstas hayan aportado. 
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Lo anterior, conforme a lo establecido en el artículo
25, párrafo octavo de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que prevé establecer me-
canismos que faciliten la organización y la expansión
de la actividad económica del sector social.

3.- Contenido

Las sociedades cooperativas, así como aquellas or-
ganizaciones sociales con interés de constituirse co-
mo tales; con base en intereses comunes y en los
principios de solidaridad, esfuerzo propio y ayuda
mutua, que presentan capacidades organizativas y
financieras limitadas, requieren de los apoyos otor-
gados por los fondos y programas que para su bene-
ficio se establecen. En este contexto, esta iniciativa
servirá como un medio para aumentar dichos fon-
dos, así como una oportunidad de las Cooperativas
que les permita apoyar a su propia comunidad, al re-
cibir beneficios fiscales cuando realicen contribu-
ciones financieras adicionales para los citados fon-
dos, (a favor de aquellas organizaciones
cooperativas que hayan efectuado la aportación) y
que de esta manera contribuyan al éxito de empre-
sas sociales y solidarias que operen en la modalidad
de cooperativas. 

De aprobarse esta iniciativa se traduciría en un mayor
fondo para el desarrollo de las cooperativas a nivel na-
cional que, en consecuencia, servirá para fomentar y
fortalecer el número de las sociedades cooperativas
que podrían ser apoyadas por diversos programas me-
jorando sus condiciones en términos de capacitación,
rentabilidad y competitividad, en concordancia con lo
dispuesto en la Ley de Economía Social y Solidaria,
que reconoce a los organismos del sector social de la
economía, así como su derecho a ser sujetos de fo-
mento y apoyo a sus actividades económicas por parte
del Estado.

De conformidad con el artículo 94 de la Ley General
de Sociedades Cooperativas, “la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público debe de común acuerdo con el
Consejo Superior del Cooperativismo, con las confe-
deraciones, federaciones y uniones, constituir los fon-
dos de garantía de origen federal que apoyarán a las
sociedades cooperativas en su acceso al crédito, me-
diante el otorgamiento de garantías que cubran el ries-
go de los proyectos de inversión”. La propuesta de es-
ta iniciativa surge como una manera de fomentar el

cumplimiento del artículo mencionado, impulsando a
las cooperativas a incrementar estos fondos de manera
más activa, generando un mayor impacto tanto social
como económico en el país. 

En concreto, busca aumentar el número de sociedades
cooperativas constituidas en México, así como darles
certidumbre de poder seguir con sus actividades a tra-
vés de la implementación de un crédito fiscal en bene-
ficio de las cooperativas que hagan aportaciones para
los fondos de desarrollo de las cooperativas estableci-
dos en el gobierno federal o en los distintos estados de
la república o sus municipios, así como cualquier otro
de naturaleza análoga.

Lo anterior, considerando la importancia de contribuir
a la generación de empleo, promover proyectos pro-
ductivos sustentables e impulsar el desarrollo econó-
mico de México, mediante la creación y fortaleci-
miento de cooperativas, dando como resultado
mayores ingresos para este tipo de organizaciones, que
en consecuencia, beneficie de forma directa a sus so-
cios y a la comunidad, generando así un ciclo virtuoso
en la economía nacional, para que progresivamente, se
reduzcan las desigualdades estructurales y la pobreza,
y se promueva el desarrollo sustentable, que permita
alcanzar una justa distribución de la riqueza y del in-
greso entre personas, familias, grupos sociales y ámbi-
tos territoriales.

El objetivo general que persigue esta iniciativa es me-
jorar las capacidades financieras de las cooperativas,
que llevan a cabo actividades de producción, distribu-
ción, comercialización y/o consumo de bienes y/o ser-
vicios en México. Con ello, además, se busca ayudar a
la generación y consolidación de las cooperativas co-
mo una fuente de empleos dignos. 

De esta manera se impulsa la constitución y funciona-
miento de cooperativas que contribuyan al desarrollo
económico del país y al mejoramiento de las condicio-
nes de vida de sus habitantes, que permita avanzar en
el pleno ejercicio de los derechos y libertades funda-
mentales de las personas que debido a la desigualdad
estructural enfrentan discriminación, exclusión y de-
más obstáculos de sus derechos y libertades funda-
mentales. 

Con base en lo anteriormente expuesto, y consideran-
do la situación desfavorable por la que actualmente
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atraviesa la economía del país, sometemos a la consi-
deración de esta soberanía, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 195 Bis a
la Ley del Impuesto sobre la Renta y se adiciona el
párrafo cuarto al artículo 94 de la Ley General de
Sociedades Cooperativas

Artículo Primero.- Se adiciona el artículo 195 Bis a
la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Artículo 195 Bis.- Las sociedades cooperativas que
hayan realizado contribuciones u otorgado finan-
ciamientos para incrementar o crear algún fondo o
programa destinado a promover el desarrollo de
las cooperativas, serán acreedoras de un crédito fis-
cal a favor, el cual será sobre el Impuesto sobre la
Renta en el mismo ejercicio en que se determine el
impuesto, conforme a lo siguiente: 

I.- Si el monto contribuido es de 100,000 pesos o
menos, el crédito fiscal será del 50 por ciento so-
bre el resultado de su determinación del ISR.

II.- Si el monto contribuido es de 100,001 a
300,000 pesos el crédito fiscal será del 36 por
ciento sobre el resultado de su determinación del
ISR.

III.- Si el monto contribuido es de 300,001 a
500,000 pesos, el crédito fiscal será del 28 por
ciento sobre el resultado de su determinación del
ISR.

IV.- Si el monto contribuido es de 500,001 pe-
sos o más, el crédito fiscal será del 20 por cien-
to sobre el resultado de su determinación del
ISR, siempre y cuando no exceda de 210,000
pesos, misma que será la cantidad máxima que
se podrá otorgar del crédito, de los cuales
6,300 son reembolsables, y 203,700 no son re-
embolsables. 

El crédito fiscal no utilizado, en el momento en que
se genere, puede transferirse hasta los 10 años fis-
cales siguientes. 

Las cooperativas mencionadas en este capítulo de-
berán notificar a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público que se adhieren a dichos estímulos, ya

sea mediante un escrito o por medio de la platafor-
ma del SAT.

Artículo Segundo.- Se adiciona el párrafo cuarto del
artículo 94 de la Ley General de Sociedades Coopera-
tivas.

Artículo 94.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico deberá…

…

…

La autoridad tendrá la obligación de otorgar un es-
tímulo fiscal a aquellas sociedades cooperativas que
hayan realizado contribuciones u otorgado finan-
ciamientos para incrementar o crear algún fondo o
programa destinado a promover el desarrollo de
las cooperativas, conforme a lo previsto en el artí-
culo 195 Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- Las legislaturas de las entidades federati-
vas, en un plazo no mayor a ciento ochenta días a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto, deberán
llevar a cabo las reformas correspondientes para ade-
cuar su legislación en las materias correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Gloria Romero León (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA LEY GENERAL PA-
RA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD,
A CARGO DEL DIPUTADO SERGIO ARMANDO SISBELES AL-
VARADO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

De conformidad con los artículos 71, fracción II, 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos así como los artículos 6o., numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el suscrito, Diputado Sergio Armando Sis-
beles Alvarado, integrante del Grupo Parlamentario
del PRI, presenta a esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto para reformar la fracción I del artícu-
lo 2 de la Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A partir de 2011, México tiene constitucionalmente un
enfoque de protección de los derechos humanos, que
ha ido transformando a la sociedad mexicana.

Prácticamente, en paralelo a esta reforma, una de las
más importantes en la historia de nuestra Constitución,
se creó y promulgó la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad, con el nuevo enfoque
de derechos humanos, y proveniente de la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
aprobada en diciembre de 2006, firmada por México el
30 de marzo de 2007 y en vigor a partir de mayo de
2008.

Este nuevo enfoque cambió incluso la manera de com-
prender la discapacidad. Mientras antes se concebía
como una característica inherente a una persona,1 es
decir, una condición de minusvalía, hoy en día consis-
te en una interacción entre una circunstancia personal
de un individuo y factores del entorno que dan lugar
conjuntamente a la discapacidad y afectan la partici-
pación de este individuo en la sociedad.

De acuerdo al artículo 2, fracción X de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, se
trata de: “la consecuencia de la presencia de una defi-
ciencia o limitación en una persona, que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pue-
da impedir su inclusión plena y efectiva en la socie-
dad, en igualdad de condiciones con los demás”.

Así, los factores personales pueden ser multiformes,
no solo físicos, como los problemas médicos, la et-
nia, el género, la estatura, sino también socioeconó-
micos, como la clase social, el nivel educativo, etcé-
tera.

Entre los factores del entorno, la accesibilidad es el
más importante, pues representa igualar las oportuni-
dades de las personas con discapacidad a las de las de-
más, para que puedan ejercer efectivamente sus dere-
chos humanos en igualdad de condiciones, conforme
al Primer Capítulo del Título Primero de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ciertamente, la ayuda económica que el artículo 4o.
constitucional estipula para las personas con discapa-
cidad es un elemento destacado en el apoyo que nece-
sitan del Estado, pero igualar sus oportunidades con
los demás requiere sobre todo de compensar su disca-
pacidad, es decir, la desventaja que tienen en su inter-
acción con el entorno por una circunstancia personal,
y eso solo puede lograrse con una accesibilidad prefe-
rencial.

La igualdad de oportunidades, señala la Guía de For-
mación número 19 de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad, editada por la
Organización de las Naciones Unidas “se refiere a una
situación en que la sociedad y el entorno están al al-
cance de todos, incluidas las personas con discapaci-
dad. La igualdad de oportunidades no siempre signifi-
ca que están al alcance de todos exactamente las
mismas oportunidades, ya que el hecho de tratar a to-
dos de la misma manera podría dar lugar a desigual-
dades. Por el contrario, se reconocen las diferencias
entre las personas y se garantiza que, a pesar de esas
diferencias, todas ellas tienen las mismas oportunida-
des de disfrutar de sus derechos”.2

Estas diferencias son las que hacen necesarias, por
ejemplo, medidas que den acceso preferente a las per-
sonas con discapacidad en el entorno arquitectónico de
una ciudad, como rampas en las banquetas, lugares
cercanos a los sitios de concurrencia en los estaciona-
mientos, ventanillas o cajas de atención especial, etcé-
tera. 

De hecho, este tipo de accesibilidad preferencial es
una realidad cotidiana en nuestro país, aunque aún fal-
ta mucho por darle acceso a todas las personas con dis-
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capacidad a otros ámbitos de oportunidad como las
nuevas tecnologías, por ejemplo.

Tenemos ahí, sin duda, no solo una asignatura pen-
diente, sino un trabajo continuo, pues el principio de
progresividad de los derechos humanos hace necesario
que la accesibilidad para las personas con una disca-
pacidad evolucione junto con las oportunidades que un
país da a sus habitantes.

Un Estado de derecho que aspire a un progreso sólido
debe hacer respetar la dignidad inherente a todos y ca-
da uno de sus habitantes, pero especialmente de aque-
llos a los que está obligado a dar un trato especial por
su desventaja en el entorno social, político, económi-
co, cultural, educativo, arquitectónico, etc.

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos ha especificado que “la dignidad
inherente se refiere al valor de cada persona. Cuando
se respeta la dignidad de las personas con discapaci-
dad, se valoran sus experiencias y opiniones, las cua-
les pueden ser conformadas sin temor de perjuicios fí-
sicos, psicológicos o emocionales. La autonomía
individual significa estar a cargo de la propia vida y te-
ner la libertad de tomar las propias decisiones. El res-
peto de la autonomía individual de las personas con
discapacidad significa que estas personas tienen, en
igualdad de condiciones con los demás, opciones de
vida razonables, están sujetas a la mínima interferen-
cia en su vida privada y pueden tomar sus propias de-
cisiones, con apoyo adecuado en caso necesario”.3

En México, de acuerdo con datos reportados por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi-
2019), hay 7.7 millones de personas con alguna disca-
pacidad, de las cuales, 1.2 millones son menores de
edad. El 48.6 por ciento de la población con alguna
discapacidad se encontraba en el 2018 en situación de
pobreza. 

Sin embargo, apenas 815 mil 883 personas con disca-
pacidad recibieron una pensión en 2019, según infor-
mó la Secretaría de Bienestar.4 Es decir, nos encontra-
mos todavía lejos de garantizar apoyo económico para
todas las personas con alguna discapacidad que lo re-
quieren y, por supuesto, lejos aún de la inclusión ple-
na, es decir, de lograr un entorno físico y social acce-
sible y libre de barreras, además de la completa
aceptación de su valor para la sociedad. 

Esto se logrará en la medida en que escalemos en su
inclusión, es decir, en que compensemos su discapaci-
dad con un acceso preferentes, para darles las mismas
oportunidades que a los demás y posibilitar, así, el ple-
no ejercicio de sus derechos humanos en igualdad de
condiciones.

De ahí que se propone precisar en la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en su
Artículo 2, fracción I, que la accesibilidad deberá ser
preferencial. 

En comparación con el texto vigente, el cambio sería
como se muestra en la siguiente tabla:

Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad

Así pues, con fundamento en el artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y demás relativos a los Derechos Humanos en el
Capítulo I, Título Primero de la Carta Magna; en la
Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad y en los artículos 4 y 5 de la propia Ley
General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad, proponemos la siguiente iniciativa con pro-
yecto de
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Decreto por el cual se reforma la fracción I del ar-
tículo 2 de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad

Artículo Primero. Se reforma la fracción I del artícu-
lo 2 de la Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para ase-
gurar el acceso preferencial de las personas con
discapacidad, al entorno físico, el transporte, la in-
formación y las comunicaciones, incluidos los sis-
temas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, y a otros servicios e instalaciones
abiertos al público o de uso público, tanto en zonas
urbanas como rurales, para igualar sus oportuni-
dades de desarrollo personal y social a las de los
demás, y ejercer así plenamente sus derechos hu-
manos en igualdad de condiciones;

Artículo Segundo. Se adiciona el artículo transitorio
respectivo a su entrada en vigor.

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.ohchr.org/Documents/Publications/CRPD_Trai-

ningGuide_PTS19_sp.pdf

2 https://www.ohchr.org/Documents/Publications/CRPD_Trai-

ningGuide_PTS19_sp.pdf

3 https://www.ohchr.org/Documents/Publications/CRPD_Trai-

ningGuide_PTS19_sp.pdf

4 https://www.milenio.com/politica/secretaria-bienestar-815-mil-

personas-discapacidad-pension

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, 
el 20 de abril de 2021.

Diputado Sergio Armando Sisbeles Alvarado (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD

HACENDARIA, A CARGO DEL DIPUTADO HUMBERTO RA-
MÓN JARERO CORNEJO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, Humberto Ramón Jarero Cornejo, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, po-
ne a consideración de esta asamblea la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto, por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria , al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

En el análisis del proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2021 se en-
cuentra que, en los montos asignados en diferentes
anexos, se prevé una asignación de 2 mil 497 millones
de pesos, para el tema de Prevención y Atención con-
tra las Adicciones.

No se debe perder de vista el escenario en que se
presentó el proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el ejercicio fiscal 2021, en don-
de el país, al igual que prácticamente todos los paí-
ses del mundo, enfrenta una pandemia que ha teni-
do efectos devastadores en la economía global y ha
cobrado miles de vidas en todos los sectores pobla-
cionales.

En este contexto, se tiene previsto que estos recursos
sean ejercidos con un criterio de transversalidad; es
decir, se encuentran considerados dentro de los Ane-
xos correspondientes a erogaciones para la igualdad
entre mujeres y hombres (51 millones 846 mil 13 pe-
sos), recursos para la atención de niñas, niños y ado-
lescentes (831 millones 115 mil 872), erogaciones pa-
ra el desarrollo de los jóvenes (200 millones 905 mil
918) y acciones para la prevención del delito, comba-
te a las adicciones, rescate de espacios públicos y pro-
moción de proyectos productivos (mil 413 millones
830 mil 829).1
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Estos montos propuestos para la prevención y atención
contra las adicciones reflejan la preocupación y la im-
portancia que tiene este tema en la agenda pública, en
virtud de que el monto total destinado para este rubro
en el Presupuesto de 2020 fue de 831 millones 414 mil
228 pesos, igualmente distribuidos en diferentes ane-
xos.

De acuerdo con el Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas, “un anexo transversal es una herramienta
presupuestal en la cual se identifican recursos especí-
ficos provenientes de diferentes Ramos Administrati-
vos, operados por diversas unidades responsables a
través de programas presupuestarios específicos que
comparten entre ellos objetivos, metas y prioridades,
con la intención de dar respuestas a los problemas y
necesidades presupuestales en los temas definidos co-
mo prioritarios que demandan una estrategia de aten-
ción interinstitucional”.2

Es evidente que para el Gobierno Federal el tema de
las adicciones se inscribe dentro de los temas priori-
tarios de la agenda pública, y se tiene una visión in-
tegral para enfrentar el riesgo que significa que mu-
jeres, infantes y jóvenes sean víctimas de este
flagelo, o que no cuenten con las opciones de aten-
ción necesarias para su rehabilitación y su reinser-
ción a la sociedad.

Los esfuerzos institucionales y las políticas públicas
que se han emprendido con antelación no han dado los
resultados esperados, generalmente a causa de una de-
ficiente implementación y una errática instrumenta-
ción; pero lo cierto es que en mucho ha influido la es-
casez de recursos presupuestales y su adecuada
asignación y aplicación para hacer frente a las adic-
ciones.

De ahí que se prevea que la Estrategia Nacional de
Prevención de Adicciones, presentada por el Presiden-
te de la Republica, cuente con un sólido soporte pre-
supuestal que, además, se fortalezca con la capacidad
para entender que es indispensable sumar en este es-
fuerzo a la sociedad civil, apoyando las actividades de
centros de integración juvenil; a las escuelas de edu-
cación básica, convirtiéndolas en Centros de Acción
Comunitaria para informar y prevenir; aprovechar la
capacidad instalada de las dependencias del gobierno
federal con competencia en la materia, o incluso tra-
bajar de manera coordinada con organizaciones inter-

nacionales, como la Oficina de las Naciones Unidas
contra la Droga y el Delito.

Durante una crisis, se hace evidente la tentación de
abandonar los proyectos prioritarios y de largo aliento
para favorecer las soluciones de corto plazo. Sin em-
bargo, además de retos, las crisis también presentan
ventanas de oportunidad para el cambio que deben
aprovecharse para avanzar con las reformas que ten-
gan el potencial de generar beneficios de largo plazo.

Se debe ir más allá de la visión que ha prevalecido de
abordar el tema de las adicciones desde una perspecti-
va delictiva, es decir, de la preponderancia del debate
de la despenalización, lo cual implícitamente asume el
consumo de drogas como un tema delictivo y la estig-
matización de los consumidores. Esta es sólo una de
las aristas que deben ser consideradas para abordar el
asunto de las adicciones.

Por supuesto que este es un enfoque que no debe ser
pasado por alto ya que, de acuerdo con datos del Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, a escala na-
cional, la tasa de delitos de narcomenudeo y delitos
contra la salud registrados en averiguaciones previas y
carpetas de investigación iniciadas en 2018 fue de 83.9
delitos por cada cien mil personas de 12 años y más.
El delito de narcomenudeo fue el segundo delito re-
gistrado por el que más adolescentes fueron imputados
en 2018, por detrás del delito de robo. De los imputa-
dos por el delito de narcomenudeo en 2018, 80.3 por
ciento de los adolescentes y 41.6 de los adultos fueron
imputados por la tenencia de cannabis. Más de la mi-
tad de ellos fueron imputados por la tenencia de entre
5 y 100 gramos de marihuana.3

Pero también, e igual de importante, la prevención y
atención del fenómeno adictivo a las drogas y al alco-
hol, debe ser considerado primordialmente como un
problema de salud pública, que causa deterioro de las
personas, sus vínculos familiares, sociales y laborales.
La Ley General de Salud considera a las adicciones
como problema de salud pública y por ello, establece
la regulación jurídica y administrativa sobre la pro-
ducción, comercialización, siembra, cultivo, cosecha,
elaboración, preparación, adquisición, posesión, co-
mercio, transporte, suministro, empleo y consumo, así
como la prevención, tratamiento y rehabilitación por
consumo de estupefacientes, psicotrópicos, alcohol y
tabaco.
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La prevención y atención de las adicciones exige una
amplia disposición de recursos presupuestales, a fin de
desarrollar con éxito las políticas públicas, los planes
y proyectos que en la materia se plantean en diversas
dependencias de la administración pública federal,
particularmente en el ámbito de la salud pública, pero
sin desatender otras áreas, como la seguridad y la pro-
curación de justicia.

Es por ello que adquiere especial relevancia conside-
rar que durante el proceso de aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación se continúe asegu-
rando la asignación específica de recursos para atender
el tema de las adicciones, atendiendo a grupos pobla-
cionales o temas específicos que requieren de especial
atención en materia de prevención y atención a las
adicciones, con lo que además, y no menos importan-
te, se da cumplimiento efectivo a la observancia de de-
rechos humanos o sociales, respaldados además por
algún instrumento internacional vinculante o no.

En este sentido, habrá que llamar la atención sobre el
hecho de que, como se hacía referencia al inicio, en el
Presupuesto de Egresos de la Federación se contempla
el tema de las acciones relativas a las adicciones en di-
ferentes Anexos, no así en la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, en donde no se
encuentran formalmente reconocidos, dentro del arti-
culado en el que se indica la integración del Presu-
puesto, los Programas Contra las Adicciones que con-
templa la Ley General de Salud, que son el eje en el
que se sustentan las acciones para atender tanto el al-
coholismo como la farmacodependencia.

De ahí que consideramos que es necesario establecer
las disposiciones legales que garanticen que en ulte-
riores presupuestos se garantice la asignación de re-
cursos para los programas contra las adicciones.

Así, el propósito de esta Iniciativa es incorporar, en la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, la obligación de que el Presupuesto de Egresos
de la Federación deberá contener las previsiones de
gasto que correspondan a los Programas Contra las
Adicciones, y que no se podrán realizar reducciones a
los programas presupuestarios ni a las inversiones di-
rigidas a estos programas.

Por lo expuesto y fundado se pone a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria

Único. Se reforma el párrafo sexto del artículo 23, se
adiciona el inciso w) a la fracción II del artículo 41 y
se reforman los párrafos quinto del artículo 58 y sex-
to del artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, para quedar como sigue:

Artículo 23. En el ejercicio de sus presupuestos, las
dependencias y entidades se sujetarán estrictamente a
los calendarios de presupuesto autorizados a cada de-
pendencia y entidad en los términos de las disposicio-
nes aplicables, atendiendo los requerimientos de las
mismas.

[…]

[…]

[…]

[…]

La secretaría deberá elaborar los calendarios de presu-
puesto, en términos mensuales, de los Anexos Trans-
versales a que se refiere el artículo 41, fracción II, in-
cisos j), o), p), q), r), s), t), u), y v), y w) de esta ley y
deberá publicarlos en el Diario Oficial de la Federa-
ción a más tardar 15 días hábiles posteriores a la pu-
blicación del Presupuesto en el propio Diario Oficial
de la Federación.

[…]

[…]

[…]

[…]

Artículo 41. El proyecto de Presupuesto de Egresos
contendrá

I. […]

II. El proyecto de decreto, los anexos y tomos, los
cuales incluirán
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a) a v) […]

w) Las previsiones de gasto que correspondan
a los Programas Contra las Adicciones.

III. […]

[…]

Artículo 58. Las adecuaciones presupuestarias se rea-
lizarán siempre que permitan un mejor cumplimiento
de los objetivos de los programas a cargo de las de-
pendencias y entidades, y comprenderán:

I. a III. […]

[…]

[…]

[…]

No se podrán realizar reducciones a los programas
presupuestarios ni a las inversiones dirigidas a la
atención de la igualdad entre mujeres y hombres, al
programa de ciencia, tecnología e innovación; a los
programas contra las adicciones; las erogaciones
correspondientes al desarrollo integral de los pue-
blos indígenas y comunidades indígenas y la aten-
ción a grupos vulnerables, salvo en los supuestos
establecidos en la presente ley y con la opinión de
la Cámara de Diputados.

Artículo 107. El Ejecutivo federal, por conducto de la
secretaría, entregará al Congreso de la Unión informa-
ción mensual y trimestral en los siguientes términos:

I. y II. […]

[…]

[…]

[…]

[…]

La Cuenta Pública deberá contener los resultados
del ejercicio del Presupuesto establecido en los ane-
xos transversales a que se refiere el artículo 41,

fracción II, incisos j), o), p), q), r), s), t), u), y v), y
w) de esta ley, en los mismos términos y el mismo
grado de desagregación en los que se presente la
evolución del gasto público al que hace referencia
el subinciso iv), inciso b), fracción I, del presente
artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Proyecto de Presu-

puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de

2021. Consulta en línea: 

https://www.ppef.hacienda.gob.mx/work/models/PPEF2021/pa-

quete/egresos/Proyecto_Decreto.pdf

2 Centro de Estudios de las Finanzas Públicas. Cámara de Diputa-

dos. Recursos de los anexos transversales del decreto Presupuesto

de Egresos de 2019, 8 de marzo de 2019. Consulta en línea:

https://www.cefp.gob.mx/publicaciones/nota/2019/nota-

cefp0132019.pdf

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Estadísticas a pro-

pósito del Día Internacional de la Lucha contra el Uso Indebido y

el Tráfico de Drogas. Comunicado de prensa número 282/20, 24 de

junio de 2020. Consulta en línea: https://www.inegi.org.mx/conte-

nidos/saladeprensa/aproposito/2020/LUCHAVSDROGAS20.pdf

Dado en el salón de sesiones de la 
Cámara de Diputados, a 20 de abril de 2021.

Diputado Humberto Ramón Jarero Cornejo (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 29 DEL CÓDIGO FISCAL DE

LA FEDERACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DEL

CARMEN ALMEIDA NAVARRO, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La suscrita, diputada María Del Carmen Almeida Na-
varro, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 6 numeral 1,
77 numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía, la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el primer párrafo, así como el tercer párra-
fo de la fracción IV del artículo 29 del Código Fiscal
de la Federación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Antecedentes

El respaldo fiscal de toda compra –venta de bienes y
servicios y que sustenta gastos y costos para efecto tri-
butario, es una factura. Anteriormente, la emisión de
dicho documento se realizaba de manera manual y
presencial, a lo que seguía su conteo total mensual y
anual para las correspondientes declaraciones fiscales;
proceso ineficaz que representaba una gran demanda
de tiempo y margen de error para los contribuyentes. 

Hoy en día, las Tecnologías de la Información y Co-
municación han transformado la manera en que des-
empeñamos dichas tareas; la innovación tecnológica
es parte de los mecanismos del Servicio de Adminis-
tración Tributaria ya que desde el año 2011, se aprobó
la expedición de comprobantes fiscales mediante do-
cumentos digitales a través de la página de internet del
propio SAT,1 y aquellos proveedores autorizados por
dicha institución.

En 1997 la Comisión de Factura Electrónica, formada
por un grupo de 45 empresas impulsó la introducción
del documento digital. Para el año 2004, ante la proli-
feración del comercio electrónico, gestionó y final-
mente logró, la aprobación e implementación de lo que
hoy conocemos como el Comprobante Fiscal Digital
por Internet (CFDI). El Diario Oficial de la Federa-
ción publicó el 14 de septiembre de 2010,2 la creación
del CFDI que sustituyó a los archivos de papel, con lo

que también se logró reducir sustancialmente la co-
mercialización de facturas. 

Aunado a esto, el 1 de enero de 2014, entró en vigor la
denominada Reforma Fiscal que contiene modifica-
ciones a diversos marcos jurídicos, haciendo referen-
cia al Código Fiscal de la Federación que contempla la
regulación del “Comprobante Fiscal Digital por Inter-
net”.

Sin embargo, la evasión fiscal continua siendo uno de
los mayores retos que existen en materia tributaria, la
primera, es definida por el investigador del Instituto de
Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Gregorio Ro-
dríguez Mejía, como “el no pago de una contribución;
no hacer el pago de una contribución es equivalente a
eludir el deber de cubrirla. Se trata de la violación de
la ley que establece la obligación de pagar al fisco lo
que este órgano tiene derecho de exigir”, mejorar el
proceso administrativo de la comprobación tributaria,
es un trabajo constante para que sea más transparente
y eficaz.3

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP),
señaló en 2019 que la evasión de impuestos le cuesta
a México alrededor de un billón de pesos al año, lo que
representa cerca de 4% del Producto Interno Bruto
(PIB); de ahí resulta la suma importancia de mejorar la
normatividad para eliminar cualquier barrera que im-
pida una adecuada recaudación.4

Por lo anterior, se han realizado diversas modificacio-
nes al sistema tributario con base a una mejora conti-
nua, en la recaudación de impuestos. En este sentido,
ofrecemos sumar a dicho objetivo debido a que hasta
diciembre de 2020 el Servicio de Administración Tri-
butaria, tenía registrados 79, 756,507 contribuyentes
activos, de los cuales tan sólo 115,938 declararon ese
año, 94,346 personas físicas y 21,592 personas mora-
les, para sumar un total de ingresos tributarios de
314,671 millones de pesos.5 Con estos datos, no sor-
prende que el país deje de recibir anualmente un billón
de pesos, como apunta la SHCP.

Por lo anterior, resulta evidente la importancia de me-
jorar todo lo necesario, en el mecanismo tributario pa-
ra que los ingresos al Estado, sean correspondientes a
la dinámica económica de México, de tal forma que le
permitan proporcionar los servicios educativos y de
salud, la impartición de justicia, la seguridad, el com-
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bate a la pobreza, el bienestar social en general, así co-
mo el impulso a diversos sectores económicos funda-
mentales para el país.6

Debe entenderse que el tema de fondo es Justicia Fis-
cal, no de dimensiones económicas, financieras o giro
comercial, simplemente que todos tenemos una res-
ponsabilidad civil como contribuyentes, tal y como lo
refiere el Artículo 31, fracción IV de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.7

De acuerdo a las estadísticas en América Latina y el
Caribe 2020, la recaudación tributaria como porcenta-
je del PIB de México en 2018 fue de 16.1%, mismo
que estuvo 6.9 puntos porcentuales por debajo del pro-
medio de América Latina y del Caribe que, dicho sea
de paso, obtuvo 23.1%; asimismo estuvo por debajo
del promedio de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económico (34.3%).8

En este marco, es de trascendencia establecer medidas
que eliminen la opacidad, así como la elusión tributa-
ria, para lograr dos efectos fundamentales, a saber: 

1) Que todos cumplamos con la obligación, según
la proporción que establece la ley y, 

2) Que por hacerlo, contribuyamos al estado de de-
recho para verlo y en su caso exigirlo al gobierno en
calidad de vida social en todo el país. 

Debemos entender que ningún ciudadano, por rico que
fuera, tendría la capacidad individual para satisfacer
todas sus necesidades, particularmente aquellas que
pertenecen al carácter público y que tienen como fin
lograr armonía en la convivencia social y el bien co-
mún, mediante la transparencia en la implementación
de los recursos y el beneficio que brindan sus resulta-
dos.

Asimismo, es importante tomar en cuenta la condición
socioeconómica de los destinatarios de las normas tri-
butarias; es decir, deben respetarse los principios
Constitucionales en los que exista una equidad entre la
satisfacción del gasto público y la capacidad contribu-
tiva de los ciudadanos.

Ahora bien, en México la corrupción impacta en los
índices de evasión fiscal y la efectividad de su recau-
dación tributaria; en ocasiones las empresas o profe-

sionistas dedicados a la determinación de impuestos,
utilizan los espacios jurídicos que las leyes en la refe-
rida materia no hayan sido cubiertas, logrando eludir
el pago de impuestos, de manera que sin propiamente
violar la ley logran evadir el impuesto que les corres-
ponde. 

El alto índice de informalidad laboral que existe en
nuestro país, reduce sustancialmente los niveles de re-
caudación tributaria, aunado a que existe poca con-
fianza en la eficiencia y transparencia en el uso del
gasto público, México permanece muy por debajo del
nivel recaudatorio en relación a otros países similares,
para atender dicha problemática, se creó la Plataforma
Nacional de Transparencia que promueve la Ley Ge-
neral de Transparencia que entró en vigor en mayo de
2015.9

De acuerdo con el Índice de Competitividad Interna-
cional en 2013, la recaudación federal, incluyendo in-
gresos por hidrocarburos, equivalió 19.7% del PIB, la
más baja entre los países de la OCDE. A su vez, la ta-
sa estimada de evasión fiscal para 2012 fue de 26%,10

lo que representa números alarmantes que afectan los
ingresos del Estado.

Sin embargo, en la última década, México ha prioriza-
do la creación de mecanismos legales en los cuales
existan candados para reducir que se eluda la recauda-
ción tributaria, ya al mismo tiempo, ahora hay sancio-
nes administrativas más severas al incumplir o violar
la Ley, permitiendo así un marginal incremento en los
ingresos del Estado. En marzo de 2021, La OCDE re-
conoció a México por crear instrumentos jurídicos en
los últimos años que permitan disminuir la evasión de
impuestos.11

Por todo lo anterior, es necesario continuar desarro-
llando e implementando mecanismos que faciliten la
tarea administrativa que conlleva la Comprobación
Fiscal Digital por Internet para que los contribuyentes
cuenten con las precisiones necesarias en la genera-
ción de facturas de manera clara, cómoda e inmediata.

La presente Iniciativa propone realizar modificaciones
al artículo 29 y la fracción IV del Código Fiscal de la
Federación consistentes en:

1. Establecer de manera obligatoria para el provee-
dor, un mínimo de 15 días naturales para emitir el
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Comprobante Fiscal Digital, a través de la página
electrónica o un medio por el cual invita al cliente o
consumidor para que éste proporcione, por su pro-
pia cuenta, sus datos a fin de obtener el compro-
bante fiscal correspondiente.

2. Brindar al cliente o consumidor los datos de for-
ma clara, lógica, evidente y en conjunto, que se pro-
porcionarán en la página electrónica o medio por el
cual invita al cliente para obtener el comprobante
fiscal, 

A mayor abundamiento, se presenta el siguiente cua-
dro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo, así
como el tercer párrafo de la fracción IV del artícu-
lo 29 del Código Fiscal de la Federación

Único. Se reforma el primer párrafo, así como el ter-
cer párrafo de la fracción IV del artículo 29 del Códi-
go Fiscal de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 29. Cuando las leyes fiscales establezcan la
obligación de expedir comprobantes fiscales por los
actos o actividades que realicen, por los ingresos que
se perciban o por las retenciones de contribuciones
que efectúen, los contribuyentes deberán emitirlos me-
diante documentos digitales a través de la página de
Internet del Servicio de Administración Tributaria,
con un plazo mínimo de hasta 15 días naturales a
partir del día de su causación, independientemente
si en ese periodo se pasa de un mes a otro. Las per-
sonas que adquieran bienes disfruten de su uso o goce
temporal, reciban servicios, realicen pagos parciales o
diferidos que liquidan saldos de comprobantes fiscales
digitales por Internet, exporten mercancías que no se-
an objeto de enajenación o cuya enajenación sea a tí-
tulo gratuito, o aquéllas a las que les hubieren retenido
contribuciones deberán solicitar el comprobante fiscal
digital por Internet respectivo. 

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior
deberán cumplir con las obligaciones siguientes: 

I. a III. …

IV. Remitir al Servicio de Administración Tributa-
ria, antes de su expedición, el comprobante fiscal
digital por Internet respectivo a través de los meca-
nismos digitales que para tal efecto determine dicho
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órgano desconcentrado mediante reglas de carácter
general, con el objeto de que éste proceda a:

a) a c) …

…

Los proveedores de certificación de comproban-
tes fiscales digitales por Internet a que se refiere
el párrafo anterior deberán estar previamente au-
torizados por el Servicio de Administración Tri-
butaria y cumplir con los requisitos que al efec-
to establezca dicho órgano desconcentrado
mediante reglas de carácter general, así como
establecer en el comprobante de manera cla-
ra, precisa, en conjunto y de fácil lectura, los
datos requeridos para emitir el comprobante
fiscal digital a través de medios electrónicos.

…

…

V. a VI. …

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo Federal dentro de los 120 días
siguientes, a partir de la entrada en vigor del presente
decreto, expedirá las reformas y adiciones correspon-
dientes al Reglamento del Código Fiscal de la Federa-
ción.

Notas

1 Ídem 

2 Diario Oficial de la Federación, 01/09/210 http://dof.gob.mx/no-

ta_detalle.php?codigo=5159342&fecha=14/09/2010 

3 Evasión Fiscal en México, Senado de la Republica http://biblio-

digitalibd.senado.gob.mx/bitstream/handle/123456789/4338/Cua-

derno%20de%20Investigaci%C3%B3n%2055.pdf?sequence=3&i

sAllowed=y 

4 Firman INE y SHCP convenio marco de colaboración 

5 https://centralelectoral.ine.mx/2019/03/06/firman-ine-shcp-con-

venio-marco-colaboracion/ 

6 Información Estadística del SAT

7 http://omawww.sat.gob.mx/cifras_sat/Paginas/inicio.html 

8 por qué pagar impuestos http://www2.sat.gob.mx/sitio_inter-

net/6_880.html 

9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf_mov/Constitu-

cion_Politica.pdf 

10 Estadísticas en América Latina y el Caribe 

http://www.oecd.org/tax/tax-policy/estadisticas-tributarias-ameri-

ca-latina-caribe-mexico.pdf 

11 Plataforma Nacional de Transparencia https://www.plataforma-

detransparencia.org.mx/web/guest/inicio 

12 Corrupción y evasión fiscal https://imco.org.mx/indices/la-co-

rrupcion-en-mexico/capitulos/analisis/corrupcion-y-evasion-fiscal 

13 El universal https://www.eluniversal.com.mx/cartera/ocde-re-

conoce-mexico-por-combatir-la-evasion-fiscal-que-facilitan-abo-

gados-contadores-y

Dado en el Palacio de San Lázaro, 
a los 20 días del mes de abril de 2021.

Diputada María del Carmen Almeida Navarro
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y

SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO; DE OBRAS PÚBLICAS Y

SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS; GENERAL

DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ-
BLICA; Y GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINIS-
TRATIVAS, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN

Los que suscriben, diputados federales Gloria Romero
León, Josefina Salazar Báez, Marcela Torres Peimbert,
Verónica María Sobrado Rodríguez, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de
la LXIV Legislatura de la honorable Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
establecido en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6 numeral I fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas, de la Ley General de Transparencia y
Acceso a la Información Pública y de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas, en materia de
publicidad de información de contrataciones públicas,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La vigilancia ciudadana e institucional en el ejercicio
de los recursos públicos del Estado es una tarea pri-
mordial en cualquier democracia y en la nuestra es
fundamental en estos tiempos en que situaciones como
la crisis sanitaria, con el fin de buscar transparencia,
para que en aquellas compras los recursos aplicados
sean lo más eficientes, y que la asignación directa de
contratos sea sólo considerada en casos especiales y
darle esa garantía al gobierno, para dar cumplimiento
a su compromiso de que los contratos de obra se lle-
varían a cabo mediante licitación pública, lo cual sólo
se ha cumplido en parte, de acuerdo con datos que han
sido registrados en el sistema Compranet y que han si-
do estudiados por organizaciones de la sociedad civil
como lo es Mexicanos contra la Corrupción.

A ello se suman los resultados arrojados en otras in-
vestigaciones, como la realizada por la Escuela de Go-

bierno del Tec de Monterrey, sobre las otras contrata-
ciones, el cual arroja importantes datos relativos a la
falta de transparencia al momento de reportar los con-
tratos celebrados, toda vez que entre los años 2019 y
2020 aproximadamente el 2.1 por ciento de los contra-
tos fueron reportados bajo el rubro “08. Reporte de
otras contrataciones y contrataciones con crédito ex-
terno” en el cual se identifican tres grupos: compra
consolidada sin crédito externo, compra no consolida-
da con crédito externo y compra no consolidada sin
crédito externo. Cabe señalar que dicho mecanismo no
es reconocido y por tanto no permitido por la Ley de
Adquisiciones Arrendamientos y Servicios del Sector
Público, ni por la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas, ya que los únicos per-
mitidos son: licitación pública, invitación a cuando
menos tres personas, o adjudicación directa, y además
la contratación entre entes públicos en algunos casos.

Según se desprende de dicha investigación a través del
rubro “otras contrataciones” en dicho periodo se asig-
naron 50 mil 822 millones de pesos, lo cual implica
que al no haber sido reportados dichos contratos en el
procedimiento bajo el que debieron ser realizados, se
compromete la legalidad de los procedimientos.

Como se señala en dicha investigación, “en el instruc-
tivo para reportar los contratos suscritos por la APF
elaborado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico (SHCP), se identifica que dentro de ‘otras con-
trataciones’ hay unas con crédito externo […], otras
que derivan de compras consolidadas y algunas más
para atender necesidades relacionadas con alguna
emergencia o desastre natural como la epidemia gene-
rada por el virus SARS-CoV-2 (Covid-19).”1

Las irregularidades detectadas en dicha investigación
muestra la que podemos mejorar la transparencia de la
información reportada en materia de contrataciones
públicas, por lo que es imprescindible comenzar a ce-
rrar la brecha a la discrecionalidad y generar mecanis-
mos que regulen de manera efectiva la rendición de
cuentas en el manejo de los recursos públicos que a ta-
les efectos destina el gobierno federal, y a cuyo obje-
tivo se busca contribuir con la presente iniciativa.

La relevancia que tiene la adquisición de bienes o con-
tratación de servicios bajo la modalidad de contratos
marco implica una transparencia total del uso de los
recursos públicos y de las decisiones que motivaron
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celebrar el contrato con la respectiva empresa, de ahí
que se propone que en su realización se observen es-
trictamente las disposiciones de la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público,
toda vez que éstos podrían no observar el procedi-
miento previsto para la celebración de contratos pre-
visto en la ley, considerando que el párrafo segundo
del artículo 14 del Reglamento establece que “la cele-
bración de los contratos marco no estará sujeta a los
procedimientos de contratación previstos en la Ley…”
Por tanto, se considera que cualquier tipo de celebra-
ción de contratación debe ser realizada en estricto ape-
go de las disposiciones legales correspondientes, evi-
tando espacios de discrecionalidad a las dependencias.

Así mismo, las propuestas que se presentan en esta ini-
ciativa, tienen por objeto fundamental garantizar del
debido registro en el Sistema Compranet, de los pro-
cedimientos de contratación que son realizados por el
Ejecutivo federal, de manera tal que todos los contra-
tos sean registrados estrictamente en el rubro corres-
pondiente al procedimiento utilizado, ya sea, adjudica-
ción directa, invitación restringida o licitación pública,
independientemente de si dichos contratos correspon-
den a compras consolidadas, a compras de emergencia
sanitaria o natural o si son realizadas con financia-
miento externo. Además, se actualiza la disposición
relativa a los datos que deben ser incorporados al sis-
tema conforme a lo previsto en la actual fracción
XXVIII del artículo 70 de la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública.

Como complemento a ello, a efecto de dar efectivo
cumplimiento a las disposiciones en materia de trans-
parencia y acceso a la información pública, se propo-
ne reformar la fracción XXVIII del artículo 70 de la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública, para que los supuestos señalados en el
párrafo anterior sean datos que deban ser integrados a
la información que debe hacerse pública por los suje-
tos obligados y en el sistema Compranet, y que por tra-
tarse de una ley de carácter general, se extenderá dicha
obligación a las entidades federativas para que éstas
realicen las reformas correspondientes a sus legisla-
ciones locales para informar de manera debida la mo-
dalidad en que fueron realizados sus procesos de con-
tratación. 

El debido ejercicio y reporte del uso de los recursos
públicos es fundamental en toda sociedad, por lo que

las autoridades deben observar estrictamente las dis-
posiciones que en la materia establecen las leyes y
cualquier tipo de omisión deberá ser debidamente san-
cionada administrativamente, como se propone en la
reforma a la Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas, de manera que la inobservancia de los pro-
cedimientos y de la publicidad de la información en la
materia sea considerada como falta administrativa gra-
ve.

Estamos seguros de que la aprobación de este tipo de
propuestas cerrará el espacio a los actos de corrupción
que están permeando la realización de los contratos en
materia de adquisición arrendamientos y obras públi-
cas del gobierno federal en donde la discrecionalidad
se ha vuelto una constante.

Por todo lo anterior, se somete a la consideración de
esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos
y Servicios del Sector Público, de la Ley de Obras
Públicas y Servicios relacionados con las Mismas,
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la
Información Pública, y de la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas.

Artículo Primero: Se reforma el inciso f) del párrafo
cuarto del artículo 56; y se adicionan un último párra-
fo al artículo 17, y un párrafo quinto recorriéndose los
subsecuentes al artículo 56, todos artículos de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, para quedar como sigue:

Artículo 17. … 

…

…

…

La celebración de los contratos marco estará suje-
ta a los procedimientos de contratación previstos en
esta Ley y a las obligaciones de transparencia co-
rrespondientes.

Artículo 56. …
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…

…

…

a) a e). …

f) Los datos de los contratos suscritos, a que se re-
fiere el artículo 70 fracción XXVIII, de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública;

g) …

h)…

Los procedimientos de adquisición, arrendamiento
o contratación que se realicen bajo la modalidad de
compra consolidada, aquellos que sean realizados
con crédito externo, así como aquellos que deriven
de alguna emergencia o de algún desastre natural,
deberán ser reportados estrictamente en el rubro
correspondiente al procedimiento bajo el que fue-
ron realizados. El incumplimiento de esta disposi-
ción dará lugar a las sanciones administrativas co-
rrespondientes.

Las dependencias y entidades conservarán en forma
ordenada y sistemática toda la documentación e infor-
mación electrónica comprobatoria de los actos y con-
tratos materia de dicho ordenamiento cuando menos
por un lapso de tres años, contados a partir de la fecha
de su recepción; excepto la documentación contable,
en cuyo caso se estará en lo previsto por las disposi-
ciones aplicables.

Las proposiciones desechadas durante la licitación pú-
blica o invitación a cuando menos tres personas, po-
drán ser devueltas a los licitantes que lo soliciten, una
vez transcurridos sesenta días naturales contados a par-
tir de la fecha en que se dé a conocer el fallo respecti-
vo, salvo que exista alguna inconformidad en trámite,
en cuyo caso las proposiciones deberán conservarse
hasta la total conclusión de la inconformidad e instan-
cias subsecuentes; agotados dichos términos la convo-
cante podrá proceder a su devolución o destrucción.

Artículo Segundo. Se reforma el inciso f) del cuarto
párrafo y se adiciona un párrafo quinto recorriéndose

los subsecuentes, del artículo 74 de la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas,
para quedar como sigue:

Artículo 74. …

…

…

…

a) a e) …

f) Los datos de los contratos suscritos, a que se re-
fiere el artículo 70 fracción XXVIII, de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública;

g) …

h) …

Todo procedimiento de contratación deberá ser re-
portado estrictamente en el rubro correspondiente
al procedimiento bajo el que fue realizado. El in-
cumplimiento de esta disposición dará lugar a las
sanciones administrativas correspondientes.

Las dependencias y entidades conservarán en forma
ordenada y sistemática toda la documentación e infor-
mación electrónica comprobatoria de los actos y con-
tratos materia de este ordenamiento, cuando menos
por un lapso de tres años, contados a partir de la fecha
de su recepción; excepto la documentación contable,
en cuyo caso se estará a lo previsto en las disposicio-
nes aplicables. 

Las proposiciones desechadas durante la licitación pú-
blica o invitación a cuando menos tres personas, po-
drán ser devueltas a los licitantes que lo soliciten, una
vez transcurridos sesenta días naturales contados a
partir de la fecha en que se dé a conocer el fallo res-
pectivo, salvo que exista alguna inconformidad en trá-
mite, en cuyo caso las proposiciones deberán conser-
varse hasta la total conclusión de la inconformidad e
instancias subsecuentes; agotados dichos términos la
convocante podrá proceder a su devolución o destruc-
ción.
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Artículo Tercero: Se adicionan: un numeral 1 Bis al in-
ciso a), un numeral 2 bis y un 3 Bis al inciso b), y un
último párrafo, y se reforma el numeral 10 del inciso
a), todos de la fracción XXVIII del artículo 70 de la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública, para quedar como sigue:

Artículo 70. …

I. a XXVII. …

XXVIII. La información sobre los resultados sobre
procedimientos de adjudicación directa, invitación
restringida y licitación de cualquier naturaleza, in-
cluyendo la versión pública del expediente respec-
tivo y de los contratos celebrados, que deberá con-
tener, por lo menos, lo siguiente: 

a) De licitaciones públicas o procedimientos de
invitación restringida:

1. …

1 bis. En su caso, si se trata de contrato mar-
co o de compra consolidada;

2. a 9. … 

10. Origen de los recursos especificando si son
federales, estatales, municipales o crédito ex-
terno, así como el tipo de fondo de participa-
ción o aportación respectiva;

11. a 14. …

b) De las adjudicaciones directas:

1. …

2. …

2 Bis. En su caso, si se trata de contrato mar-
co o de compra consolidada;

3. …

3 Bis. Origen de los recursos especificando si
son federales, estatales, municipales o crédi-
to externo, así como el tipo de fondo de par-
ticipación o aportación respectiva;

4. a 11. … 

Los procedimientos de adquisición, arrenda-
miento o contratación deberán ser reporta-
dos estrictamente en el rubro correspondien-
te al procedimiento bajo el que fueron
realizados, de conformidad con lo previsto
en la ley aplicable.

XXIX. a XLVIII. …

…

Artículo Cuarto. Se reforma el artículo 64 Bis de la
Ley General de Responsabilidades Administrativas,
para quedar como sigue:

Artículo 64 Bis. Son faltas administrativas graves las
violaciones a las disposiciones sobre fideicomisos es-
tablecidas en la Ley Federal de Austeridad Republica-
na, así como las violaciones a las disposiciones sobre
procedimientos de contratación y registro de la in-
formación previstas en la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público y en
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. La Secretaría de la Función Pública y la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberán
realizar las modificaciones a las disposiciones re-
glamentarias correspondientes a efecto de dar
cumplimiento a lo previsto en el presente decreto.

Tercero. Las entidades federativas realizarán las
acciones correspondientes a efecto de dar cumpli-
miento a lo previsto en el presente decreto en mate-
ria de transparencia y responsabilidades adminis-
trativas, dentro del plazo de 180 días a partir de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Cuarto. La Secretaría de la Función Pública revi-
sará los contratos que a la fecha de publicación del
presente Decreto hayan sido registrados en el siste-
ma Compranet bajo una denominación distinta a
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los procedimientos de adjudicación directa, invita-
ción a cuando menos tres personas y licitación pú-
blica, a efecto de verificar su validez legal.

Nota

1 Fernández, Marco Antonio y De la Rosa, Roberto, Las “otras”

contrataciones del gobierno de López Obrador, Escuela de Go-

bierno y Transformación Pública, Tec de Monterrey, página 4.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril del 2021.

Diputada Gloria Romero León (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA CLAUDIA PASTOR BADILLA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe diputada Claudia Pastor Badilla, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en
previsto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y lo
dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pro-
muevo la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un párrafo segundo y se recorren
los párrafos subsecuentes del artículo 1o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con
el propósito de reconocer y garantizar los derechos de
las generaciones futuras, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

a) Contexto

Es bien sabido que nuestras relaciones políticas, eco-
nómicas y sociales conllevan acciones que necesaria-
mente traerán consecuencias a corto y a largo plazo.
Actualmente nos encontramos ante un gran avance
científico y tecnológico que puede beneficiar y facili-
tar nuestra forma de vida, pero, probablemente tam-
bién traerá efectos perjudiciales que se prolongarán
más allá de nuestra propia existencia. 

Pedro Luis López Sela sostiene que es necesario bus-
car “una cultura que equilibre el desarrollo científico y
tecnológico con una salvaguarda ética que resulte ca-
paz de dar una nueva responsabilidad. Es nuestra obli-
gación tener presente que debemos responder por las
acciones que realicemos y que pudieran causar daño
no sólo a los seres humanos actuales, sino también al
medio ambiente y a las generaciones futuras.”1

El oceanógrafo Jacques Cousteau fue el primero en re-
ferenciar el tema de las “generaciones futuras”, a tra-
vés de su obra A Bill of Rights for Future Generations.
En 1975, éste concluía en un proyecto de declaración
en el que se llamaba al “reconocimiento mundial de
unos de los objetivos fundamentales del movimiento
ecologista: la conservación del patrimonio ambiental,
en igual o mejor estado del que heredamos de nuestros
antecesores, para las siguientes generaciones.”2

En 1994, mediante un evento celebrado en la Univer-
sidad de la Laguna, en el que intervinieron la Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura, el Equipo Cousteau, así como
treinta expertos procedentes de diversos países, se
adoptó la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos de las Generaciones Futuras (Declaración de la
Laguna).3

De acuerdo con Kenneth Mac Farlane, sin que Cous-
teau lo hubiera imaginado, su preocupación por el me-
dio ambiente lo llevaría a destacar tan claramente un
aspecto de los derechos humanos al que no se le había
prestado la suficiente atención y detención en cuanto a
sus implicaciones, a saber: el reconocimiento y pro-
tección de los derechos de las generaciones futuras.4

Como se observa, la aportación que Jacques Cousteau
realizó fue precisamente concientizar sobre la preser-
vación y cuidado del mundo en el que vivimos y en el
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que vivirán otras personas; desde luego, lo hizo con un
enfoque ambientalista, pero ha servido como base pa-
ra introducirnos al tema de las generaciones futuras y
plantearlo más allá del contexto ambiental. 

b) Generación humana y generación humana futura

William Ordóñez, en su ponencia denominada “Refle-
xión acerca de la naturaleza jurídica que tiene la pro-
tección hacia las generaciones futuras”, señala que el
concepto de generación humana se refiere al conjun-
to de individuos de esta raza que viven en un momen-
to determinado, las cuales pueden convivir con otros
conjuntos de generaciones que son sus hijos, nietos,
bisnietos, etc.

Por otra parte, el concepto de generación humana fu-
tura se refiere al conjunto de seres humanos que aún
no existen, pero que de conformidad con las probabi-
lidades y desarrollo de la naturaleza, seguramente
existirán.5

c) Responsabilidad intergeneracional

De acuerdo con William Ordóñez, existen distintas ex-
presiones lingüísticas para referirse al derecho de las
generaciones futuras, por ejemplo: responsabilidad in-
tergeneracional, futurología, ética del género humano,
equidad intergeneracional, justicia intergeneracional o
protección jurídica de las generaciones futuras. 

Así, la responsabilidad intergeneracional tiene una re-
flexión filosófica basada en la capacidad para prever el
futuro y la actitud ética que debemos asumir con base
en nuestras previsiones, para extender la responsabili-
dad hacia las generaciones futuras.6

Por tanto, nuestro actuar en el presente debe ejecutar-
se de forma responsable con la finalidad de que las ge-
neraciones futuras puedan disfrutar del bien común en
el que nos estamos desarrollando. 

d) Justicia o equidad intergeneracional

En 1974 el economista James Tobin, propuso el con-
cepto de justicia intergeneracional señalando: “Los ad-
ministradores de las instituciones donantes son los
guardianes del futuro en contra de las pretensiones del
presente. Su tarea es administrar lo que se dona para
preservar la equidad entre las generaciones.”7

Por su parte, la jurista Edith Brown Weiss, propuso
una teoría de la justicia intergeneracional, compuesta
por tres principios: el primero, indica que cada gene-
ración deberá conservar la diversidad de la base de sus
recursos naturales y culturales; el segundo, señala que
cada generación deberá mantener la calidad de la tie-
rra para que pueda ser entregada en una condición que
no sea inferior de lo que la recibió; y el tercero, expre-
sa que cada generación deberá otorgar a sus miembros
derechos equitativos para que puedan acceder al lega-
do de la generación anterior y deberá conservar este
acceso para las generaciones posteriores.8

La justicia intergeneracional incluye a las generacio-
nes pasadas, presentes y futuras. Joshua Beneite indi-
ca que este concepto se origina en la idea de “respon-
sabilidad” que se va perfilando hasta alcanzar el
empaque político actual, en términos de “justicia”.9

El concepto de justicia o equidad intergeneracional se
sustenta en el principio neminem laedere, que signifi-
ca no causar daño a nadie. Por lo tanto, las genera-
ciones presentes deben conducirse bajo este principio,
satisfaciendo sus necesidades sin que se comprometan
o pongan en riesgo las necesidades de las generaciones
futuras.

Finalmente, la justicia y la responsabilidad intergene-
racionales tienen como punto central la necesidad de
generar alternativas que permitan equilibrar las accio-
nes de las generaciones presentes hacia las generacio-
nes del futuro, protegiendo los bienes de la naturaleza
y los bienes culturales de valor universal. 

e) Derechos humanos

Planteado lo anterior, consideramos pertinente señalar
que los derechos humanos han tenido un progreso in-
discutible, sobre todo a partir de la reforma constitu-
cional del 10 de junio de 2011. Con esta reforma, el
Estado mexicano ha intentado dar mayor protección a
las personas a través de la tutela efectiva de los dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución, así co-
mo en los tratados internacionales en los que es parte. 

Siguiendo esa línea, los titulares de esos derechos son
los seres humanos sin distinción alguna, es decir, las
generaciones presentes, que se conforman por perso-
nas de la raza humana y que viven en un momento de-
terminado; sin embargo, valdría la pena replantearnos
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la posibilidad de incluir a las generaciones futuras,
pues como bien sostiene Luis Gabriel Ferrer Ortega,
cada persona que nace, sin importar la época, debe go-
zar, por lo menos, de los mismos derechos humanos y
las mismas condiciones de las que disfrutan las gene-
raciones presentes. 

La idea planteada anteriormente, se sustenta en “la
propia concepción de la universalidad de los derechos
humanos. Si los derechos fundamentales se extienden
sin importar la ubicación geográfica del individuo, la
particular localización temporal también debe ser in-
trascendente: todo hombre tiene o tendrá? derechos
fundamentales en cualquier lugar o época.”10

II. Propósito de la iniciativa

El derecho de las generaciones futuras o al menos la
responsabilidad de las generaciones presentes hacia
las futuras, tiene gran auge en materia ambiental, par-
tiendo del principio de equidad intergeneracional, sin
embargo, cuando hablamos de generaciones futuras,
no solo se trata de protección del tema ambiental, ya
que los derechos de las generaciones futuras incluyen
otros aspectos, por ejemplo: prohibición de discrimi-
nación, pluralismo, solidaridad, patrimonio cultural,
etcétera, razón por la cual consideramos que esto debe
proyectarse a otras áreas como lege ferenda.

Por esa razón, el propósito de la presente iniciativa es
incorporar en el texto constitucional el reconocimien-
to del Estado a los derechos de las generaciones futu-
ras, con la finalidad de que se les garantice, en la me-
dida de lo posible, el goce y disfrute de los derechos
humanos y las condiciones físicas, económicas, socia-
les, culturales y ambientales que actualmente gozamos
las generaciones presentes. 

III. Orden normativo

a) Nacional

En México, la referencia a las “generaciones futuras”,
ha sido adoptada en algunas legislaciones con el pro-
pósito de establecer una serie de grados de responsa-
bilidad de las generaciones presentes con las futuras,
pero la mayoría están relacionadas con la materia am-
biental. Por mencionar algunas, se tienen las siguien-
tes: 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, en la fracción V, del artículo 15 es-
tablece: “la responsabilidad respecto al equilibrio eco-
lógico, comprende tanto las condiciones presentes
como las que determinarán la calidad de la vida de las
futuras generaciones.” 

Ley de Aguas Nacionales, en la fracción XXI, del ar-
tículo 3, define el desarrollo sustentable en materia de
recursos hídricos, el cual no debe comprometer la sa-
tisfacción de las necesidades de agua de las genera-
ciones futuras.

También existen leyes y reglamentos de diversos Esta-
dos como Colima, Guerrero, Chiapas, Morelos y Ta-
basco que aluden a las generaciones futuras, en las
cuales por lo general tratan temas como el desarrollo
forestal, movilidad sustentable, desarrollo sustentable,
daño ambiental, protección del patrimonio cultural y
natural, residuos sólidos, entre otros. Además, en Es-
tados como Hidalgo, Nayarit, Baja California Sur y
Campeche existen códigos de ética y de conducta pa-
ra los servidores públicos, que hacen referencia a las
generaciones futuras. 

A nivel constitucional local, Chihuahua y Yucatán en
los artículos 173 y 90, respectivamente, contemplan
algunos postulados vinculados con los derechos de las
generaciones futuras. Asimismo, la Constitución Polí-
tica de la Ciudad de México en los artículos 13, apar-
tado A, 1; el artículo 16, apartado A 2 y el artículo 59,
apartado B 8, fracción XIII, dispone de manera gene-
ral el derecho al medio ambiente sano, biodiversidad y
derechos de los pueblos y barrios originarios y comu-
nidades indígenas residentes.

Un texto normativo más reciente, publicado el 8 de fe-
brero de 2019 en la Gaceta Oficial de la Ciudad de
México, es la Ley Constitucional de Derechos Huma-
nos y sus garantías de la Ciudad de México.11 Este or-
denamiento es de especial interés ya que en los artícu-
los 20, 53, 61, 62, 93, 94 y 118 incorporan
disposiciones relacionadas con las generaciones futu-
ras, no solo desde una perspectiva ambientalista, sino
en temas como la protección, conservación y rehabili-
tación del patrimonio cultural y natural; garantizar el
derecho humano al agua; desarrollo sustentable e
igualdad de oportunidades para que exista una socie-
dad solidaria, más justa y equitativa; derecho a la ciu-
dad, que se refiere a usar, ocupar, producir y disfrutar
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una ciudad justa, democrática, inclusiva, sustentable y
habitable, ya que ésta se considera como un bien co-
mún esencial para una vida plena; derecho a un medio
ambiente sano, así como a contar con servicios públi-
cos básicos para la salud y bienestar. 

En el artículo 118 del ordenamiento en análisis, se es-
tablecen las perspectivas transversales con las que se
realizará el ejercicio de la función pública, en lo que
nos concierne, el inciso i), establece como perspectiva
la sustentabilidad: que se refiere a que los planes, po-
líticas públicas, programas y medidas administrativas,
legislativas y judiciales deben garantizar el desarrollo
integral, extendido a largo plazo, para que se respete y
preserve el entorno natural y el patrimonio ambiental,
salvaguardando los derechos de las generaciones
presentes y futuras. 

b) Internacional

A nivel internacional existen diversos instrumentos
que contemplan a las generaciones futuras o venide-
ras, entre ellos se encuentran: 

1. La Carta de Naciones Unidas, (1945). En el
preámbulo se señala que los pueblos de las Nacio-
nes Unidas preservarán a “las generaciones venide-
ras del flagelo de la guerra que dos veces durante
nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimien-
tos indecibles.”12

2. Declaración sobre el fomento entre la juven-
tud de los ideales de paz respeto mutuo y com-
prensión entre los pueblos (1965). En el primer
párrafo de esta declaración se manifiesta: “Recor-
dando que, según consta en la Carta de las Naciones
Unidas, los pueblos se han declarado resueltos a
preservar las generaciones venideras del flagelo de
la guerra.”13

3. Declaración de los principios de la coopera-
ción cultural internacional, (1966). El artículo X
establece: “En la cooperación cultural deberá con-
cederse particular importancia a la educación moral
e intelectual de la juventud con espíritu de amistad,
de comprensión internacional y de paz. La coopera-
ción cultural fomentará entre los Estados la con-
ciencia de la necesidad de suscitar vocaciones en
los campos más diversos y de favorecer la forma-
ción profesional de las nuevas generaciones.”14

4. La Convención de la UNESCO, relativa a la
protección del patrimonio mundial natural y
cultural, (1972). En su artículo 4 se establece que:
“Cada uno de los Estados Partes de la presente Con-
vención reconoce que la obligación de asegurar la
identificación, la protección, la conservación, el re-
conocimiento de valor y la transmisión a las gene-

raciones futuras del patrimonio cultural y natural
en los artículos 1 y 2 situado en su territorio, le in-
cumbe en el más alto grado.” 

5. Declaración sobre la protección de la mujer y
el niño en estados de emergencia o de conflicto
armado, (1974). En su párrafo octavo refiere:
“Consciente de su responsabilidad por el destino de
la generación venidera y por el destino de las ma-
dres que desempeñan un importante papel en la so-
ciedad, en la familia y particularmente en la crianza
de los hijos…”15

6. Declaración Universal de los derechos huma-
nos de las generaciones futuras (Declaración de la
Laguna), (1994). Determinó qué derechos deben
protegerse, por ser inherentes al ser humano y co-
rresponder a valores morales universales. También
se plasmó la necesidad de reconocer derechos a per-
sonas que aún no existen, pero que lo harán.16

Esta declaración aborda los siguientes temas: pre-
servación de la tierra, libertad de opción de las ge-
neraciones futuras, la vida y preservación de espe-
cie humana, exención de toda responsabilidad
individual por acciones cometidas por las genera-
ciones precedentes, conservación y transmisión de
los bienes culturales, desarrollo individual y colec-
tivo sobre la Tierra, medio ambiente equilibrado,
patrimonio común de la humanidad, paz, no discri-
minación, intangibilidad de los derechos humanos
de las personas pertenecientes a las generaciones
futuras.

7. Declaración sobre las Responsabilidades de
las Generaciones Actuales para con las Genera-
ciones Futuras (1997). Esta declaración plasma la
responsabilidad de las generaciones presentes hacia
las futuras. En ella se abordan: la libertad de elec-
ción; mantenimiento y perpetuación de la humani-
dad; preservación de la vida en la Tierra; protección
del medio ambiente; genoma humano y diversidad
biológica; diversidad cultural y patrimonio cultural;
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patrimonio común de la humanidad; paz; desarro-
llo; educación; y, no discriminación.17

8. Declaración universal sobre Bioética y dere-
chos humanos, (2005). En su artículo 16 se esta-
blece la protección de las generaciones futuras, se-
ñalando que: “Se deberían tener debidamente en
cuenta las repercusiones de las ciencias de la vida
en las generaciones futuras, en particular en su
constitución genética.18

9. Otros instrumentos aluden a la equidad inter-
generacional, pero desde una perspectiva ambien-
tal, centrándose también en el concepto de des-
arrollo sustentable. Entre ellos se tienen: “la
Convención Internacional para la Regulación de la
Caza de las Ballenas de 1946, CITES, la Conven-
ción sobre el Comercio Internacional de Especies
Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres de 1973,
Convención sobre la Conservación de las Especies
Migratorias de Animales Silvestres de 1979, Carta
Mundial de la Naturaleza de 1982, el Convenio de
Viena para la Protección de la Capa de Ozono de
1985 y su Protocolo de Montreal de 1985, Agenda
21, la Declaración de Rio de 1992, la Convención
Marco sobre el Cambio Climático de 1992 y el
Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992
(…)”19

10. Constituciones de otros países. En un ejercicio
de derecho comparado en el tema del reconoci-
miento y protección de los derechos de las genera-
ciones futuras, se observa que en la Constitución de
Brasil en el Capítulo VI, Del Medio Ambiente, el
artículo 225 establece el derecho a un medio am-
biente ecológicamente equilibrado, así como su pre-
servación para las generaciones futuras.20

En el artículo 41 de la Constitución de Argentina se es-
tablece el derecho a un ambiente sano para el desarro-
llo de generaciones presentes, sin comprometer las fu-
turas.21

El artículo 20.a. de la Constitución de Alemania pre-
viene que el Estado, teniendo en cuenta el compromi-
so con las generaciones futuras, protegerá las bases na-
turales de la vida. 

En Polonia, la sección primera del artículo 74 de su
Constitución instruye a las autoridades a adoptar polí-

ticas que aseguren la certeza ecológica de las futuras
generaciones.22

Por su parte, en el artículo 11 de la Constitución de Ja-
pón se reconoce de forma expresa el derecho de las ge-
neraciones futuras, refiriendo que no se le impedirá al
pueblo el goce de ninguno de los derechos humanos y
se confieren a las generaciones futuras como derechos
eternos e inviolables.23

En la Constitución de Noruega, el artículo 112 esta-
blece el derecho a disfrutar de un ambiente sano, así
como la utilización de los recursos naturales, salva-
guardando a las generaciones futuras.

En el caso de Suiza, en el preámbulo de su Constitu-
ción también hace referencia a la responsabilidad del
Estado frente a las generaciones futuras.24 En el mis-
mo caso se encuentra Ucrania,25 cuyo preámbulo esta-
blece la consciencia de la responsabilidad ante las ge-
neraciones pasadas, presentes y futuras.

Finalmente, en la legislación francesa se reconocen los
derechos de las generaciones futuras, enfocados en el
desarrollo sostenible.26

En virtud de lo anterior, se advierte la existencia de di-
versos instrumentos nacionales e internacionales rela-
tivos a declaraciones, constituciones, leyes, reglamen-
tos y códigos que contemplan a las generaciones

futuras o venideras como sujetos activos de derechos,
la gran mayoría en materia ambiental; sin embargo, la
Declaración Universal de los derechos humanos de las
generaciones futuras y la Declaración sobre las Res-
ponsabilidades de las Generaciones Actuales para con
las Generaciones Futuras, y la Ley Constitucional de
Derechos Humanos y sus garantías de la Ciudad de
México, integran más temas concernientes a las gene-
raciones futuras, de ahí nuestro planteamiento para ex-
tender esta protección de forma transversal y abarcar
todas las condiciones en que puedan verse afectadas
las condiciones de vida, goce y ejercicio de derechos
de las generaciones futuras.

IV. Justificación de la iniciativa

La calidad de vida de las generaciones con las que
interactuamos, así como las generaciones que llegarán
a existir, dependerá en gran medida de la responsabili-
dad de nuestras acciones, pues los efectos que se ge-
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neren en nuestro tiempo sin duda repercutirán a corto
y largo plazo, es decir, pueden traducirse en beneficios
o perjuicios aún cuando nosotros ya no existamos. 

De acuerdo con el articulo 14 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de las Generaciones
Futuras, los Estados, los individuos y, en general, to-
das las entidades publicas y privadas deben velar para
que los derechos humanos de las generaciones futuras
no se sacrifiquen a los imperativos de la facilidad in-
mediata y del interés actual, por ello, los Estados, aten-
diendo a las exigencias de la solidaridad internacional,
adoptarán las medidas apropiadas, de orden legislativo
o cualquier otro, para preservar y garantizar los dere-
chos humanos de las generaciones futuras. 

De lo anterior se observa que, nuestro país, y en espe-
cial nosotros como legisladoras y legisladores, somos
responsables de impulsar acciones efectivas para con-
tribuir a la protección de las generaciones futuras, así,
debemos solidarizarnos y crear conciencia sobre nues-
tro estilo de vida y sus efectos a futuro, tomando como
base la equidad intergeneracional que se fundamenta
en el principio de no dañar a nadie, y que se extiende
por el transcurso del tiempo.

Si bien a nivel nacional e internacional encontramos
diversos instrumentos que hacen referencia a las gene-
raciones futuras, la gran mayoría tiene un enfoque me-
ramente ambientalista, por lo que la importancia de
adicionar los derechos de las generaciones futuras
dentro del texto constitucional reside en garantizar
–como condición mínima– que éstas gocen del reco-
nocimiento de derechos, así como de los bienes de la
naturaleza y los bienes culturales de valor universal de
los que disfrutamos las generaciones presentes.

Por lo anteriormente expuesto se estima plenamente
justificada la incorporación que se propone en la Car-
ta Magna.

V. Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa pretende incluir el reconoci-
miento y protección de los derechos de las generacio-
nes futuras en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Para tal efecto, se propone adicionar un párrafo segun-
do y recorrer los párrafos subsecuentes del artículo 1º

constitucional, para incluir los derechos de las genera-
ciones futuras con el objeto de garantizar que éstas go-
cen del reconocimiento de los derechos y de los bien-
es de la naturaleza y los recursos culturales de valor
universal que disfrutamos las generaciones presentes,
de conformidad con los principios de preservación,
sustentabilidad y equidad intergeneracional. 

El principio de preservación impone al Estado –por
conducto de todas sus autoridades– la obligación de
garantizar la diversidad cultural y natural para prote-
ger y mantener la calidad de vida en la Tierra, de ma-
nera que las generaciones futuras puedan disfrutar de
las condiciones sociales, culturales y ambientales pre-
sentes, y no reciban un planeta con daños irreversibles,
con lo cual también se busca abonar a la preservación
del legado histórico de la especie humana.

Respecto al principio de sustentabilidad, implica la re-
alización de planes, políticas públicas, programas y
medidas administrativas, legislativas y judiciales que
garanticen la calidad de vida y bienestar social, exten-
dido en el tiempo, para que se respete y preserve el en-
torno natural y el patrimonio ambiental y cultural.

Por último, el principio de equidad intergeneracional
conlleva la obligación que tenemos las generaciones
presentes respecto a las generaciones futuras para
brindarles la posibilidad de contar –por lo menos– con
las mismas oportunidades en cuanto al uso del patri-
monio común, tanto cultural como ambiental, bajo la
premisa esencial en la que se ha sustentado desde ori-
gen la vida en sociedad, consistente en la prohibición
de no hacer daño, ni a las generaciones presentes ni a
las venideras. 

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en la segunda columna la propuesta de adición
resaltada en negritas:
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Por lo anteriormente expuesto, en mi carácter de Di-
putada Federal integrante de la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo
y se recorren los párrafos subsecuentes del artículo
1o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, con el propósito de reconocer y ga-
rantizar los derechos de las generaciones futuras

Artículo Único: Se adiciona un párrafo segundo y se
recorren los párrafos subsecuentes del artículo 1º de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos… 

El Estado deberá garantizar el goce y ejercicio de
los derechos humanos, los bienes y los recursos na-
turales y culturales de valor universal, en favor de
las generaciones presentes, sin comprometer, me-
noscabar, disminuir o poner en riesgo los derechos
de las generaciones futuras, de conformidad con los
principios de preservación, sustentabilidad y equi-
dad intergeneracional.

Las normas…

Todas las autoridades…

Está prohibida…

Queda prohibida…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas
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biental, IURE editores, disponible en: 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/29157.pdf 

2 Carta de derechos para las generaciones futuras, consultable en:

http://fundacionimpulso.com/archivos/12779
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA LEY QUE CREA EL

INSTITUTO NACIONAL DE BELLAS ARTES Y LITERATURA,
A CARGO DE LA DIPUTADA LORENA DEL SOCORRO JIMÉ-
NEZ ANDRADE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA

La suscrita, Lorena Jiménez Andrade, con arreglo a las
facultades y atribuciones conferidas en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto que reforma la fracción III del ar-
tículo 2 de la Ley que crea el Instituto Nacional de Be-
llas Artes y Literatura al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Instituto Nacional de Bellas Artes es el organismo
cultural del gobierno mexicano responsable de estimu-
lar la producción artística, promover la difusión de las
artes y organizar la educación artística en todo el terri-
torio nacional.

Se autodefine bajo el siguiente esquema:

Misión

Difundir y divulgar las artes, la literatura y el patrimo-
nio artístico nacional; la educación y la investigación
artística, la diversidad cultural y los derechos cultura-
les en igualdad.

Visión

Consolidar al INBAL como un instituto nacional res-
ponsable de la difusión de los derechos culturales; las
artes y formación artística con respeto a la diversidad
cultural; divulgador de conocimiento e investigación;
promotor de la defensa y conservación del patrimonio
mueble e inmueble de los Siglo XX y XXI y de la
igualdad de género; respetuoso de las diversidades y
expresiones artísticas y culturales de los pueblos origi-
narios.

Objetivo central

Difundir la diversidad y creatividad artística; la educa-
ción, la investigación y la literatura en diálogo nacio-
nal con igualdad y buen trato.

Objetivos específicos

Difundir la política cultural del Instituto a través de la
promoción de las actividades artísticas, literarias, edu-
cativas, de investigación y de conservación del patri-
monio con perspectiva de derechos culturales, diversi-
dad e igualdad.

Mantener, impulsar, fortalecer y expandir un sistema
nacional de formación artística, a fin de que el arte sea
constitutivo de la formación integral de los mexicanos.

Velar por la preservación del patrimonio artístico na-
cional a través del fortalecimiento y actualización de
los mecanismos de catalogación, registro, conserva-
ción, protección y restauración, tanto en aspectos nor-
mativos como en los técnicos y de gestión.

Fomentar la creación artística mediante una oferta de
programas y servicios integrales de calidad que propi-
cie el acercamiento y la sensibilización de la sociedad.

Posicionar al INBA como una institución en pro del
bienestar social a través del fomento, creación, estí-
mulo, investigación y difusión del arte.

Fortalecer las opciones y modalidades de formación
artística de calidad en el país, tanto en la educación
formal como no formal.

Consolidar la asistencia y participación del público
existente, a la vez que se generen nuevos públicos pa-
ra la apreciación y creación artística en todos sus ru-
bros.

Creación de un modelo de participación infantil y ju-
venil, en todos los ámbitos artísticos que el INBA ofre-
ce, a través de talleres y presentaciones que involucren
a este sector en crecimiento de la sociedad.

Fomentar la interculturalidad artística con otros paí-
ses.

La Ley que crea el Instituto Nacional de Bellas Artes
y Literatura en su Artículo 2° establece como 

Funciones

I. El cultivo, fomento, estímulo, creación e investiga-
ción de las bellas artes en las ramas de la música, las
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artes plásticas, las artes dramáticas y la danza, las be-
llas letras en todos sus géneros y la arquitectura.

II. La organización y desarrollo de la educación profe-
sional en todas las ramas de las Bellas Artes; así como
participar en la implementación de los programas y
planes en materia artística y literaria que establezca la
Secretaría de Educación Pública para la educación ini-
cial, básica y normal. Para la coordinación, planea-
ción, organización y funcionamiento a que se refiere
esta fracción se creará un Consejo Técnico Pedagógi-
co como órgano del Instituto Nacional de Bellas Arte
y Literatura, que bajo la presidencia de su director se
integrará con representantes de las unidades adminis-
trativas de la Secretaría de Cultura y de la Secretaría
de Educación Pública, así como de las unidades admi-
nistrativas del propio Instituto.

III. El fomento, la organización y la difusión de las Be-
llas Artes, inclusive las bellas letras, por todos los me-
dios posibles y orientada esta última hacia el público
en general y en especial hacia las clases populares y
la población escolar.

IV. El estudio y fomento de la televisión aplicada a la
realización, en lo conducente, de las finalidades del
Instituto.

V. Las demás que en forma directa o derivada le co-
rrespondan en los términos de esta Ley y de las que re-
sultaren aplicables.

La definición de “clases populares” que se encuentra
en la citada ley, se enfrenta a una difícil interpretación
en la segunda década del siglo XXI pues solo podemos
encontrar definiciones inexactas entre las que destaca
una definición sociológica:

Las “clases populares” se definen según distintas
épocas y lugares, éstas abarcan un abanico amplio de
hombres y mujeres pertenecientes al pequeño mundo
del trabajo y de la producción. Sus miembros compar-
ten la lucha por los derechos ciudadanos, por el libre
acceso a los espacios políticos, por definir la propie-
dad a partir de los productores y por la creación de me-
canismos de sociabilidad y de organización, a la vez
que forjan un nuevo discurso sobre la cultura, la aso-
ciación, la movilización colectiva y crean un imagina-
rio y un lenguaje común.

En este bagaje de ideas se encuentra, también, la clase
media, pues su riqueza es producto de su trabajo.

Durante la administración 2012-2018 la Secretaría de
Economía, publicó el “Programa Nacional de Protec-
ción a los Derechos del Consumidor 2013-2018”, Dia-
rio Oficial de la Federación del 8 de mayo de 2014, es-
ta Dependencia presentó un esquema de desigualdad,
mostrando la estratificación social. Concisamente ma-
nifiesta que la sociedad mexicana se divide en seis cla-
ses sociales:

“Baja baja: Se estima que representa el 35% de la
población, y está constituida por trabajadores tem-
porales e inmigrantes, comerciantes informales,
desempleados, y gente que vive de la asistencia so-
cial.

“Baja alta: Se estima que sea aproximadamente
25% de la población nacional y está conformada
principalmente por obreros y campesinos (agricul-
tores). Es la fuerza física de la sociedad, ya que re-
aliza arduos trabajos a cambio de un ingreso ligera-
mente superior al sueldo mínimo.

“Media baja: Formada por oficinistas, técnicos, su-
pervisores y artesanos calificados. Sus ingresos no
son muy sustanciosos, pero son estables, se estima
que sea el 20% de la población nacional.

“Media alta: Incluye a la mayoría de los hombres de
negocios y profesionales que han triunfado y que
por lo general constan de buenos y estables ingresos
económicos. Se estima que sea aproximadamente
14% de la población nacional.

“Alta baja: la integran familias que son ricas de po-
cas generaciones atrás. Sus ingresos económicos
son cuantiosos y muy estables. Se estima que sea
aproximadamente el 5% de la población nacional.

“Alta alta: La componen antiguas familias ricas que
durante varias generaciones han sido prominentes y
cuya fortuna es tan añeja que se ha olvidado cuán-
do y cómo la obtuvieron. Se estima que sea aproxi-
madamente 1% de la población nacional.

Ahora bien, esta interpretación maniquea intenta mos-
trar “seis perfiles que engloban diversos tipos de per-
sonas y un determinado tipo de persona”. Concepto
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que es absolutamente discriminatorio y contrario a
nuestro orden jurídico, comenzando por el artículo 1º.
Constitucional. Es decir, la mayor riqueza da como re-
sultado personas “altas”, mejores; frente a las personas
“bajas”, despreciables, prescindibles.

Las posesiones no sólo dan riqueza y poder, sino que
además definen el “valor” de cada persona. A menos
riqueza, no sólo más pobreza, sino más desprecio, so-
metimiento y humillaciones, menos poder.

Qué fuerza moral puede tener un país, que tiene como
cúspide de su estratificación social, a un 1%, com-
puesto de “antiguas familias ricas que durante varias
generaciones han sido prominentes y cuya fortuna es
tan añeja que se ha olvidado cuándo y cómo la obtu-
vieron “

La Actual Administración eliminó y dejó de usar esta
división clasista cuando publicó en el Diario Oficial de
la Federación el 12 de julio de 2019 el Plan Nacional
de Desarrollo y estableció los siguientes Ejes Genera-
les: I. Política y Gobierno, II. 

Política Social y III. Economía; y para lograr su cum-
plimiento, el propio Plan prevé como principios recto-
res: “Honradez y honestidad”; “No al gobierno rico
con pueblo pobre”; “Al margen de la ley, nada; por en-
cima de la ley, nadie”; “Economía para el bienestar”;
“El mercado no sustituye al Estado”; “Por el bien de
todos, primero los pobres”; “No dejar a nadie atrás, no
dejar a nadie fuera”; “No puede haber paz sin justi-
cia”; “El respeto al derecho ajeno es la paz”; “No más
migración por hambre o por violencia”; “Democracia
significa el poder del pueblo”, y “Ética, libertad, con-
fianza”;

En suma, la estratificación violenta el profundo senti-
do de justicia social, que dirige el cuerpo normativo de
la Constitución.

La retardataria división clasista, es un concepto que no
pertenece al sentido moderno de los derechos Huma-
nos, la división clasista nos muestra de raíz, la causa
obvia de la violencia que permea a la sociedad en to-
dos los ámbitos y que amenaza con desintegrar a la
Nación toda.

Podemos argumentar que la designación de “clases
populares” entraña una discriminación.

Si bien es cierto que, en el México de 1946 cuando se
creó la Ley, tenía un significado aplicable, en la actua-
lidad el sentido de “clases populares” no solo resulta
anacrónico sino también es inaplicable.

Sin embargo, es importante conservar el sentido y/o
espíritu del enunciado en la Ley que busca promover
en todos los ciudadanos del país, el conocimiento,
aprecio y disfrute de las manifestaciones de la diversi-
dad y la creatividad artística, sin importar sus contex-
tos y/o limitaciones. 

El municipio es una de las instituciones estructurales
organizativas más antiguas de la humanidad, territo-
rialmente tiene una gran trascendencia política, social
y económica, en él se integran todos los ciudadanos, es
el núcleo fundamental de arraigo de todo ser humano,
en México es el núcleo básico de la administración e
históricamente se ha consolidado como un elemento
de gran importancia en el desarrollo  y evolución de
nuestra cultura con una antigüedad de 502 años, sus
antecedentes prehispánicos garantes de la intercultura-
lidad permiten conservar la riqueza pluricultural de
nuestros pueblos.

Por tales razones el cambio propuesto… hacia “los
Municipios” da certeza a un ente real. Los Municipios
requieren que el Instituto Nacional de Bellas Artes lle-
ve cultura y manifestaciones artísticas a sus poblado-
res como una forma de ejercer ese derecho consagra-
do en la Constitución y como ente territorial
administrativo-organizativo está en condiciones de ga-
rantizar su difusión.

Por las consideraciones expuestas y razonadas se pre-
senta la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción III del ar-
tículo 2o. de la Ley que Crea el Instituto Nacional
de Bellas Artes y Literatura

Único. Se reforma la fracción III del artículo 2o. de la
Ley que crea el Instituto Nacional de Bellas Artes y
Literatura.

Artículo 2o. El Instituto Nacional de Bellas Artes y
Literatura dependerá de la Secretaría de Cultura y ten-
drá las funciones siguientes:

I…
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II…

III. El fomento, la organización y la difusión de las
Bellas Artes, inclusive las bellas letras, por todos
los medios posibles y orientada esta última hacia el
público en general y en especial hacia los munici-
pios y la población escolar.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

https://inba.gob.mx/coordinaciones

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/193_171215.pdf

http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2013/09/asu

n_3006370_20130920_1378827873.pdf

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=121280

Salón de sesiones del Palacio Legislativo 
de San Lázaro, a 14 de abril del 2021.

Diputada Lorena Jiménez Andrade (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 94 DE LA LEY GENERAL DE

CAMBIO CLIMÁTICO, A CARGO DE LA DIPUTADA JOSEFINA

SALAZAR BÁEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Josefina Salazar Báez, diputada federal por el V Dis-
trito de San Luis Potosí, integrante de esta Sexagésima
Cuarta Legislatura y del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, con fundamento en lo que dis-
ponen la fracción II, del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo

6o., numeral 1, fracción I; artículo 77, numeral 1, y ar-
tículo 78 todos del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, elevo a la digna con-
sideración de esta soberanía, la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma segundo párrafo del
artículo 94, de la Ley General de Cambio Climático;
con el objeto de establecer que la Semarnat actualice
de forma constante, elabore y publique separadas por
sectores, las reducciones alcanzadas en toneladas de
CO2e (equivalente de dióxido de carbono). Con base
en la siguiente

Exposición de motivos

Según el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Cli-
mático, los gases de efecto invernadero son “el com-
ponente gaseoso de la atmósfera –ya sea de origen na-
tural o antropogénico–, que absorbe y emite radiación
en determinadas longitudes de onda del espectro de ra-
diación infrarroja térmica emitida por la superficie de
la Tierra, por la propia atmósfera y por las nubes. Esta
propiedad da lugar al efecto invernadero.”

Tales elementos son responsables de atrapar el calor
de las radiaciones solares, y están presentes de forma
natural en la atmósfera, pero debido a la actividad hu-
mana, y a partir de la revolución industrial, ha aumen-
tado su proporción, aumentando su efecto térmico de
forma acumulativa. 

Entre estos gases se encuentran: el vapor de agua
(H2O), el bióxido de carbono (CO2), el metano
(CH4), el óxido nitroso (N2O), el ozono (O3); también
influyen los aerosoles, pequeñas partículas que están
en la atmósfera e influyen en la temperatura, son de
origen natural, pero también se originan por la activi-
dad humana, por la quema de combustibles fósiles y
los cambios de uso del suelo.1

El principal efecto negativo del aumento y acumula-
ción de los gases de efecto invernadero (GEI) debido
a la actividad humana, es el aumento de temperatura
en todo el planeta. Este fenómeno que ha sido docu-
mentado de forma científica por el panel interguberna-
mental para el Cambio Climático de las Naciones Uni-
das, (IPCC, por sus siglas en inglés), el cual en su
cuarto informe de evaluación del año 2007, tras verifi-
carse un aumento sostenido de temperaturas y una se-
rie de catástrofes ocasionadas por el clima, estableció
cuatro conclusiones: 
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“1. El calentamiento del sistema climático es in-
equívoco.

2. El aumento de los gases de efecto invernadero re-
gistra un incremento significativo desde 1850, que
asociado al proceso de industrialización ocasiona
un aumento de la temperatura global del planeta y
otros impactos climáticos. 

3. El calentamiento global significará un aumento
en la temperatura del planeta, con mayor probabili-
dad, de entre 1.1 a 4.5 grados centígrados –con pre-
dicciones más pesimistas que llegan a 6 grados-, y
un incremento en el nivel del mar de 28 a 43 centí-
metros para este siglo, esencialmente por el derreti-
miento de glaciares, además de que existirán cam-
bios importantes en los patrones de precipitación y
en los eventos climáticos extremos. 

4. El cambio climático está teniendo una influencia
discernible sobre muchos de los sistemas físicos y
biológicos.”2

Como parte de ese mismo reporte se elaboró un docu-
mento, dirigido a los creadores de políticas públicas,
en el que se reconocían diversos efectos perniciosos de
ese fenómeno, como alteraciones climáticas graves y
aumento del nivel del mar, y de igual manera se deli-
nearon mecanismos de mitigación, así como sus posi-
bles obstáculos y problemas.3

México no es ajeno a esta problemática, ya que el In-
ventario Nacional de Emisiones de Gases y Compues-
tos de Efecto Invernadero, que es un instrumento de
gestión ambiental para el conocimiento de las emisio-
nes, emanado de la Legislación Federal, y que inclu-
ye la medición de los seis GEI incluidos en el Anexo
A del Protocolo de Kioto,4 ha encontrado que el gas
más relevante que emite nuestro país es el dióxido de
carbono con 48 por ciento de las emisiones totales, se-
guido del metano con 19%.

Respecto a la evolución de las emisiones en nuestro
país, el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Cli-
mático reporta un aumento, puesto que

“En la actualización del INEGYCEI 1990-2017, las
emisiones crecieron 65 por ciento, a un ritmo anual
de 1.9 por ciento. A pesar de este crecimiento, el rit-
mo durante los últimos 7 años es menor, ya que se

ha reducido la tasa anual de crecimiento a 0.5 por
ciento (INECC, 2018). Lo anterior debido a una
disminución en el uso de petróleo y carbón, incre-
mentos en la eficiencia del sistema de generación de
energía eléctrica, un fuerte incremento en la gene-
ración con base en energías renovables, así como un
ligero aumento en el uso de gas natural.”5

A este respecto, autores académicos en la materia han
señalado desde años atrás, y haciendo eco de las ad-
vertencias emitidas por organismos de las Naciones
Unidas, la naturaleza global de la cuestión, ya que
puede tratarse del problema ambiental “más importan-
te de nuestro tiempo, pues afecta en igual medida a to-
das las regiones y países del mundo. No obedece fron-
teras ni tratados, regímenes políticos ni sistemas
económicos; sin embargo, sí obedece a los residuos y
consecuencias de todas las acciones y actividades hu-
manas.”6

Es en el marco de esta dinámica, y en el de la entrada
de México como suscriptor de diversos instrumentos
internacionales en materia de cambio climático, como
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático, y el Acuerdo de Paris, fue que en
junio del 2012, se expidió la Ley General del Cambio
Climático, que establece disposiciones para enfrentar
los efectos adversos del cambio climático, y para efec-
tos de los GEI se fija como sus objetos en su artículo
2o.: 

II. Regular las emisiones de gases y compuestos de
efecto invernadero para que México contribuya a
lograr la estabilización de sus concentraciones en la
atmósfera a un nivel que impida interferencias an-
tropógenas peligrosas en el sistema climático consi-
derando, en su caso, lo previsto por el artículo 2o.
de la Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático y demás disposiciones
derivadas de la misma

III. Regular las acciones para la mitigación y adap-
tación al cambio climático;

Dicha Ley se distingue por la creación de instrumen-
tos de planeación para la regulación de las emisiones,
como por ejemplo la Estrategia Nacional, definida co-
mo un instrumento rector de la política nacional en el
mediano y largo plazos para enfrentar los efectos del
cambio climático y transitar hacia una economía com-
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petitiva, sustentable y de bajas emisiones de carbono,
reflejando los objetivos y ambición de las políticas de
mitigación y adaptación al cambio climático.

Otro instrumento creado por esta Ley, y que se en-
cuentra a prueba en la actualidad, es el comercio de
emisiones. De acuerdo a la Semarnat: 

“Es un instrumento de mercado diseñado para reducir
emisiones de gases de efecto invernadero (GEI). Se
basa en el principio de “tope y comercio” (‘cap and
trade’). Esto consiste en establecer un tope máximo
sobre las emisiones totales de uno o más sectores de la
economía que debe de ser reducido cada año. Las ins-
talaciones en estos sectores deben presentar un dere-
cho de emisión por cada tonelada de CO2 que emiten.
Pueden recibir o comprar derechos, y así comerciar
con otras compañías del Sistema.”7

En la Ley General para el Cambio Climático, el siste-
ma de comercio de emisiones se encuentra regulado en
los artículos 94 a 96, en calidad de instrumento econó-
mico, y fue desarrollado siguiendo las recomendacio-
nes de organismos internacionales.

En dicho sistema participan los generadores y distri-
buidores de energía eléctrica, así como las diversas ra-
mas del sector industrial privado en el país. El comer-
cio de emisiones, ofrece la posibilidad de promover la
reducción de emisiones sin asumir grandes costos, de
forma medible y verificable, además de que no se vul-
nera la competitividad de los sectores participantes
frente a los mercados internacionales.

Uno de los elementos más valiosos de ese sistema, es
que permite la medición de las reducciones alcanza-
das, así como el costo correspondiente; tal y como se
fija en el segundo párrafo del artículo 94:

“La Secretaría elaborará y publicará las reducciones
alcanzadas en toneladas de CO2e y el porcentaje que
representa en relación con las emisiones nacionales,
así como el costo de implementación.”

Las disposiciones sobre el comercio de emisiones in-
cluyen los resultados en términos de reducción y el
costo que implican. Se debe resaltar que en esta medi-
da el término CO2e expresa el nivel de calentamiento
global que tienen los otros gases de efecto invernade-
ro, es decir comprende a distintas emisiones que pro-

ducen estas afectaciones, por lo que es una medición
que brinda una perspectiva integral.

La realización de diagnósticos y la síntesis de resulta-
dos alcanzados ofrecen perspectivas de gran valor pa-
ra conocer el cumplimiento de las metas, y sustentan
los mecanismos generales de evaluación que la propia
ley señala en su Título Sexto.

Esto es debido a que la Norma en cuestión, establece
varias metas y objetivos en reducción de emisiones
que deben ser cumplidos, al incluirse dentro de un or-
denamiento. Como solo un ejemplo en el Artículo
Transitorio Segundo se establece, de manera expresa y
sin condiciones, que

“(Asimismo), el país se compromete a reducir de
manera no condicionada un veintidós por ciento sus
emisiones de gases de efecto invernadero y un cin-
cuenta y uno por ciento sus emisiones de carbono
negro al año 2030 con respecto a la línea base. “

De igual forma, la Ley en su artículo 37, establece el
reconocimiento legal y reglamentario en nuestro país
de los Acuerdos de París y otros instrumentos afines:

Artículo 37. Para los efectos de esta Ley serán recono-
cidos los programas y demás instrumentos de mitiga-
ción que se han desarrollado a partir del Protocolo de
Kioto, la Convención, el Acuerdo de París y cualquier
otro que se encuentre debidamente certificado por al-
guna organización con reconocimiento internacional.

En razón de que la propia Ley establece metas para
cumplir en materia de mitigación, se propone respecto
al comercio de emisiones, que la Secretaría deba pu-
blicar y actualizar de forma constante, y separar por
sectores, las reducciones alcanzadas en toneladas de
CO2e y el porcentaje que representa en relación a las
emisiones nacionales; puesto que en la Ley vigente, no
se contempla ninguna temporalidad, ni obligación de
mantener actualizadas esas mediciones, mismas que
son posibles de calcular, de acuerdo a los indicadores
de ese instrumento económico y las estimaciones de
emisiones; y al encontrarse en prueba, es necesario co-
nocer sus resultados y potencial en la política de cam-
bio climático. 

Aunado a ello, es del todo relevante conocer que sec-
tores de ese instrumento han alcanzado mayores re-
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ducciones, tanto desde la perspectiva de la acción gu-
bernamental, como de la opinión pública.

Finalmente, y más allá de los compromisos vigentes
que han sido contraídos por nuestro país para la re-
ducción de sus emisiones, se impone como un objeti-
vo superior la cristalización y práctica del derecho
Constitucional a un medio ambiente sano; y de acuer-
do a la Comisión Nacional de Derechos Humanos,
existe una relación directa entre tal garantía y el cam-
bio climático, fundamentada en la afectación que la
actividad humana tiene sobre el medio ambiente, la
necesidad de ciertas condiciones para la superviven-
cia humana, y el valor intrínseco del entorno biológi-
co.8

Por esas razones, la vigilancia del cumplimiento de los
compromisos ecológicos del país, tiene una importan-
cia capital ya que a largo plazo impactará en nuestra
calidad de vida.

Fundamento legal

Con base en los motivos expuestos, en mi calidad de
diputada federal por el V Distrito, e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, en
esta Sexagésima Cuarta Legislatura, y con fundamen-
to en lo que disponen la fracción II, del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; artículo 6o., numeral 1, fracción I; artículo 77,
numeral 1, y artículo 78 todos del Reglamento de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, presento a consideración de este honorable ple-
no, el siguiente proyecto de 

Decreto por que se reforma la Ley General de
Cambio Climático, en materia de publicación de
resultados de la reducción de emisiones de gases de
efecto invernadero mediante el sistema de comercio
de emisiones

Único. Se reforma segundo párrafo del artículo 94, de
la Ley General de Cambio Climático, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 94. …

La Secretaría actualizará de forma constante, elabo-
rará y publicará separadas por sectores, las reduccio-
nes alcanzadas en toneladas de CO2e y el porcentaje

que representa en relación a las emisiones nacionales,
así como el costo de implementación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 https://www.gob.mx/inecc/acciones-y-programas/gases-y-com-

puestos-de-efecto-invernadero 

2 Citado por: Julia Núñez Monroy, Ramón Alfredo Núñez Pala-

cios, “Huella de Carbono: más allá de un instrumento de medición.

Necesidad de conocer su impacto verdadero.” – IV Congreso In-

ternacional Latina de Comunicación Social – IV CILCS – Univer-

sidad de La Laguna, diciembre 2012. En: http://www.revistalati-

nacs.org/12SLCS/2012_actas/058_Nunez.pdf 

3 Summary for Policymakers. An Assessment of the Intergovern-

mental Panel on Climate Change. United Nations Organization.

En: 

https://www.ipcc.ch/site/assets/uploads/2018/02/ar4_syr_spm.pdf 

4 Metano (CH4), dióxido de carbono (CO2), óxido nitroso (N2O),

hexafluoruro de azufre (SF6), perfluorocarbonos (PFC) e hidro-

fluorocarbonos (HFC) y además incluye el carbono negro.

5 https://cambioclimatico.gob.mx/estadosymunicipios/Emisio-

nes.html#:~:text=De%20acuerdo%20con%20datos%20del,segui-

do%20del%20metano%20con%2019%25. 

6 Julia Núñez Monroy, Ramón Alfredo Núñez Palacios, “Huella de

Carbono: más allá de un instrumento de medición. Necesidad de

conocer su impacto verdadero.” – IV Congreso Internacional Lati-

na de Comunicación Social – IV CILCS – Universidad de La La-

guna, diciembre 2012 

http://www.revistalatinacs.org/12SLCS/2012_actas/058_Nunez.p

df 

7 https://www.gob.mx/semarnat/acciones-y-programas/programa-

de-prueba-del-sistema-de-comercio-de-emisiones-179414 
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8 El derecho humano al medio ambiente sano para el desarrollo y

bienestar. CNDH. México. 2016. P.7 https://www.cndh.org.mx/si-

tes/all/doc/cartillas/2015-2016/22-DH-alMedioAmbSano.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 20 de abril de 2021.

Diputada Josefina Salazar Báez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES FEDERALES PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA

DISCRIMINACIÓN; DEL TRABAJO; Y DE LOS TRABAJADO-
RES AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL

APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL, CON

EL PROPÓSITO DE ERRADICAR LOS ACTOS DE DISCRIMINA-
CIÓN PRESENTADOS DURANTE LA EMERGENCIA SANITA-
RIA, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA PASTOR BADI-
LLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe Claudia Pastor Badilla, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y lo previsto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, promuevo la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, la
Ley Federal del Trabajo y la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Antecedentes

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la
Salud (OMS) declaró pandemia global, ante el grave

problema de salud pública generado por la acelerada
propagación en el mundo del coronavirus1 SARS-
COV2 (Covid-19).

En virtud de lo anterior, el Gobierno de la República
implementó diversas medidas a fin de preservar la sa-
lud de las personas, considerando que la movilidad so-
cial jugaba un papel clave para reducir la probabilidad
de exposición y transmisión del virus.

Con base en lo anterior, el Consejo de Salubridad Ge-
neral, en sesión extraordinaria del 19 de marzo de
2020, reconoció al Covid-19 como una enfermedad
grave de atención prioritaria, por lo que el 24 de mar-
zo siguiente, se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración el Acuerdo de medidas preventivas a imple-
mentar para la mitigación y control de los riesgos para
la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-
CoV2 (Covid-19).2

El artículo segundo, inciso a), del acuerdo, señala lo
siguiente:

“a) Evitar la asistencia a centros de trabajo, es-
pacios públicos y otros lugares concurridos, a los
adultos mayores de 65 años o más y grupos de
personas con riesgo a desarrollar enfermedad
grave y/o morir a causa de ella, quienes en todo
momento, en su caso, y a manera de permiso con
goce de sueldo, gozarán de su salario y demás pres-
taciones establecidas en la normatividad vigente in-
dicada en el inciso c) del presente artículo. Estos
grupos incluyen mujeres embarazadas o en perio-
do de lactancia, menores de 5 años, personas con
discapacidad, personas con enfermedades cróni-
cas no transmisibles (personas con hipertensión
arterial, pulmonar, insuficiencia renal, lupus,
cáncer, diabetes mellitus, obesidad, insuficiencia
hepática o metabólica, enfermedad cardiaca), o
con algún padecimiento o tratamiento farmaco-
lógico que les genere supresión del sistema in-
munológico”.

Así fue como la discriminación y estigmatización sur-
gieron hacia ciertos sectores de la población. El temor
al contagio dio lugar a amenazas contra las personas
adultas mayores al ser consideradas de mayor riesgo a
desarrollar enfermedad grave y/o morir a causa de ella,
así como a trabajadores de la salud y a población en
general que presentara síntomas similares a los que
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mostraban las personas enfermas por el nuevo virus,
pese a no contar con un diagnóstico que confirmara el
padecimiento.

Esta situación empeoró por la implementación de las
medidas de aislamiento que provocaron desafortuna-
dos escenarios de desamparo económico, médico y la-
boral, en personas que, al momento de realizar sus ac-
tividades cotidianas ordinarias se enfrentaron a una
serie de barreras que impidieron el goce y ejercicio de
sus derechos y libertades.

2. Planteamiento

Ante la presencia del virus SARS-CoV2 (Covid-19)
en nuestro país, algunas dependencias gubernamenta-
les y establecimientos del sector privado establecieron
medidas de distanciamiento en aras prevenir mayores
contagios, sin embargo, estas medidas –sin duda, mal
implementadas en ciertos casos– se han traducido en
discriminación, violencia psicológica3 y afectación en
general a derechos humanos de las personas adultas
mayores, personas que han sido infectadas por el virus
y se han recuperado, o de aquellas que cuentan con
síntomas que se asemejan a dicha enfermedad. 

Por parte de las personas adultas mayores, se han de-
nunciado casos graves de discriminación debido a que
se ha generalizado la idea de que el sistema inmunita-
rio de toda persona adulta mayor es débil y por tanto
más propenso a contraer una enfermedad y, por ende,
a su propagación. El estigma que se ha diseminado en-
tre la población respecto a este grupo social impide, en
los hechos, el goce y ejercicio efectivo de sus dere-
chos, promueve la discriminación y, desafortunada-
mente, les coloca en una posición de vulnerabilidad,
por la difusión de información desacertada y generali-
zada sobre el tema.

En el caso del personal de salud, es un hecho del co-
nocimiento público los actos de violencia que se han
perpetrado en contra de los profesionales de la salud,
provocados en buena medida, por la gran cantidad de
contagios que se han contabilizado dentro del personal
del ramo de la salud pública, por la falta de equipo ne-
cesario para su protección.

Estos lamentables hechos también se han presentado
con personas que han tenido algún tipo de síntoma si-
milar a los relacionados con el nuevo coronavirus, lo

que ha llevado a la restricción considerable de sus de-
rechos y libertades, lo anterior, también provocado,
desafortunadamente, porque el Gobierno Federal se
niega a aplicar las pruebas necesarias para descartar la
presencia de este virus. 

El Estado tiene la obligación de garantizar el goce y
ejercicio de los derechos humanos de todos, sin im-
portar que se trate de personas adultas mayores, perso-
nas que han contraído el virus y se han recuperado, o
aquellas que cuentan con síntomas similares y no han
sido diagnosticados.

La discriminación en estos sectores de la población es
un problema que debe atenderse desde todos los ámbi-
tos de responsabilidad estatal, incluido desde luego, el
Congreso de la Unión, como representante de la voz
popular. 

3. Marco Jurídico

Constitución

El artículo 1 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que todas las personas
deben gozar de los derechos humanos reconocidos en
la misma, así como en los tratados internacionales de
los que el estado mexicano sea parte.

Esta disposición vincula a todas y cada una de las au-
toridades del país a que promuevan, respeten, protejan
y garanticen los derechos humanos acorde a los prin-
cipios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. Además, deben interpretar las
normas que sean relativas a la protección de derechos
humanos, conforme a interpretación de la Ley Funda-
mental y a los tratados internacionales, favoreciendo
en todo momento la protección más amplia a las per-
sonas.

En ese sentido, en el mismo precepto constitucional
también se dispuso prohibir cualquier tipo de discri-
minación que atente contra la dignidad humana, o pre-
tenda anular o menoscabar los derechos y el ejercicio
de las libertades de las personas.

Tratados internacionales

La prohibición de la discriminación se recoge en el
texto de múltiples tratados internacionales en materia
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de protección de derechos humanos. A continuación,
se citan algunos instrumentos internacionales en la
materia, que contemplan el derecho a la no discrimi-
nación.

La Declaración Universal de Derechos Humanos4 se-
ñala que todos los seres humanos cuentan con todos
los derechos reconocidos por la misma, sin distinción
de cualquier índole o condición.5 Asimismo, el artícu-
lo 7 establece que todos son iguales ante la ley y tie-
nen, sin distinción, derecho a igual protección de la
ley. Todos tienen derecho a igual protección contra to-
da discriminación que infrinja esta Declaración y con-
tra toda provocación a tal discriminación.

El artículo 2.1º del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos señala que cada uno de los Estados
Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y
a garantizar a todos los individuos que se encuentren
en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los de-
rechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión
política o de otra índole, origen nacional o social, po-
sición económica, nacimiento o cualquier otra condi-
ción social.6

Con la suscripción del Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, México se
comprometió a garantizar el ejercicio de los derechos
enunciados en el mismo, sin ningún tipo de discrimi-
nación, ya sea en el tema de salubridad o de edad.7

En relación con la discriminación sistémica, en su Ob-
servación General No. 20, el Comité de Derechos Eco-
nómicos Sociales y Culturales de las Nacionales Uni-
das advierte que la discriminación contra algunos
grupos subsiste, es omnipresente, está fuertemente
arraigada en el comportamiento y la organización de la
sociedad y a menudo implica actos de discriminación
indirecta o no cuestionada. Esta discriminación puede
consistir en políticas así como prácticas predominan-
tes en el sector público o privado que generan desven-
tajas comparativas para algunos grupos.8

Por ello, invita a los Estados partes deben adoptar me-
didas concretas, deliberadas y específicas para asegu-
rar la erradicación de cualquier tipo de discriminación
en el ejercicio de los derechos recogidos en el Pacto.
Los individuos y grupos de individuos que pertenez-
can a alguna de las categorías afectadas por uno o va-

rios de los motivos prohibidos de discriminación de-
ben poder participar en los procesos de toma de deci-
siones relativas a la selección de esas medidas.9

Asimismo, en cuanto a medidas legislativas, se insta a
los Estados partes que adopten una legislación que
prohíba expresamente la discriminación. Esa legis-
lación debe tener por fin eliminar la discriminación
formal y sustantiva, atribuir obligaciones a los ac-
tores públicos y privados.10 Señala además que los
Estados partes deben asegurarse de que existan y se
apliquen planes de acción, políticas y estrategias para
combatir la discriminación formal y sustantiva en re-
lación con los derechos recogidos en el Pacto, tanto en
el sector público como en el privado, y debe exigirse a
las instituciones públicas y privadas que elaboren pla-
nes de acción para combatir la discriminación y del
deber del Estado de educar y capacitar a los funciona-
rios públicos.11

En cuanto al Sistema Interamericano de Protección a
los Derechos Humanos, también se observan disposi-
ciones referentes al derecho a la no discriminación en
los siguientes tratados internacionales:

El artículo 2 de la Declaración Americana sobre Dere-
chos y Deberes del Hombre contempla el Derecho de
igualdad ante la Ley y señala que todas las personas
son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes
consagrados en esta declaración sin distinción de raza,
sexo, idioma, credo ni otra alguna.12

Los artículos 1.1 y 24 de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos señalan que los Estados Partes
en esta Convención se comprometen a respetar los de-
rechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté suje-
ta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por mo-
tivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o
social, posición económica, nacimiento o cualquier
otra condición social; asimismo, establece que todas
las personas son iguales ante la ley. En consecuencia,
tienen derecho, sin discriminación, a igual protección
de la ley.13

El artículo 3 del Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en materia de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales indica
que los Estados partes en el presente Protocolo se
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comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinio-
nes políticas o de cualquier otra índole, origen nacio-
nal o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social.14

Por su parte, el artículo 2 de la Convención Interame-
ricana sobre la Protección de los Derechos Humanos
de las Personas Mayores define lo siguiente:

Discriminación por edad en la vejez: Cualquier dis-
tinción, exclusión o restricción basada en la edad que
tenga como objetivo o efecto anular o restringir el re-
conocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condi-
ciones de los derechos humanos y libertades funda-
mentales en la esfera política, económica, social,
cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y
privada.

Envejecimiento activo y saludable: Proceso por el
cual se optimizan las oportunidades de bienestar físi-
co, mental y social, de participar en actividades socia-
les, económicas, culturales, espirituales y cívicas, y de
contar con protección, seguridad y atención, con el ob-
jetivo de ampliar la esperanza de vida saludable y la
calidad de vida de todos los individuos en la vejez, y
permitirles así seguir contribuyendo activamente a sus
familias, amigos, comunidades y naciones. El concep-
to de envejecimiento activo y saludable se aplica tan-
to a individuos como a grupos de población.

Asimismo, el artículo 4, inciso A) de esta Convención
establece que los Estados parte adoptarán medidas pa-
ra prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas
contrarias a la presente Convención, tales como aisla-
miento, abandono, sujeciones físicas prolongadas, ha-
cinamiento, expulsiones de la comunidad, la negación
de nutrición, infantilización, tratamientos médicos in-
adecuados o desproporcionados, entre otras, y todas
aquellas que constituyan malos tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes que atenten contra la seguri-
dad e integridad de la persona mayor, por lo que que-
da prohibida la discriminación por edad en la vejez.

En cuanto al derecho al trabajo, el artículo 18 de esa
Convención señala que toda persona tiene derecho al
trabajo digno y decente y a la igualdad de oportunida-
des y de trato respecto de los otros trabajadores, sea
cual fuere su edad, y que los Estados parte, deben

adoptar las medidas necesarias para evitar la discrimi-
nación laboral de las personas adultas mayores.

En relación a la discriminación hacia las mujeres adul-
tas mayores, los artículos 2, 3 y 11 de la Convención
sobre la Eliminación de Todos las Formas de Discri-
minación contra la Mujer (CEDAW), estipulan que los
Estados parte deberán tomar las medidas apropiadas
para eliminar la discriminación contra la mujer practi-
cada por cualesquiera personas, organizaciones o em-
presas, así como adoptar las medidas adecuadas, in-
cluso de carácter legislativo, para modificar o derogar
leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan
discriminación contra la mujer; asegurar el pleno des-
arrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garan-
tizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos
y las libertades fundamentales en igualdad de condi-
ciones con el hombre; y para eliminar la discrimina-
ción contra la mujer en la esfera del empleo a fin de
asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los
hombres, los mismos derechos.

En similar sentido, los artículos 3, 4, 6 y 7 de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem Do
Pará), establecen que la mujer tiene derecho a una vi-
da libre de violencia, tanto en el ámbito público como
en el privado; tiene derecho a que se respete la digni-
dad inherente a su persona, por lo que es un deber de
los Estados tomar las medidas apropiadas, incluyendo
medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir le-
yes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas
jurídicas o consuetudinarias que respalden la persis-
tencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer.

Ordenamiento jurídico interno

En el ámbito nacional, según el artículo 1, fracción III,
de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación; la discriminación es entendida como toda
distinción, exclusión, restricción o preferencia que,
por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea
objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o
resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar
o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los de-
rechos humanos y libertades. Con base en diversos
motivos, entre ellos la edad y la salud.

Asimismo, en el artículo 1, fracción VI de dicha ley se
precisa que la igualdad real de oportunidades es el ac-
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ceso que tienen las personas o grupos de personas al
igual disfrute de derechos, por la vía de las normas y
los hechos, para el disfrute de sus derechos.

En concatenación con lo que previsto en la Constitu-
ción Federal, el artículo 2 de la Ley de referencia se-
ñala que al Estado le corresponde promover las condi-
ciones para que la libertad y la igualdad de las
personas sean reales y efectivas, así como que los po-
deres públicos federales deberán eliminar los obstácu-
los que limiten el ejercicio e impidan el pleno desarro-
llo de las personas y promoverán la participación de
las autoridades de los demás órdenes de Gobierno y de
los particulares en la eliminación de dichos obstácu-
los.

El artículo 4 prohíbe toda práctica discriminatoria
que impida o anule el reconocimiento el ejercicio de
los derechos y la igualdad real de oportunidades de
acuerdo con el artículo 1º constitucional.

En particular, el artículo 9 establece un listado enun-
ciativo referente a las acciones que se consideran co-
mo discriminación.

Respecto a las personas adultas mayores, de acuerdo
con el artículo 3 de la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores, éstas son las que cuenten con
sesenta años o más de edad y que se encuentren den-
tro del territorio nacional, ya sean con domicilio en el
mismo o se encuentren de paso.

En dicha Ley se contemplan una serie de derechos que
deben ser garantizados para este sector de la pobla-
ción, de entre los cuales se destacan los de la integri-
dad, dignidad y preferencia, es decir, las personas
adultas mayores tienen derecho a una vida con calidad,
por lo que las instituciones públicas tienen la obliga-
ción de garantizarles el acceso a los programas que
tengan por objeto posibilitar el ejercicio de este dere-
cho.

Tienen derecho al disfrute pleno de los derechos que la
ley les otorgue, sin discriminación ni distinción algu-
na, así como a recibir protección por parte de las insti-
tuciones federales, estatales y municipales.

El artículo 6 de esa Ley establece que será el Estado el
que garantizará las condiciones óptimas, entre otras,
de salud, desarrollo integral y seguridad social a las

personas adultas mayores, con la finalidad de lograr
plena calidad de vida.

El artículo 8 estipula que ninguna persona adulta ma-
yor podrá ser socialmente marginada o discriminada
en ningún espacio público o privado, por diversas ra-
zones, entre las que se encuentran la edad, las disca-
pacidades, las condiciones de salud o cualquier otra
que atente contra la dignidad humana y tenga por ob-
jeto anular o menoscabar sus derechos y libertades.

En cuanto a la materia laboral, el artículo 2 de la Ley
Federal del Trabajo sostiene que un trabajo digno, es
aquel en el que se respeta plenamente la dignidad hu-
mana, se cuenta con condiciones óptimas de seguridad
e higiene para prevenir riesgos de trabajo, se tiene ac-
ceso a la seguridad social, se percibe un salario remu-
nerador y en el que no existe discriminación por di-
versos factores, entre los que destacan la edad y las
condiciones sociales.

El artículo 3 de la misma Ley señala que no podrán es-
tablecerse condiciones que impliquen discriminación
entre los trabajadores por cuestiones de edad o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana.

Mientras que para las condiciones de trabajo indica
que éstas deben estar basadas en el principio de igual-
dad sustantiva y de proporcionalidad y, por tanto, no
pueden establecerse diferencias o exclusiones por ra-
zones de edad.

Respecto a la violencia que pudiera generarse en el
contexto de la contingencia sanitaria, se tiene que el
artículo 1 de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, define que su objeto es
establecer coordinación entre los tres niveles de go-
bierno para prevenir, sancionar y erradicar la violencia
contra las mujeres, conforme a los principios de igual-
dad y de no discriminación.

Asimismo, el artículo 11 de la Ley en cita contempla
como violencia laboral como la negativa ilegal a con-
tratar a la víctima o a respetar su permanencia o con-
diciones generales de trabajo; la descalificación del
trabajo realizado, las amenazas, la intimidación, las
humillaciones, entre otros.

El artículo 36 señala que las medidas que lleve a cabo
el Estado para prevenir, atender, sancionar y erradicar

Martes 20 de abril de 2021 Gaceta Parlamentaria67



la violencia contra las mujeres, deben ser realizadas
sin discriminación alguna, es decir sin que se conside-
re la edad o cualquier otra condición.

Como se observa, la normativa nacional e internacio-
nal establecen un cúmulo de derechos y garantías que
tienen como propósito evitar cualquier acto o tipo de
discriminación, así como preservar el goce y ejercicio
de los derechos y libertades de todas las personas, sin
importar su edad, condición social, física, de salud o
cualquier otra.

Así en el ámbito nacional, contamos con leyes espe-
cializadas para prevenir y eliminar cualquier tipo de
discriminación y, en particular, las que pueden llegar a
resentir las personas que se consideran dentro de un
grupo social en condición de vulnerabilidad.

Estas disposiciones son el sustento para prevenir y eli-
minar actos de discriminación por edad, salud física,
mental y condiciones laborales, por lo que todas las
autoridades del país están vinculadas a garantizar su
observancia, en términos de lo que dispone el artículo
1 constitucional. 

4. Jurisprudencia en materia de discriminación

El derecho a la no discriminación encuentra funda-
mento en la dignidad humana, pues salvaguarda el de-
recho de las personas a no recibir un trato que menos-
cabe su condición de ser humano.

Para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la dig-
nidad humana es un principio y un derecho fundamen-
tal, la dignidad humana es más que una simple decla-
ración ética, constituye una norma jurídica que
consagra un derecho fundamental a favor de toda per-
sona y por la cual se establece el mandato constitucio-
nal a todas las autoridades, e incluso particulares, de
respetar y proteger la dignidad de todo individuo por
el mero hecho de serlo.15

El Estado mexicano, tanto en el plano nacional como
internacional, se encuentra obligado a garantizar la no
discriminación de cualquier persona que se encuentra
en su territorio y bajo su jurisdicción. La emergencia
sanitaria que actualmente enfrentamos no debe ser un
motivo para perpetrar, tolerar o alentar actos de discri-
minación.

Todas las autoridades están obligadas a salvaguardar
el goce y ejercicio de los derechos de los sectores de la
población que se han visto afectados durante esta pan-
demia, priorizando el respeto a su dignidad humana y
el derecho a la igualdad. 

5. Justificación de la iniciativa

De acuerdo con la Comisión Nacional de Derechos
Humanos, la discriminación es la manifestación con-
creta, individual, grupal o colectiva de la negación del
principio de igualdad y constituye uno de los mayores
obstáculos para avanzar en el pleno ejercicio de los de-
rechos humanos.16

En efecto, con la llegada del virus SARS-CoV2 (Co-
vid-19) a nuestro país, además de los problemas de sa-
lubridad en la población y que desafortunadamente
han provocado más de 777,615 mil contagios y ha co-
brado la vida de 79,349 personas en México –cifra que
sigue en aumento–,17 también ha generado actos dis-
criminatorios contra personas por su edad y condición
física.

Estos sectores de la población han sido estigmatizados
como personas improductivas, enfermas, incompeten-
tes e incluso como personas portadoras del virus
SARS-CoV2 (Covid-19); se les ha forzado a entrar en
confinamiento, aún y cuando no se encuentren diag-
nosticados, sin tomar en cuenta sus condiciones socia-
les y económicas.

En nuestro país, contamos con cerca de 15.4 millones
de personas mayores de 60 años,18 es decir, de ningu-
na manera se trata de un sector menor de la población.

En ese sentido, el envejecer es un proceso gradual que
se desarrolla durante el curso de vida y que conlleva
cambios biológicos, fisiológicos, psicosociales y fun-
cionales de variadas consecuencias, las cuales se aso-
cian con interacciones dinámicas y permanentes entre
el sujeto y su medio.19

Este proceso natural, como cualquier aspecto de la
misma, sucede de forma diferente en cada persona, por
lo que puede acontecer que una persona adulta mayor
goce de una mejor salud que una persona joven; por
esa razón, las generalizaciones de sector vulnerable en
razón de la edad en nada abonan en un clima de des-
información generado por la pandemia.
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Por tanto, el Estado, si bien debe procurar la salud de
la población para evitar más contagios, también debe
evitar que se utilice a la edad como un criterio único y
exclusivo de vulnerabilidad y, por ende, garantizar que
tanto en el sector público como en el privado, no se ha-
ga equivalente la vejez y lo vulnerable.

No discriminación

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha sos-
tenido que toda persona debe ser tratada y considerada
igual a las otras, entendiéndose como iguales a que po-
seen las mismas cualidades como seres humanos, en-
tre la que se encuentran el respeto a su dignidad y el
reconocimiento de todos sus derechos humanos por
parte del Estado Mexicano. Cuando este derecho a la
igualdad no se respeta, y para justificar su incumpli-
miento deben establecerse medidas afirmativas para la
protección de ciertos sectores de la población, que re-
sienten actos de discriminación.20

En este contexto, se ha denunciado que en ciertos co-
mercios del sector privado e inclusive en algunas de-
pendencias gubernamentales, en el mejor de los casos
han establecido horarios ya sea de compra-venta, aten-
ción o de acceso, únicamente a las personas adultas
mayores; y en el peor escenario, se les ha negado el ac-
ceso, por el simple hecho de ser personas adultas ma-
yores, no importando su estado físico o de salud, aún
y cuando no todas las personas tienen la misma cali-
dad de vida. 

Se han presentado, además, casos derivados de la pan-
demia donde los trabajadores adultos mayores y per-
sonas con alguna discapacidad han perdido sus emple-
os por estigmatizar su estado de salud derivado de su
edad o discapacidad, vulnerando los derechos y liber-
tades de este gran sector de la población. 

Por su parte la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, publicó la “Guía de acción para los centros de tra-
bajo ante el Covid-19”,21 el cual en su apartado cuar-
to, denominado “Principios rectores para la acción en
los centros de trabajo”, relaciona que en atención al
plan de emergencia sanitaria en los centros de trabajo,
la “no discriminación” a “los trabajadores, indepen-
dientemente de su situación de salud”, es un principio
y una acción fundamental a tomar en las decisiones e
implementación de medidas laborales a causa de la
emergencia sanitaria. 

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Esta-
dística, que mide el empleo, formal e informal, en el
segundo trimestre del 2020,22 3,015,200 de personas
se encontraban en trabajo desde su propio domicilio,
los cuales no contaron con capacitación gratuita y
oportuna para adaptarse al mercado laboral.

Así, las competencias actuales se enfocan en un desem-
peño mayor en el uso de las tecnologías, transformando
actualmente y por motivos de la pandemia, la calidad de
los trabajos, así como las competencias que requieren
las personas para tener un desempeño óptimo. Desem-
peño que desfavorece a los adultos mayores que no tie-
nen las habilidades adecuadas, ante el nuevo sistema la-
boral denominado “home office”, toda vez que no
reciben una capacitación en el uso de las nuevas tecno-
logías, resultando en un desempeño inferior al ordinario
por lo cual es un acto discriminatorio por parte del Es-
tado y/o el patrón, al no ofrecer la asesoría que necesi-
ta, oportuna y gratuita, este sector de la población. 

Cabe aclarar que la denominada “nueva normalidad”,
trae consigo visiones distintas a las tradicionales en el
sector de salud, social y laboral, con ello ha subrayado
a un nuevo sector de discriminación y/o estigmatiza-
ción, la denominada “población vulnerable o de ries-

go”, los adultos mayores, mujeres embarazadas, per-
sonas con discapacidad, etc., con ello y ya enunciadas
anteriormente, el gobierno ha tomado distintas medi-
das, que son contrarias a los derechos de sociales, la-
borales y de salud, ante una misma necesidad, el ejer-
cicio pleno de sus derechos y libertades.  

Es de hacer notar que, en cierta forma, el inadecuado
manejo en la dispersión de información sobre cómo
tratar este virus para cada situación ha generado con-
fusión en gran parte de la población mexicana, por lo
que los problemas de estigmatización que ahora se
presentan bien pueden haberse generado desde el Go-
bierno Federal.

Sin embargo, aunque las medidas de restricción y dis-
tanciamiento social se apliquen con fines de salubri-
dad, se debe tener en cuenta que éstas pueden ocasio-
nar afectaciones graves a la integridad de las personas,
propiciando así que se violen tanto libertades como
derechos y se produzca un trato desigual entre la po-
blación, lo cual, como ya se ha razonado, está prohibi-
do por el artículo 1 de la Constitución y diversos tra-
tados internacionales
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Lo mismo ha sucedido con las personas que, aún y
cuando cuentan con diagnóstico negativo del virus,
por el simple hecho de presentar síntomas similares,
así como con el personal médico que haya tenido con-
tacto o no, con pacientes infectados con el virus
SARS-CoV2 (Covid-19), han visto violentados sus
derechos humanos, y por tanto se ha caído en discri-
minación en cuanto al ejercicio de dichos derechos.

Los episodios discriminatorios se han presentado de
diversas formas tales como violaciones en su actual
estado laboral (despidos, descuentos en salario), agre-
siones verbales y físicas en lugares públicos, campa-
ñas denigrantes en los medios de comunicación, la
obstrucción de sus actividades comerciales, dificulta-
des o el nulo acceso a lugares públicos y principal-
mente el carente derecho al acceso a la salud y la aten-
ción médica.

Por lo anterior, es fundamental para el Estado mexica-
no, además de adoptar las medidas sanitarias necesa-
rias que permitan de manera eficaz combatir la enfer-
medad, ampliar las situaciones y los escenarios que
puedan considerarse como discriminación en el orde-
namiento jurídico mexicano, evite y elimine la estig-
matización a las personas por causa de su edad, conta-
gio o giro de sus actividades laborales, de manera que
se impulsen en los sectores público y privado las me-
didas correspondientes para cada situación, aseguran-
do la salvaguarda de los derechos humanos de la po-
blación por igual, y de esta manera se evite la
discriminación que se ha ocasionado durante esta
emergencia sanitaria.

6. Contenido de la iniciativa

La intención de esta iniciativa es adicionar expresa-
mente en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación, la prohibición de estas nuevas moda-
lidades de discriminar tanto a las personas contagiadas
de SARS-CoV2 (Covid-19), como a las personas cata-
logadas en riesgo por este virus, basándose únicamen-
te en su edad, estado de salud o giro de su trabajo.

En vista de lo anterior, es que se propone adicionar tres
fracciones al artículo 9 de la Ley Federal para Preve-
nir y Eliminar la Discriminación en las cuales se espe-
cifique que, se considera discriminación la estigmati-
zación y/o la negación de derechos o el ejercicio de
éstos a las personas que presenten síntomas o hayan

contraído el virus SARS-CoV2 (Covid-19); la restric-
ción al ejercicio de derechos y libertades de las perso-
nas adultas, por motivos de su edad, y la estigmatiza-
ción, la incitación al odio o la violencia en contra de
cualquier persona, por el ejercicio de su profesión.

En el ámbito laboral, se propone adicionar una frac-
ción XXXI Bis, al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo, con el objeto de prohibir expresamente actos
de discriminación de los patrones durante la imple-
mentación de protocolos para atender emergencias sa-
nitarias.

Finalmente, se propone adicionar una fracción XI, al
artículo 43 de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B)
del Artículo 123 Constitucional, para los mismos efec-
tos descritos en el apartado anterior.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de
las legislaciones a modificar, y en la segunda columna
la propuesta de modificación o adición resaltada en
negritas:
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Por todo lo anteriormente expuesto, someto a conside-
ración del pleno de esta honorable soberanía, el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, la Ley Federal del Tra-
bajo y la Ley Federal de los Trabajadores al Servi-
cio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del
Artículo 123 Constitucional, con el propósito de
erradicar los actos de discriminación que se han
presentado durante la emergencia sanitaria

Primero. Se adicionan las fracciones XXXII Bis,
XXXII Ter y XXXII Quáter, al artículo 9 de la Ley Fe-
deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, para
quedar como sigue:

Artículo 9. (Se deroga el anterior párrafo primero y se
recorren los demás en su orden)

Con base en lo establecido en el artículo primero cons-
titucional y el artículo 1, párrafo segundo, fracción III
de esta Ley se consideran como discriminación, entre
otras:

I. a XXXII. …

XXXII Bis. Estigmatizar y negar derechos a per-
sonas con síntomas o diagnosticadas con el virus
SARS-CoV2 (Covid-19);

XXXII Ter. Restringir el ejercicio de derechos y
libertades a cualquier persona adulta mayor, de-
bido a su edad;

XXXII Quáter. Estigmatizar e incitar al odio o
violencia a cualquier persona, por el ejercicio de
su profesión;

XXXIII. y XXXIV. …

Segundo. Se reforman las fracciones XXXII y
XXXIII, y se adiciona la fracción XXXIV, al artículo
132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXXI. …

XXXII. Fijar y difundir en los lugares de mayor
afluencia del centro de trabajo el texto fiel de la
convocatoria y demás documentos que le solicite el
Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral
para el desarrollo del procedimiento de consulta a
que hacen referencia los artículos 390 Bis y 390
Ter;

XXXIII. Fijar en los lugares de mayor afluencia del
centro de trabajo la convocatoria que le solicite el
sindicato cuando se consulte a los trabajadores el
contenido del contrato colectivo de trabajo inicial o
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el convenio de revisión, en términos de los artículos
390 Ter y 400 Bis, y

XXXIV. Evitar actos de discriminación en la im-
plementación de protocolos para atender emer-
gencias sanitarias, en términos de lo previsto en
el artículo 9 de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación.

Tercero. Se adiciona la fracción XI, al artículo 43 de
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 43. Son obligaciones de los titulares a que se
refiere el artículo 1o. de esta Ley:

I. a X. …

XI. Evitar actos de discriminación en la imple-
mentación de protocolos para atender emergen-
cias sanitarias, en términos de lo previsto en el
artículo 9 de la Ley Federal para Prevenir y Eli-
minar la Discriminación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Los coronavirus son una familia de virus que causan enfermeda-

des (desde el resfriado común hasta enfermedades respiratorias

más graves) y circulan entre humanos y animales. En este caso, el

SARS-COV2 apareció en China y provocó una enfermedad llama-

da Covid-19 declarada el 11 de marzo como pandemia global por

la Organización Mundial de la Salud. Consultado en: https://coro-

navirus.gob.mx/covid-19/

2 Dicho Acuerdo puede ser consultado en la siguiente liga electró-

nica: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590339&fe-

cha=24/03/2020

3 De acuerdo con el artículo 3 Bis, fracción I de la Ley de los De-

rechos de las Personas Adultas Mayores, la violencia psicológica

es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica,

que puede consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado,

insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia,

comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodetermi-

nación y amenazas, las cuales conllevan a la víctima a la depre-

sión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al

suicidio.

4 https://www.un.org/es/documents/udhr/UDHR_booklet_SP_

web.pdf 

5 Artículo 2. Toda persona tiene todos los derechos y libertades

proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, co-

lor, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra ín-

dole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o

cualquier otra condición. Además, no se hará distinción alguna

fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o

territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se tra-

ta de un país independiente, como de un territorio bajo administra-

ción fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limita-

ción de soberanía.

6 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Adoptado y

abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General

en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, con-

sultable en: 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/ccpr.aspx 

7 Artículo 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos,

Sociales y Culturales, disponible para consulta en la liga:

https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.asp

x

8 Observación General Nº 20 La no discriminación y los derechos

económicos, sociales y culturales (artículo 2, párrafo 2 del Pacto

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) pá-

rrafo 12.

9 Ibíd. párrafo 36. 

10 Ibíd. Párrafo 37.

11 Ibíd. Párrafo 38

12 Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana,

Bogotá, Colombia, 1948, consultable en: 

https://www.oas.org/dil/esp/declaraci%C3%B3n_americana_de_l

os_derechos_y_deberes_del_hombre_1948.pdf 
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13 (Pacto de San José), San José, Costa Rica 7 al 22 de noviembre

de 1969, consultable en: https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-

32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm 

14 “Protocolo de San Salvador”, consultable en: 

https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html 

15 Jurisprudencia 1a./J. 37/2016 (10a.), de la Primera Sala de la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “Dignidad humana.

Constituye una norma jurídica que consagra un derecho fundamen-

tal a favor de las personas y no una simple declaración ética.”

16 “El derecho a la no discriminación”, CNDH, Segunda reimpre-

sión de la segunda edición: julio, 2018, pág. 13, consultable en la

siguiente liga electrónica: 

https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/2015-2016/21-

Discriminacion-DH.pdf 

17 Según fuentes oficiales del Gobierno Federal de México,

https://coronavirus.gob.mx/datos/, última consulta el 1 de octubre

de 2020.

18 Inegi, “Estadísticas a propósito del día Internacional de las Per-

sonas de Edad (1 de octubre)” Comunicado de prensa núm.

475/19, 30 de septiembre 2019. https://www.inegi.org.mx/conteni-

dos/saladeprensa/aproposito/2019/edad2019_Nal.pdf 

19 Artículo 2 de la Convención Interamericana sobre la Protección

de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.

20 “El derecho a la no discriminación”, CNDH, óp. cit., pág. 14.

21 “Guía de acción para los centros de trabajo ante el Covid-19”.

STPS, 24 abril 2020, pág. 7. consultable en la siguiente liga elec-

trónica: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/548062/GUI_A_DE_ACCIO_N_PARA_LOS_CENTROS_DE

_TRABAJO_ANTE_EL_Covid-19_24_04_20_VF.pdf

22 Encuesta de Población Activa, Segundo trimestre de 2020. Ins-

tituto Nacional de Estadística. consultable en la siguiente liga elec-

trónica: https://www.ine.es/daco/daco42/daco4211/epa0220.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, a 19 de abril de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES

DE ASISTENCIA SOCIAL; GENERAL DE LOS DERECHOS DE

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES; GENERAL DE PRESTA-
CIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DES-
ARROLLO INTEGRAL INFANTIL; Y GENERAL DE VÍCTIMAS,
ASÍ COMO DE LOS CÓDIGOS CIVIL FEDERAL, Y PENAL FE-
DERAL, EN MATERIA DE HUÉRFANOS VÍCTIMAS DE FEMINI-
CIDIO, SUSCRITA POR DIPUTADAS DE LOS GRUPOS PARLA-
MENTARIOS DE MORENA, PAN, PT, PES, MOVIMIENTO

CIUDADANO Y PRD

Las suscritas, diputadas Rocío el Pilar Villarauz Martí-
nez, María Wendy Briseño Zuloaga, Leticia Martínez
Gómez, Juanita Guerra Mena, Ana Patricia Peralta de
la Peña, Alba Silvia García Paredes, Fabiola Raquel
Guadalupe Loya Hernández, Mildred Concepción Ávi-
la Vera, María Liduvina Sandoval Mendoza, Martha
Huerta Hernández, Clementina Marta Dekker Gómez,
Maribel Martínez Ruíz, María Elizabeth Díaz García,
Katia Alejandra Castillo Lozano, María Eugenia Her-
nández Pérez, Sandra Paola González Castañeda, Veró-
nica María Sobrado Rodríguez integrantes de la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71 fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1 fracción I;77 numeral I y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados; sometemos a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Ley de
Asistencia Social, Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes; Ley General de Prestación
de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo In-
tegral Infantil, Ley General de Víctimas, Código Civil
Federal y Código Penal Federal, En Materia De Huér-
fanas Y Huérfanos Víctimas De Feminicidio, en aten-
ción a las recomendaciones realizadas por ONU Muje-
res e Iniciativa Spotlight para impulsar acciones
estratégicas con el objeto de erradicar la violencia y ge-
nerar marcos normativos más protectores, progresivos
e inclusivos de los derechos de las mujeres, niñas y
adolescentes, lo que hacemos con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Guillermo Cabanellas de Torres, historiador, abogado,
editor y lexicógrafo español, define huérfano es el me-
nor de edad que carece de padre y madre, o de uno de
ellos, por muerte de sus progenitores o por serie des-
conocidos.1
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Por otra parte, el Fondo de las Naciones Unidas para
la Infancia (UNICEF) y sus aliados mundiales definen
a un huérfano como un niño o niña que ha perdido uno
o ambos progenitores. De acuerdo con esa definición,
reporta que en 2015 había casi 140 millones de huér-
fanos en todo el mundo, de los cuales 10 millones se
encontraban en América Latina y el Caribe. Dichas ci-
fras comprendían no solo a los niños que habían per-
dido ambos progenitores sino también a los que habí-
an perdido el padre, pero no la madre, o que eran
huérfanos de madre, pero tenían padre.

De los casi 140 millones de niños clasificados como
huérfanos, solo 15.1 millones habían perdido ambos
progenitores. En su gran mayoría, los huérfanos y
huérfanas viven con uno de sus progenitores, sus abue-
los u otros miembros de su familia. En el 95% de los
casos, se trata de niños y niñas mayores de cinco años.

La UNICEF refiere que dicha definición no concuer-
da con el concepto de orfandad aceptado en muchos
países industrializados, donde para ser considerado
huérfano, el niño debe haber perdido tanto al padre
como a la madre. Un dato interesante es que la UNI-
CEF y muchas organizaciones internacionales adop-
taron la definición más amplia del concepto de or-
fandad a mediados del decenio de 1990, cuando la
pandemia del SIDA comenzó a causar la muerte de
millones de padres y madres en todo el mundo y a
privar a un número cada vez mayor de niños del cui-
dado y la atención de uno o ambos progenitores. Es
por lo anterior, que se adoptaron los términos “huér-
fano de padre o madre” para quienes habían perdido
un solo progenitor y “huérfano doble” para quienes
habían perdido ambos.2

El UNICEF encargó un análisis de las encuestas de po-
blación por familia realizadas en 36 países, el cual fue
Diseñado con la finalidad de comparar las condiciones
actuales de los niños y niñas húerfanos, así como de
los que tienen padre y madre, el análisis a escala mun-
dial sugiere que deberíamos ampliar nuestro alcance y
centrarnos menos en el concepto de orfandad y más en
una gama de factores que vuelven a los niños vulnera-
bles. Estos factores incluyen la posesión de una vi-
vienda que sea propiedad de la familia, el nivel de po-
breza en el hogar, la relación del niño con el cabeza de
familia y, en caso de tener progenitores, el grado de
formación de éstos.

De acuerdo a la experiencia del UNICEF, estos ele-
mentos son los que pueden ayudar en la identificación
de los niños y sus familias -tanto si éstas comprenden
padres y madres vivos, abuelos u otros parientes- que
necesitan enormemente nuestro apoyo.

En el contexto nacional, horadado por la violencia e
inseguridad, las estadísticas reflejan una situación
compleja para los grupos vulnerables y en especial,
para las mujeres. La evidencia muestra que las mexi-
canas se encuentran en una situación de alta vulnera-
bilidad que es urgente cambiar y que es imperante
priorizar en la agenda legislativa.

Todas las niñas y las mujeres viven en riesgo constan-
te de sufrir algún tipo de violencia y, prácticamente to-
das, en algún momento de su vida han sido víctimas o
han experimentado su amenaza.

Existen diferentes tipos de violencia contra las muje-
res, pero la forma más extrema de violencia es el fe-
minicidio. Los asesinatos de mujeres por razones de
género se caracterizan por la brutalidad y la impunidad
que aún persiste en nuestro país y que el Gobierno Fe-
deral actual está tratando de erradicar.

Al respecto, nos permitimos referir como un preámbu-
lo que el Apartado A del artículo 26 de nuestra Carta
Magna establece la obligación que tiene el Estado de
organizar un sistema de planeación democrática del
desarrollo nacional, planeación que debe ser democrá-
tica y participativa, que conlleve solidez, competitivi-
dad, dinamismo, permanencia y equidad al crecimien-
to de la economía, donde recoja las aspiraciones y
demandas de la sociedad que debe incorporar al plan y
los programas de desarrollo. 

“Artículo 26. 

A. El Estado organizará un sistema de planeación
democrática del desarrollo nacional que imprima
solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y
equidad al crecimiento de la economía para la inde-
pendencia y la democratización política, social y
cultural de la nación. 

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta
Constitución determinarán los objetivos de la pla-
neación. La planeación será democrática y delibera-
tiva. Mediante los mecanismos de participación que
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establezca la ley, recogerá las aspiraciones y de-
mandas de la sociedad para incorporarlas al plan y
los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional
de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente
los programas de la Administración Pública Fede-
ral. 

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los
procedimientos de participación y consulta popular
en el sistema nacional de planeación democrática, y
los criterios para la formulación, instrumentación,
control y evaluación del plan y los programas de
desarrollo. Asimismo, determinará los órganos res-
ponsables del proceso de planeación y las bases pa-
ra que el Ejecutivo Federal coordine mediante con-
venios con los gobiernos de las entidades
federativas e induzca y concierte con los particula-
res las acciones a realizar para su elaboración y eje-
cución. El plan nacional de desarrollo considerará
la continuidad y adaptaciones necesarias de la polí-
tica nacional para el desarrollo industrial, con ver-
tientes sectoriales y regionales. 

En el sistema de planeación democrática y delibe-
rativa, el Congreso de la Unión tendrá la interven-
ción que señale la ley.3

…”

Es así que en el Plan Nacional de Desarrollo encontra-
mos al documento rector del Poder Ejecutivo Federal,
a través del cual el Gobierno de México explica cuáles
son los objetivos y estrategias prioritarias del desarro-
llo integral y sustentable del país durante el sexenio. 

Uno de los objetivos que se precisa en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2019-2024 es vivir en un estado de
bienestar, es decir, plantea que para el 2024 la pobla-
ción de México viva en un entorno de bienestar con
políticas sociales como servicios universales y gratui-
tos de educación y salud, vacaciones pagadas, jornada
máxima de trabajo y los salarios mínimos. 

Aunque ha habido avances no han sido suficientes, por
lo que debemos hacer aportaciones para alcanzar éste
y otros objetivos más en beneficio de toda la sociedad
mexicana, poniendo mayor énfasis desde luego en
aquellos sectores que por años han sido los más vul-

nerables: mujeres, niñas, niños y adolescentes, perso-
nas con discapacidad y pertenecientes a comunidades
indígenas y afromexicanas, entre otras.

La violencia tiene un costo inaceptable en vidas hu-
manas y bienes materiales, cohesión social y goberna-
bilidad, conducta que contribuye a inhibir el creci-
miento económico y debilita la confianza de la
población en su país, su estado, su municipio, su barrio
y sobre todo en la familia, donde desafortunadamente
los más perjudicados son las niñas y niños.

Mucho se habla de las estrategias de seguridad públi-
ca implementadas en administraciones anteriores, sin
embargo, hoy por hoy estamos corroborando que fue-
ron catastróficas por los porcentajes de alta generación
de violencia que heredaron a este Gobierno y que aho-
ra se está tratando de abatir. 

Debemos contribuir a la estrategia que se pretende
seguir y que consiste en aplicar un nuevo paradigma
en materia de paz y seguridad donde la prioridad sea
restarle base social a la criminalidad mediante la in-
corporación masiva de jóvenes al estudio y al trabajo
para apartarlos de conductas antisociales; recupera-
ción del principio de reinserción social; fin de la
“guerra contra las drogas” y adopción de una estrate-
gia de prevención y tratamiento de adicciones; im-
pulso a procesos regionales de pacificación con es-
clarecimiento, justicia, reparación, garantía de no
repetición y reconciliación nacional, y medidas con-
tra el lavado de dinero e inteligencia policial, entre
otras. 

Los derechos son irrenunciables y universales; debe de
dejarse atrás la idea de que el Estado solamente es ges-
tor de oportunidades, porque éstas son temporales y
discrecionales, que se presentan solamente a unos
cuantos, el Estado deber ser garante de derechos.

Garantizar una vida libre de violencia, es una de las
obligaciones del Estado; pero por otra parte, a las y los
legisladores nos corresponde también dar respuestas
positivas y constructoras a estos años de abandono, de
malas prácticas y exclusión de las que ha sido víctima
la sociedad, las familias mexicanas, a quienes se les ha
mantenido imposibilitados a participar, sin ser escu-
chados, sin atender sus demandas, donde se vele por el
interés superior de la niñez.
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Asimismo, el artículo 4° de nuestra Carta Magna es-
tablece que la ley protegerá la organización y el des-
arrollo de la familia y los derechos de la niñez, que en
el caso que nos ocupa se pretende contribuir a la pro-
tección de las huérfanas y huérfanos que adquirieron
ésta condición desafortunadamente al ser víctimas del
feminicidio, de la pandemia de violencia que aqueja a
nuestro país.

“Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales an-
te la ley. Ésta protegerá la organización y el des-
arrollo de la familia.

…

…

…

…

…

…

…

En todas las decisiones y actuaciones del Estado
se velará y cumplirá con el principio del interés
superior de la niñez, garantizando de manera
plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen
derecho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparci-
miento para su desarrollo integral. Este princi-
pio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimien-
to y evaluación de las políticas públicas dirigidas
a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obli-
gación de preservar y exigir el cumplimiento de es-
tos derechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares
para que coadyuven al cumplimiento de los de-
rechos de la niñez.

Es preocupante que desde 2015 se ha reportado que
los homicidios dolosos contra mujeres en México
se han duplicado, y desafortunadamente alrededor
del 30 por ciento ha sido catalogado como femini-

cidio, como consecuencia de que las autoridades
han ignorado evidencias de violencia física y se-
xual.

En el contexto nacional de violencia e inseguridad
que vivimos, las estadísticas reflejan una situación
compleja para los grupos vulnerables y en especial,
para las mujeres. La evidencia muestra que las me-
xicanas se encuentran en una situación de alta vul-
nerabilidad que es urgente atender y priorizar en la
agenda legislativa.

De acuerdo con información del Secretariado Eje-
cutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
al 31 de enero de 2021, se han cometido 67 femini-
cidios a nivel nacional 12 perpetrados en el Estado
de México. A nivel nacional 3 de estos fueron de
menores de edad.4

En México el seguimiento de las cifras sobre el femi-
nicidio se ha formalizado gradualmente desde hace
siete años, esto conforme se fue tipificado el feminici-
dio en los códigos penales de cada entidad federativa.
En 2011, el Estado de México fue la primera entidad
federativa que tipificó el feminicidio. Para 2017, la to-
talidad de las entidades federativas ya tenían clasifica-
do el feminicidio como delito. Según datos del Secre-
tariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, en 2017 se registraron 766 presuntas víctimas
de feminicidio, este número se incrementó en 2018 lle-
gando a 906, en 2019 (enero a septiembre) el número
registrado fue de 748 presuntas víctimas, consideran-
do la tendencia se espera que 2019 concluya aproxi-
madamente en 1036. En 2019, de las 32 entidades fe-
derativas, las tres con un mayor número de presuntas
víctimas de feminicidio de enero a septiembre fueron:
Veracruz (146), Estado de México (81) y Nuevo León
(53). 

Según datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, en 2017 se registraron
766 presuntas víctimas de feminicidio, este número se
incrementó en 2018 llegando a 906, en 2019 (enero a
septiembre) el número registrado fue de 748 presuntas
víctimas.

En 2019, de las 32 entidades federativas, las tres con
un mayor número de presuntas víctimas de feminici-
dio de enero a septiembre fueron: Veracruz (146), Es-
tado de México (81) y Nuevo León (53). 
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Las diez entidades con mayor número de presuntas
víctimas de feminicidios (enero-septiembre 2019) fue-
ron : Veracruz 146, Estado de México 81, Nuevo Le-
ón 53, Puebla 47, Ciudad de México 40, Jalisco 37, Si-
naloa 34, Sonora 30, Chihuahua 29 Morelos 28.5

Adicionalmente, a nivel estatal en materia de inciden-
cia delictiva contra las mujeres y las niñas (VCMN) en
lo que va del año, se han registrado aproximadamente
240 homicidios dolosos, 261 homicidios culposos,
4,057 lesiones dolosas, 1,176 lesiones culposas, 10 se-
cuestros, 17,392 casos de violencia familiar, 1,270
violaciones, 357 incidentes de abuso sexual, 88 casos
de corrupción de menores, 18 incidentes de trata de
personas y 291 casos de violencia de género. 

Por otra parte, debido a la contingencia sanitaria que
actualmente se vive a consecuencia del virus SARS-
CoV-2 y a las medidas de aislamiento social, las lla-
madas de emergencia realizadas por mujeres se han in-
crementado exponencialmente en todo el país en
comparación con años anteriores, 19,057 llamadas de
las cuales 563 fueron incidentes de acoso u hostiga-
miento sexual, 17,595 incidentes de violencia de pare-
ja. Sin contar con las llamadas de emergencia relacio-
nadas con incidentes de violencia familiar 52,730.

Esta muestra es representativa de algunos de los tipos
de violencia que padecen las mujeres, adolescentes y
niñas diariamente en México, sin embargo, es impor-
tante precisar que no solo se trata de números y de es-
tadística, si no de vidas que han sido violentadas a cau-
sa de patrones sistemáticos y que, en la mayoría de las
veces, sus casos quedan impunes, por lo que se propi-
cia la repetición crónica de los hechos. 

La violencia contra las mujeres y las niñas no solo
afecta a las víctimas directas, descompone el tejido so-
cial porque es una conducta que se reproduce desde el
odio motivado por razones de género. Impacta el ám-
bito público y privado de la vida diaria, y nos obliga a
todas y todos, a tomar medidas urgentes para frenar la
violencia y reducir sus impactos.

Resultado de la violencia letal contra las mujeres me-
xicanas es la orfandad en la que quedan sus hijas e hi-
jos. De acuerdo con censos levantados por el Instituto
Nacional de las Mujeres, de diciembre de 2018 a junio
de 2019, 4 mil 245 niños, niñas y adolescentes han
quedado huérfanos a causa de 2 mil 192 homicidios

dolosos y feminicidios cometidos en el país, en el que
se establece que 173 de las asesinadas (7.9 por ciento)
eran menores de edad.

El objetivo de la presente iniciativa es evitar que huér-
fanas y huérfanos víctimas de feminicidio queden des-
protegidos, que el Estado mexicano, en sus tres órde-
nes de gobierno, federal, estatal y municipal, los
proteja con ayuda económica, médica y psicológica,
para que continúen con sus estudios, tengan un des-
arrollo emocional menos traumático y lleven una vida
social sana, sin repetir patrones violentos cuando sean
adultos.

Es importante destacar que el incremento de feminici-
dios en el país permite pensar que la cantidad de huér-
fanos va en aumento. En México no hay un registro
oficial de cuantos niños han quedado huérfanos y en
situación económica precaria luego de un feminicidio,
se convierten solo en víctimas colaterales e invisibles. 

La titular de la unidad de genero de la comisión ejecu-
tiva de atención a víctimas, explico que la inexistencia
de una base de datos nacional y disparidad de casos
entre una entidad y otra, se debe a que no existe una
ley que obligue a los estados a llevar un registro de ni-
ñas, niños y adolescentes huérfanos por feminicidio. 

Por otra parte, los Objetivos de Desarrollo Sostenible
(2015-2030), que también son conocidos por sus si-
glas ODS, corresponden a una iniciativa impulsada
por Naciones Unidas para dar continuidad a la agenda
de desarrollo tras los Objetivos de Desarrollo del Mi-
lenio (ODM). Se componen de 17 objetivos y 169 me-
tas propuestos como continuación de los ODM inclu-
yendo nuevas esferas como el cambio climático, la
desigualdad económica, la innovación, el consumo
sostenible, la paz y la justicia, entre otras prioridades. 

Tras un proceso de negociación sobre los ODS que in-
volucró a 193 estados miembros de la ONU, el 25 de
septiembre de 2015, los 193 dirigentes mundiales
aprobaron en una cumbre celebrada en Nueva York en
reunión plenaria de alto nivel de la Asamblea General,
una Agenda que lleva por título “Transformar nuestro
mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni-
ble”, el que entró en vigor el 1 de enero de 2016.6

El Objetivo 16 es el que consiste en promover socie-
dades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sosteni-
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ble, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear
instituciones eficaces, responsables e inclusivas a to-
dos los niveles

Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el
desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia
para todos y crear instituciones eficaces, responsables
e inclusivas a todos los niveles.

Entre las Metas que contempla dicho Objetivo y que
encontramos guardan relación con los fundamentos
para la presente iniciativa son las siguientes:

• Reducir considerablemente todas las formas de
violencia y las tasas de mortalidad conexas en todo
el mundo;

• Poner fin al maltrato, la explotación, la trata, la
tortura y todas las formas de violencia contra los ni-
ños;

• Promover el estado de derecho en los planos na-
cional e internacional y garantizar la igualdad de ac-
ceso a la justicia para todos;

• Crear instituciones eficaces, responsables y trans-
parentes a todos los niveles;

• Garantizar la adopción de decisiones inclusivas,
participativas y representativas que respondan a las
necesidades a todos los niveles;

• Ampliar y fortalecer la participación de los países
en desarrollo en las instituciones de gobernanza
mundial;

• Garantizar el acceso público a la información y
proteger las libertades fundamentales, de conformi-
dad con las leyes nacionales y los acuerdos interna-
cionales;

• Fortalecer las instituciones nacionales pertinentes,
incluso mediante la cooperación internacional, con
miras a crear capacidad a todos los niveles, en par-
ticular en los países en desarrollo, para prevenir la
violencia y combatir el terrorismo y la delincuen-
cia;

• Promover y aplicar leyes y políticas no discrimi-
natorias en favor del desarrollo sostenible

De lo anterior se desprende que nuestro país debe de
mantenerse activo en la implementación de la Agenda
2030, garantizando los derechos humanos, y la seguri-
dad de las y los mexicanos en todos los ámbitos, en el
caso que nos ocupa el espacio familiar, creando insti-
tuciones eficaces, responsables y transparentes a todos
los niveles, velar por el interés superior de la niñez en
todo momento y más aún cuando éstos son víctimas de
feminicidio.

Con la propuesta de la presente iniciativa se pretende-
mos contribuir a que nuestro país siga abonando y pro-
moviendo el tema de inclusión y equidad en un marco
de derechos, de construir más ciudadanía para las y los
mexicanos en este país, brindar un estado de bienestar.

Asimismo, el Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer (CEDAW) examinó el nove-
no informe periódico de México del Comité para la
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
(CEDAW) y en la Recomendación marcada con la le-
tra “C” de Observaciones Finales del 25 de julio de
2018, destaca el papel fundamental que desempeña el
Poder Legislativo para garantizar la plena aplicación
de la Convención e invita al Congreso de la Unión a
que, de conformidad con su mandato, adopte las me-
didas necesarias para llevar a la práctica las presentes
observaciones finales desde el momento actual hasta
la presentación del próximo informe periódico.7

Dentro de los principales motivos de preocupación y
recomendaciones del Comité de la CEDAW, se en-
cuentran los altos niveles violencia que persisten y si-
guen afectando principalmente a las mujeres y las ni-
ñas, así como los problemas asociados a las estrategias
de seguridad pública. Por lo que recomienda la adop-
ción de las medidas adecuadas para mejorar el conoci-
miento de los derechos humanos de las mujeres; aten-
der el tema de la discriminación derogando las
disposiciones legislativas discriminatorias con las mu-
jeres y las niñas incluyendo armonización de las san-
ciones; establecer mecanismos de denuncia judicial
específico para los casos de discriminación contra las
mujeres. Lo anterior, tiene estrecha relación con el te-
ma que nos ocupa al tratarse de la comisión del delito
de feminicidio el que coloca en la situación de vulne-
rabilidad a huérfanas y huérfanos víctimas de dicho
acontecimiento y que quedan en estado de indefen-
sión.
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De igual forma, el Comité Cedaw, en sus observacio-
nes dirigidas al Estado mexicano, manifiesta que se
deben reforzar los mecanismos de recopilación siste-
mática de datos sobre la violencia contra las mujeres y
las niñas, incluidos los feminicidios, desglosados por
tipo de violencia y relación con los perpetradores, con
ello, se tendrá información homologada que permita
elaborar un diagnóstico sobre los feminicidios en todo
el país para realizar las acciones necesarias. Una estra-
tegia a la solución de esta problemática sería la elabo-
ración de un Plan de Acción Nacional, en colaboración
con organizaciones de mujeres de la sociedad civil, pa-
ra garantizar la participación de las mujeres en la lucha
contra la inseguridad, la violencia y la delincuencia or-
ganizada en el país.

Estos son algunos de los motivos, por los que las Di-
putadas promoventes en coordinación con la oficina
de la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad
de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU
Mujeres), han acordado realizar acciones coordinadas
para adherirse al proyecto que encabeza la Iniciativa
Spotligth en México.

Con base en lo anterior, es que se propone la presente
iniciativa que reforma diferentes ordenamientos jurídi-
cos que coinciden en materia de protección de huérfa-
nas y huérfanos víctimas de feminicidio.

Continuando en el ámbito internacional, la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos, en su artículo
16 y 25 se establece lo siguiente: 

“Artículo 16

1. …

2. …

3. La familia es el elemento natural y fundamen-
tal de la sociedad y tiene derecho a la protección
de la sociedad y del Estado.

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado que le asegure, así como a su familia,
la salud y el bienestar, y en especial la alimenta-
ción, el vestido, la vivienda, la asistencia médica
y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo

derecho a los seguros en caso de desempleo, enfer-
medad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de
pérdida de sus medios de subsistencia por circuns-
tancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cui-
dados y asistencia especiales. Todos los niños, naci-
dos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen
derecho a igual protección social.

…”

Resulta necesario que se amplíen disposiciones jurí-
dicas integrales y directas que garanticen la protec-
ción de las huérfanas y huérfanos víctimas de femi-
nicidio, que sean específicas a este sector, a través
de programas, planes, protocolos, centros de aten-
ción que se enfoquen a reparar el daño tan grave cau-
sado y brindarles la posibilidad de retomar su vida
en las mejores condiciones posibles y dentro de un
medio familiar adecuado, sano, en un estado de
bienestar.

La Convención sobre los Derechos del Niño, tratado
internacional de las Naciones Unidas, firmado el 20 de
noviembre de 1989 y en vigor desde el 2 de septiem-
bre de 1990, ? enfatiza que los niños tienen los mismos
derechos que los adultos y se subrayan aquellos dere-
chos que se desprenden de su especial condición de se-
res humanos que, por no haber alcanzado el pleno des-
arrollo físico y mental, requieren de protección
especial; reconoce a los niños como sujetos de dere-
cho, pero convierte a las personas adultas en sujetos de
responsabilidades.8

La familia, como grupo fundamental de la sociedad y
medio natural para el crecimiento y el bienestar de to-
dos sus miembros, y en particular de los niños, debe
recibir la protección y asistencia necesarias para poder
asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la
comunidad, y estar aislada completamente de conduc-
tas contrarias a derecho.

En el documento en referencia, los Estados Parte se
obligan a adoptar todas las medidas apropiadas que
garanticen los derechos de la niñez tendientes a brin-
dar protección a sus derechos, protegiéndolo de ser ob-
jeto de arbitrariedades o injerencias en su vida priva-
da, su familia, su domicilio, entre otros. 
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A causa del feminicidio, muchos menores quedan
huérfanas y huérfanos, se les trunca su entorno fami-
liar, perdiendo su estabilidad emocional, estamos ante
una situación en donde estas niñas y niños pierden a su
mamá y al papá porque muchas veces él es el femini-
cida, son niñas y niños que pierden el sentido de la
pertenencia porque habían crecido en un núcleo fami-
liar y de pronto ya no tienen nada.

Las huérfanas y huérfanos son mayormente vulnera-
bles, pues se encuentran en proceso de formación y
desarrollo, y de manera súbita e inesperada tienen en
muchos casos que adquirir responsabilidades ajenas a
ellos, renunciando a medios y recursos que son im-
prescindibles para aumentar sus oportunidades futu-
ras, como lo es la educación. Además, quedan expues-
tos a otras condiciones de fragilidad; pues tienen
menos acceso a la educación y a los servicios de salud,
presentan más indicadores de angustia psicosocial y
enfrentan niveles más elevados de desatención, aban-
dono y abuso, si se comparan con quienes no son huér-
fanas o huérfanos.

En el artículo 3° de la Convención citada anteriormen-
te9 dispone en su artículo 3 lo siguiente:

“Artículo 3 

1. En todas las medidas concernientes a los niños
que tomen las instituciones públicas o privadas de
bienestar social, los tribunales, las autoridades ad-
ministrativas o los órganos legislativos, una consi-
deración primordial a que se atenderá será el interés
superior del niño.

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al
niño la protección y el cuidado que sean necesarios
para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y
deberes de sus padres, tutores u otras personas res-
ponsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán
todas las medidas legislativas y administrativas
adecuadas.

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las insti-
tuciones, servicios y establecimientos encargados del
cuidado o la protección de los niños cumplan las nor-
mas establecidas por las autoridades competentes, es-
pecialmente en materia de seguridad, sanidad, núme-
ro y competencia de su personal, así como en relación
con la existencia de una supervisión adecuada.”

Asimismo, el Comité de los Derechos del Niño de las
Naciones Unidas en su Observación general Nº 14
(2013) sobre el derecho del niño a que su interés su-
perior sea una consideración primordial, establece que
el interés superior del niño es un concepto triple:

• Un derecho sustantivo: el derecho del niño a que su
interés superior sea una consideración primordial
que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos
intereses para tomar una decisión sobre una cuestión
debatida, y la garantía de que ese derecho se pondrá
en práctica siempre que se tenga que adoptar una de-
cisión que afecte a un niño, a un grupo de niños con-
creto o genérico o a los niños en general. El artículo
3, párrafo 1, establece una obligación intrínseca pa-
ra los Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad
inmediata) y puede invocarse ante los tribunales.

• Un principio jurídico interpretativo fundamental:
si una disposición jurídica admite más de una inter-
pretación, se elegirá la interpretación que satisfaga
de manera más efectiva el interés superior del niño.
Los derechos consagrados en la Convención y sus
Protocolos facultativos establecen el marco inter-
pretativo.

• Una norma de procedimiento: siempre que se ten-
ga que tomar una decisión que afecte a un niño en
concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños
en general, el proceso de adopción de decisiones
deberá incluir una estimación de las posibles reper-
cusiones (positivas o negativas) de la decisión en el
niño o los niños interesados. La evaluación y deter-
minación del interés superior del niño requieren ga-
rantías procesales. Además, la justificación de las
decisiones debe dejar patente que se ha tenido en
cuenta explícitamente ese derecho. En este sentido,
los Estados partes deberán explicar cómo se ha res-
petado este derecho en la decisión, es decir, qué se
ha considerado que atendía al interés superior del
niño, en qué criterios se ha basado la decisión y có-
mo se han ponderado los intereses del niño frente a
otras consideraciones, ya se trate de cuestiones nor-
mativas generales o de casos concretos.

No menos importante resulta también precisar que una
Tesis Aislada 1a. CCXII/2017 (10a.) emitida por la
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, nos proporciona el concepto de víctima indirec-
ta, la cual:
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...alude a un sujeto que no sufre la conducta ilíci-
ta de la misma forma que la víctima directa, pe-
ro también encuentra afectados sus propios de-
rechos a partir del impacto que recibe la
denominada víctima directa, de tal manera que el
daño que padece se produce como efecto del que és-
ta ha sufrido, pero una vez que la violación la al-
canza se convierte en una persona lesionada bajo un
título propio. Así, puede decirse que el daño que
sufre una víctima indirecta es un “efecto o con-
secuencia” de la afectación que experimenta la
víctima directa. En este orden de ideas, el ejemplo
paradigmático de víctimas indirectas son los fami-
liares de las personas que han sufrido de manera di-
recta e inmediata una vulneración en sus derechos
humanos.10

Con lo que se robustece aún más los razonamientos
expuestos de la necesidad de la presente iniciativa al
pretender salvaguardar los derechos de las huérfanas y
huérfanos víctimas de feminicidio.

Adecuar y actualizar la legislación en la lucha de los
derechos de las huérfanas y huérfanos víctimas de fe-
minicidio es indispensable para otorgarles la mayor
protección posible, así como la certeza de será repara-
do el daño causado y reintegrarlos a una vida sana,
adecuada, normal, lo antes posible.

Por su parte, el director ejecutivo de la Red por los De-
rechos de la Infancia en México (REDIM), Juan Mar-
tín Pérez García, ha declarado en diversas entrevistas
a medios de comunicación que actualmente no existe
un protocolo específico para tratar a un menor que fue
testigo de un hecho criminal, lo que es una tarea pen-
diente.11

También señala que “Debe de existir una restitución
de los derechos de los menores de edad, además de un
acompañamiento psicológico y de salud, lo cual está
en mandato de ley, pero eso no quiere decir que estén
funcionando. Lo ideal es tener un abordaje integral
que requiera una intervención focalizada y psiquiátri-
ca de forma profesional, pues una experiencia tan fuer-
te a lo largo de su vida no se borra”.

En este sentido, de acuerdo con datos del Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (INEGI), 44% de los
asesinatos de mujeres son cometidos por sus parejas
sentimentales, lo que, de acuerdo con el Diagnóstico y

Tratamiento del Trastorno por Estrés Postraumático en
Niños y Adolescentes, puede ocasionar ansiedad y es-
trés postraumático, lo que va a repercutir en el des-
arrollo del menor que puede presentar actitudes vio-
lentas y en general una mala salud mental.12

En la Guía de Trastorno por estrés postraumático o en
Niños y Adolescentes del Hospital Psiquíatrico Infan-
til Dr. Juan N. Navarro señala que es necesaria la aten-
ción inmediata a la salud mental de niños que se en-
frentan a un hecho traumático ya que tiene efectos
negativos en la salud mental y en la adaptación a la vi-
da social y el desarrollo de otras enfermedades menta-
les del menor expuesto a este tipo de situaciones.13

Aproximadamente un 15% de los niños que experi-
mentan un evento traumático, desarrollarán un TEPT.
Existen factores que aumentan la probabilidad de que
se presente este trastorno después de un evento trau-
mático.

“Las afectaciones pueden ser desde un trastorno de es-
trés postraumático, ausencia de actividad emocional,
no reconocimiento de su entorno, dificultad de sociali-
zación, disociación y depresión. Es mucho más difícil
trabajar estos casos, sobre todo si el victimario es el
padre o alguna figura paterna, pues son chicos que re-
almente piensan que nada ni nadie los puede prote-
ger”. 

Iniciativa Spotligh de ONU Mujeres

El 10 de febrero de 2021 se firmó el Memorándum de
entendimiento entre la Entidad de las Naciones Unidas
para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de
las Mujeres y la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión, de la LXIV Legislatura.

En dicho documento se señala que la Iniciativa Spo-
tlight es una alianza multiactor entre la Unión Euro-
pea, la Organización de las Naciones Unidas, el Go-
bierno de México, la sociedad civil y el sector privado.
En la cual participan 6 agencias de la ONU: la Entidad
de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y
el Empoderamiento de las Mujeres, ONU Mujeres; el
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo,
PNUD; el Fondo de Población de las Naciones Uni-
das, UNFPA; la Oficina de las Naciones Unidas Con-
tra la Droga y el Delito, UNODC; la Oficina de la Al-
ta Comisionada de las Naciones Unidas para los
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Derechos Humanos, ONU DH, y el Fondo de las Na-
ciones Unidas para la Infancia, UNICEF.

El programa interinstitucional de la Iniciativa Spo-
tlight está diseñado para fortalecer, complementar y
respaldar los mecanismos, programas e iniciativas
existentes a nivel federal, destinados a erradicar el fe-
minicidio y otras formas de violencia contra las muje-
res y niñas en México; y tiene, además, un enfoque es-
pecífico en el acceso a la justicia y la lucha contra la
impunidad en el tema de la violencia contra las muje-
res y niñas y de los feminicidios. Por ello, con base en
el Programa de la Iniciativa Spotlight fueron seleccio-
nados para iniciar con la implementación del proyec-
to, además del orden federal, las entidades federativas
de Chihuahua, Estado de México y Guerrero.

Adicionalmente, dentro de los objetivos del Pilar 1 de
la Iniciativa Spotlight, el cual coordina la oficina de
ONU Mujeres, se encuentra el contribuir a que los
marcos legislativos y político nacionales y locales, ba-
sados en evidencia y en concordancia con los estánda-
res internacionales de derechos humanos sobre todas
las formas de VCMN, sean los más progresivos y pro-
tectores de los derechos de las mujeres y las niñas.

A través de este Memorándum de Entendimiento las
partes se comprometen a impulsar una alianza parla-
mentaria de carácter no vinculante para analizar, dis-
cutir y elaborar propuestas legislativas en materia de
erradicación de la violencia contra las mujeres y las ni-
ñas, así como promover esfuerzos orientados a garan-
tizar el pleno acceso a sus derechos conforme a los
principios contenidos en los instrumentos internacio-
nales de derechos humanos.

En el marco de los compromisos adquiridos, las partes
han realizado diversas mesas de trabajo periódicas a
través de las cuales se han analizado de manera con-
junta las propuestas de iniciativas de ley a nivel fede-
ral en los temas principales, así como las propuestas
elaboradas por el equipo técnico de la Iniciativa Spo-
tlight en el marco de la implementación del proyecto.
Asimismo, ONU Mujeres ha presentado dentro de las
mesas de trabajo a las que se refiere el numeral ante-
rior, una propuesta de paquete de reformas conforme
al “Diagnóstico de armonización del marco legal fede-
ral y de las entidades federativas de Chihuahua, Gue-
rrero y Estado de México” y al ámbito que correspon-
da, a efectos de contribuir al desarrollo legislativo.

Dentro de los rubros prioritarios que tienen un impacto
estructural, se encuentran el feminicidio, feminicidio in-
fantil, la violencia familiar, huérfanos y huérfanas vícti-
mas del feminicidio, violencia sexual y desaparición de
niñas y mujeres; por lo que el presente proyecto de de-
creto se concentra la segunda etapa que contempla re-
formar la Ley de Asistencia Social, Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; Ley General
de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y
Desarrollo Integral Infantil, Ley General de Víctimas,
Código Civil Federal y Código Penal Federal, en mate-
ria de huérfanas y huérfanos víctimas de feminicidio.

Con las propuestas de modificación a a la Ley de Asis-
tencia Social se pretende contribuir a incrementar los
factores de regulación sobre casos de vulnerabilidad
de niñas, niños y adolescentes se tienen que enfrentar
la muerte de su madre por haber sido víctima de femi-
nicidio; la incorporación de la Comisión Nacional pa-
ra Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres
al Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y
Privada y contribuir en la coordinación del mecanismo
de atención integral; especificar que se deberá propor-
cionar atención psicológica especializada.

Respecto de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, se incluyen de manera integral
los derechos de niñas, niños y adolescentes se tienen
que enfrentar la muerte de su madre por haber sido
víctima de feminicidio, reconociendo está situación
como una condición de vulnerabilidad; así como que
se contribuya a garantizar que tengan acceso a la jus-
ticia y recibir protección integral del Estado; la imple-
mentación de políticas de atención integrales y enfo-
cadas específicamente a este sector de la población, así
como considerarlos en la aplicación de las medidas ur-
gentes de protección especial.

En la Ley General de Prestación de Servicios para la
Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, consi-
deramos importante que los Centros de Atención cuen-
ten con especialistas en psicología para la atención ni-
ñas, niños y adolescentes se tienen que enfrentar la
muerte de su madre por haber sido víctima de feminici-
dio; y muy importante la implementación y promoción
de programas sobre los efectos de las violencias y sus
consecuencias, en particular de la violencia feminicida.

Ley General de Víctimas el establecimiento de medi-
das de ayuda inmediata, asistencia y atención; e incor-
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porar en el Programa de Atención Integral a Víctimas
propuestas con especial atención a niñas, niños y ado-
lescentes se tienen que enfrentar la muerte de su ma-
dre por haber sido víctima de feminicidio.

En el tema de Adopción y patria potestad, se realizan
modificaciones al Código Civil Federal para integrar
supuestos de adopción más flexibles a abuelas y abue-
los donde estén involucrados niñas, niños y adolescen-
tes que son víctimas indirectas y que enfrentar la
muerte de su madre por la comisión del delito de fe-
minicidio; además contemplar como una de las causa-
les de la pérdida de la patria potestad o suspensión de
esta, cuando el padre se encuentre involucrado en la
comisión del delito de feminicidio. De igual forma, se
propone la derogación de disposiciones generales que
replican roles y estereotipos de género relacionados
con responsabilidades familiares.

Para el caso de la reparación integral del daño para es-
te sector de la población, se responsabiliza al Estado
para reparar el daño cuando el sujeto activo no cuente
con los recursos económicos ni las condiciones sufi-
cientes para hacer frente.

En este contexto, se hace necesario que sumemos
esfuerzos institucionales con el objetivo de adecuar
nuestro marco normativo a los estándares interna-
cionales, así como impulsar propuestas pendientes,
en materia de regulación a huérfanas y huérfanos
víctimas de feminicido lo que nos acercará a garan-
tizar los derechos humanos de este sector de la po-
blación que se encuentra en condiciones de vulnera-
bilidad.

Es así que la propuesta de reformas plasmadas en la
presente iniciativa se encuentra debidamente fundada,
motivada y justificada, pues actualmente es casi nula
la regulación existente respecto al tema, resultando ne-
cesario dar cumplimiento a los compromisos interna-
cionales a los que el Estado mexicano se encuentra
obligado.

Por las manifestaciones expuestas es que esperamos el
acompañamiento de los integrantes de este honorable
Congreso de la Unión para continuar fortaleciendo
nuestro marco jurídico en materia de huérfanas y huér-
fanos víctimas de feminicidio, salvaguardando los de-
rechos y la integridad de la familia, brindando acom-
pañamiento y certeza jurídica.

La reforma que se propone se describe en los siguien-
tes cuadros comparativos, con el objetivo de facilitar
su comprensión: 

Ley de Asistencia Social
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Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes
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Ley General de Prestación de Servicios para la
Atención, Cuidado d Desarrollo Integral Infantil

Ley General de Víctimas
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Código Civil Federal

Código Penal Federal

Es por lo anteriormente expuesto que sometemos a
consideración de esta Soberanía, el siguiente proyecto
de
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Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de las Leyes de Asistencia Social;
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes; General de Prestación de Servicios para la
Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil;
General de Víctimas, de los Códigos Civil Federal,
y Penal Federal, en materia de huérfanas y huérfa-
nos víctimas de feminicidio.

Artículo Primero. Se reforma el inciso i) de la frac-
ción I del artículo 4; se reforman las fracciones VII,
VIII, XII y se adiciona una fracción XV al artículo 9
recorriéndose en su orden la subsecuente; se reforma
la fracción III del artículo 10; se reforma el inciso f) de
la fracción I, la fracción III y XI del artículo 12; se re-
forma el inicio j) y se adiciona un inciso t) recorrién-
dose en su orden la subsecuente del artículo 22; se re-
forma el inciso c), m),p), q), r) y se adiciona un párrafo
al inciso e) del artículo 28, de la Ley de Asistencia So-
cial, para quedar como sigue:

Artículo 4. …

…

I. … 

a) a la h). …

i) Infractores y víctimas del delito; así como
quienes sean víctimas indirectas y que en-
frenten la muerte de la madre por la comisión
del delito de feminicidio.

j) a la m). …

II. a la XII. …

Artículo 9. …

I. a la VI. …

VII. Formar personal profesional en materias rela-
cionadas con la prestación de servicios de asistencia
social con enfoque de derechos humanos;

VIII. Coordinar un Sistema Nacional de Informa-
ción en materia de asistencia social en colaboración
con el INEGI; dicho sistema deberá precisar in-
formación desagregada por sexo, edad, etnia,

lengua, país de origen, condición de vulnerabili-
dad, precariedad alimentaria, de vivienda, edu-
cativa, por ingresos y acceso a servicios de salud,
y si la persona se encuentra en una situación de
víctima por delitos, de forma particular por or-
fandad por la muerte de la madre por violencia
feminicida;

IX. a la XI. …

XII. Realizar investigaciones sobre las causas y
efectos de los problemas prioritarios de asistencia
social que permita procurar el diseño de progra-
mas o estrategias encaminadas al fortalecimien-
to de una ciudadanía con herramientas para su
propio desarrollo; 

XIII. a la XIV. …

XV. Integrar, coordinar y evaluar las políticas en
los servicios de salud que requieran atención psi-
cológica, tanatolo?gica y psiquiátrica especiali-
zada para las niñas, niños y adolescentes que en-
frenten la muerte de la madre por la comisión
del delito de feminicidio, garantizando una coor-
dinación interinstitucional para cumplir este ob-
jetivo, y

XVI. Las demás que le otorga la Ley General de Sa-
lud.

Artículo 10. …

I. a la II. …

III. Recibir los servicios sin discriminación y con
respeto a sus derechos humanos.

Capítulo III
Servicios de la Asistencia Social

Artículo 12. … 

I. …

a) a la e). …

f) La realización de investigaciones sobre las cau-
sas y efectos de los problemas prioritarios de asis-
tencia social; así como, diagnósticos sobre la si-
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tuación de las niñas, niños y adolescentes en
condición de vulnerabilidad, incluyendo a las
víctimas indirectas por violencia feminicida;

g) a la i) …

II. …

III. La protección de los derechos de niñas, niños y
adolescentes con enfoque integral, transversal y
con perspectiva de derechos humanos, desde la
representación jurídica y la promoción de su sano
desarrollo físico, mental y social; priorizando la
salud emocional de víctimas de delitos, en espe-
cial, aquellas por violencia feminicida;

IV. a la X. …

XI. La prevención al desamparo o abandono y la
protección a los sujetos que lo padecen; otorgando
un enfoque especial a las niñas, niños y adoles-
centes que sean víctimas indirectas y que enfren-
ten la muerte de la madre por la comisión del de-
lito de feminicidio.

XII. a la XIV. …

Artículo 22. …

a) a la i). … 

j) El Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas;

k) a la s). …

t) La Comisión Nacional para Prevenir y Erra-
dicar la Violencia contra las Mujeres.

u) Las demás entidades y dependencias federales,
estatales y municipales, así como los órganos des-
concentrados que realicen actividades vinculadas a
la asistencia social.

Artículo 28. El Organismo será el coordinador del
Sistema, y tendrá las siguientes funciones: 

a) a la b). …

c) Con fundamento en lo establecido en los artícu-
los 1o., 2º., 5o. 6o. y los demás aplicables de la

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, y atendiendo al interés superior de la
infancia, El Organismo tendrá como responsabili-
dad coadyuvar en el cumplimiento de esa Ley;

d) …

e) Poner a disposición del Ministerio Público, los
elementos a su alcance para la protección de los de-
rechos familiares. 

Tratándose de las niñas, niños y adolescentes que
sean víctimas indirectas y que enfrenten la
muerte de la madre por la comisión del delito de
feminicidio, otorgará especial atención para ga-
rantizar que tengan acceso a la justicia.

f) a l). …

m) Organizar, promover y operar el Centro de In-
formación y Documentación sobre Asistencia So-
cial; así como crear, organizar y operar el siste-
ma de datos y registros de niñas, niños y
adolescentes que enfrentan la muerte de su ma-
dre por violencia feminicida;

p) Promover la formación, capacitación y profesio-
nalización del personal encargado de la prestación
de los servicios de asistencia social, con enfoque
de derechos humanos;

q) Operar establecimientos de asistencia social y
llevar a cabo acciones en materia de prevención en-
caminada a detectar los factores de riesgo de vul-
nerabilidad y establecer programas, proyectos,
servicios y acciones dirigidos a disminuirlos;

r) Diseñar modelos de atención para la prestación
de los servicios asistenciales dirigidos a brindar
herramientas para su reincorporación social;

s) a la z). …

Artículo Segundo. Se reforma el tercer párrafo del ar-
tículo 40; se adiciona una fracción IX y se reforma el
párrafo cuarto del artículo 47; se reforma la fracción
IV del artículo 83; se reforma la fracción XIII del artí-
culo 116; se adiciona una fracción VI recorriéndose en
su orden la subsecuente del artículo 120; se reforma la
fracción V y X, y se adiciona un inciso c) a la fracción

Martes 20 de abril de 2021 Gaceta Parlamentaria89



VI del artículo 122, todos de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar
como sigue:

Artículo 40. …

…

Serán factor de análisis prioritario las diferencias de
género como causa de vulnerabilidad y discriminación
en contra de las niñas y las adolescentes; así como las
niñas, niños y adolescentes que sean víctimas indi-
rectas y que enfrenten la muerte de la madre por la
comisión del delito de feminicidio.

Artículo 47. …

I. a la VIII. …

IX. La muerte como consecuencia del delito de
feminicidio. 

…

…

Las autoridades competentes, están obligadas a im-
plementar medidas especiales para prevenir, sancio-
nar y reparar las conductas previstas en este artícu-
lo para niñas, niños y adolescentes con
discapacidad; así como de quienes sean víctimas
indirectas y que enfrenten la muerte de la madre
por la comisión del delito de feminicidio.

Artículo 83. …

I. a la III. …

IV. Que se les garantice el acceso a la justicia, im-
plementar mecanismos de apoyo al presentar una
denuncia, participar en una investigación o en un
proceso judicial;

V. a la XIII. …

Artículo 116. …

I. a la XII. …

XIII. Adoptar las medidas apropiadas para promo-

ver la recuperación física y psicológica y la restitu-
ción de derechos de niñas, niños y adolescentes,
víctimas de cualquier forma de violencia, incluidos
aquellos y aquellas víctimas indirectas por vio-
lencia feminicida;

XIV. a la XXV. …

Artículo 120. …

I. a la V. …

VI. La creación, organización y operación del
sistema de datos y registros de niñas, niños y
adolescentes que son víctimas indirectas y que
enfrentan la muerte de la madre por la comisión
del delito de feminicidio.

VII. …

Artículo 122. … 

I. a IV. …

V. Denunciar ante el Ministerio Público aquellos
hechos que se presuman constitutivos de delito en
contra de niñas, niños y adolescentes, para garan-
tizar que tengan acceso a la justicia y a la repa-
ración integral del daño.

VI. …

a) a la b). …

c) La actuación e intervención inmediata de la
autoridad para resguardar su integridad de
niñas, niños y adolescentes que sean víctimas
indirectas por enfrentar la muerte de la ma-
dre por la comisión del delito de feminicidio.

…

VII. a la IX. …

X. Desarrollar los lineamentos y procedimientos a
los que se sujetarán para la restitución de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, así como los
procedimientos para niños, niñas y adolescentes
que enfrentan la muerte de su madre por violen-
cia feminicida;
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XI. a la XVI. …

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción XII al ar-
tículo 12; se adicionan las fracciones IX, X y XI del
artículo 19, todos de la Ley General de Prestación de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Inte-
gral Infantil, para quedar como sigue:

Artículo 12. …

I. a la XI. …

XII. Atención y acompañamiento psicológico, ta-
natolo?gico y psiquiátrico especializado.

Artículo 19. …

I. a la VIII. …

IX. Fomentar la adopción de modelos de aten-
ción integrales con personal especializado para
quienes sean víctimas indirectas y enfrenten la
muerte de su madre por la comisión del delito de
feminicidio.

X. Implementación y promoción de programas
que traten los efectos de las violencias y sus con-
secuencias, en particular la violencia feminicida.

XI. Promover medidas de prevención social del
delito, desde una perspectiva que atienda sus
causas.

Artículo Cuarto. Se adiciona un cuarto párrafo al ar-
tículo 28; se reforma la fracción II del artículo 81, to-
dos de la Ley General de Víctimas, para quedar como
sigue:

Artículo 28. …

…

…

Sin embargo, cuando se trate de niñas, niños o ado-
lescentes víctimas indirectas, que enfrentan la
muerte de la madre por la comisión del delito de fe-
minicidio y encontrándose su padre vinculado con
el hecho delictivo, las medidas de ayuda inmediata
previstas en el presente Capítulo podrán otorgarse

de forma extraordinaria por el tiempo que sea ne-
cesario.

Artículo 81. …

I. …

II. Formular propuestas para la elaboración del Pro-
grama de Atención Integral a Víctimas y demás ins-
trumentos programáticos relacionados con la pro-
tección, ayuda, asistencia, atención, defensa de los
derechos humanos, acceso a la justicia, a la verdad
y a la reparación integral de las víctimas; integran-
do propuestas con especial atención en niñas, ni-
ños y adolescentes que son víctimas indirectas y
enfrenten la muerte de su madre por la comisión
de delito de feminicidio.

III. a la XVIII. …

Artículo Quinto. Se adiciona un segundo párrafo al
artículo 391; se adiciona una fracción VI al artículo
397; se adiciona un segundo párrafo al artículo 410 B;
se deroga el artículo 410 D; se adiciona un tercer pá-
rrafo al artículo 414; se adiciona una fracción IV al ar-
tículo 447, todos del del Código Civil Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 391. …

Cuando se trate de adoptar a niñas, niños o adoles-
centes que sean víctimas indirectas y que enfrenten
la muerte de su madre por la comisión del delito de
feminicidio, la abuela o el abuelo, ya sea materno o
paterno, indistintamente podrán adoptar sin que
sea requisito encontrarse en una relación de matri-
monio o concubinato, siempre y cuando se garanti-
ce el interés superior del niño, niña o adolescente.

Artículo 397. …

I. a la V. …

VI. La Procuraduría Federal de protección de niñas,
niños y adolescentes, o las correspondientes en ca-
da entidad federativa, cuando éstos sean víctimas
indirectas y enfrenten la muerte de su madre por la
comisión del delito de feminicidio.

…
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Artículo 410 B. ….

Se exceptúa de lo dispuesto en el artículo anterior,
aquellos casos en los que la madre haya sido vícti-
ma de la comisión del delito de homicidio o femini-
cidio, y el padre se encuentre vinculado con éste he-
cho delictivo, por lo que no se requerirá que medie
dicho consentimiento.

Artículo 410 D. Se deroga

Artículo 414. … 

…

En aquellos casos en los que la madre haya sido víc-
tima de la comisión del delito de homicidio o femi-
nicidio, y el padre se encuentre vinculado con éste
hecho delictivo, por lo que no se requerirá que me-
die dicho consentimiento, el juez de lo familiar de-
berá de considerar priorizar la prelación de los as-
cendientes en segundo grado por la línea materna,
siempre y cuando se garantice el interés superior
del niño, niña o adolescente.

Artículo 447. …

I. a la III. …

IV. Cuando quien la ejerce, se encuentre sujeto a
un procedimiento penal por violencia familiar,
feminicidio o involucre violencia en contra de
con quien comparte la patria potestad.

Artículo Sexto. Se adiciona un cuarto párrafo al artí-
culo 325 del Código Penal Federal, para quedar como
sigue:

Artículo 325. …

I. a la VII. …

…

…

Para el caso de que el sujeto activo no contara con
los recursos económicos ni las condiciones suficien-
tes para garantizar la reparación integral del daño,
el Estado asumirá la responsabilidad de reparar el

daño cuando las víctimas indirectas sean niñas, ni-
ños y adolescentes.

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente Decreto.

Notas
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- Más de 700 menores quedan huérfanos por feminicidios cada

mes (publimetro.com.mx)

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Lorena Jiménez Andrade (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE

LA RENTA, A CARGO DEL DIPUTADO MARIO MATA CA-
RRASCO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El que suscribe, diputado Mario Mata Carrasco, y las
diputadas y diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional de la LXIV Le-
gislatura; con fundamento en lo dispuesto en la frac-
ción II del artículo 71 y en el inciso h del artículo 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en el artículo 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la honorable Cámara de Diputados,
someten a consideración de esta honorable asamblea,
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma y adiciona la Ley del Impuesto sobre la
Renta en materia de procedimientos de discrepancia
fiscal, conforme a la siguiente

Exposición de motivos

I. Planteamiento del problema a resolver con la
propuesta

La política fiscal de cualquier país puede entenderse
como un conjunto de medidas, tendientes a diseñar y
gestionar acciones de gobierno, orientadas a la aten-
ción de diversas temáticas de interés público; como las
que tienen que ver con los impuestos y el régimen tri-
butario, el presupuesto de gasto y sus componentes, el
endeudamiento público y en general a todas aquellas
variables de control que se refieren a la estabilidad
económica, aplicables a los distintos niveles y órdenes
de gobierno.1

Así, en este contexto de actividades económicas y fi-
nancieras, se localizan diversas herramientas que tra-
dicionalmente contribuyen a optimizar la búsqueda de
la estabilidad del valor del dinero y a evitar desequili-
brios permanentes en las balanzas de pagos y paralela-
mente realizan el ejercicio de revisión de las tasas de
interés y la inflación, entre otras acciones similares.

En este orden de ideas y para el caso del sistema tri-
butario mexicano, sobresale que en los últimos tiem-
pos se han diseñado una serie de estrategias y reformas
hacendarias, direccionadas a lograr una mayor recau-
dación y pretendiendo a la vez acelerar el crecimiento
y la estabilidad económica; objetivos que solo se po-
drán alcanzar, si las estrategias de referencia colocan
al ciudadano en el centro de las acciones, atendiendo
sus realidades y apoyándolo para que éste pueda cum-
plir satisfactoriamente con sus obligaciones fiscales. 

Aunado a todo lo anterior, hay que recordar que ac-
tualmente se ha alcanzado un importante avance en el
uso de la tecnología, situación que está dejando la
puerta abierta a la modernidad en variados tópicos, in-
cluyendo por supuesto el tema del quehacer tributario;
situación que está cerrando los numerosos espacios de
evasión fiscal, puesto que la autoridad hacendaria
cuenta con mayores elementos para tener un más fácil
acceso a la revisión de las cuentas, ya sean las banca-
rias, las de crédito o las de inversiones financieras.

Bajo esta nueva realidad, hay que reconocer y poner
en la balanza que el ente recaudador de nuestro país,
cuenta con las facilidades necesarias para obtener in-
formación a través de terceros, que le permiten com-
pulsar diversas bases de datos, ya sea mediante los
bancos, de los establecimientos comerciales, así como
de los propios medios con los que dispone para poder
verificar, si existe cualquier tipo de discrepancia entre
los gastos y las declaraciones de las personas físicas.
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Ante ese escenario, el ciudadano puede sentirse cada
vez más vulnerable y en estado de indefensión ante la
autoridad, sobre todo si no cuenta con los instrumen-
tos normativos necesarios, ágiles y expeditos, que le
permitan avanzar hacia el rápido esclarecimiento de
cualquier procedimiento de discrepancia fiscal que pu-
diera resultarle; toda vez que con la normatividad ac-
tual, debe aclarar y documentar las diferencias resul-
tantes, en poco tiempo y con serias desventajas. 

De esta situación se desprende la presente propuesta, y
está direccionada a que los ciudadanos, puedan acla-
rar, en su caso, posibles inconsistencias si las eroga-
ciones que realiza en un año calendario, superan
los ingresos declarados o viceversa y que si esto lle-
gara a ocurrir, al menos cuenten en la formalización de
un procedimiento de discrepancia fiscal, con los tiem-
pos, características y espacios necesarios para que la
comprobación se lleve a cabo de la mejor forma posi-
ble.

Y es con base en todo lo anteriormente expuesto, que
la presente iniciativa con Proyecto de decreto, preten-
de modificar la Ley del Impuesto sobre la Renta, posi-
bilitando los siguientes objetivos:

1. Se actualiza a favor del contribuyente el monto
asignado en materia de préstamos, donativos y pre-
mios, de acuerdo con el Índice Nacional de Precios
al Consumidor y se determina que quedan a salvo
sus derechos para declararlos, aun cuando no se en-
cuentre debidamente inscrito en el Registro Federal
de Contribuyentes y las autoridades procedan a di-
cha inscripción. 

2. Se detallan con mayor precisión las característi-
cas para que no se consideren como ingresos obte-
nidos los rendimientos de fideicomisos, así como se
amplían para este efecto, algunos fines como el de
financiamiento a la educación a nivel posgrado -
siempre que se trate del propio contribuyente o su
cónyuge- los de ordenamiento ecológico, preserva-
ción, educación ambiental y participación social.

3. Se adiciona un tope para que no sean considera-
dos como ingresos los captados a través de deter-
minados programas sociales, así como se puntuali-
za que los referentes a capacitaciones laborales,
apoyos laborales para el bienestar de terceros, cré-
ditos o microcréditos, deben cumplir necesariamen-

te con reglas de operación y opinión de autoridades
evaluadoras.

4. Se puntualiza que la información que se utilice
para el procedimiento de discrepancia fiscal, debe-
rá ser oficial y proporcionada por terceros debida-
mente acreditados.

5. 5. Se incrementan las oportunidades para que las
autoridades fiscales puedan requerir información
adicional al contribuyente.

6. 6. Se propone detallar con mayor precisión algu-
nos supuestos que se presentan al término del pro-
cedimiento de discrepancia fiscal, como en el caso
de los requerimientos de pago donde el contribu-
yente podrá contar con la figura de negociación,
existiendo la posibilidad de que dichos pagos pue-
dan completarse en parcialidades accesibles y debi-
damente documentadas.

II. Marco conceptual 

En este apartado, se pretende abundar un poco más en
los términos y conceptos que se manejarán en la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, esperando
que resulten de utilidad para comprender con mayor
facilidad los aspectos que se proponen modificar. 

De esta forma tenemos que para la presente propuesta,
la discrepancia fiscal ocurre cuando la autoridad,
después de un proceso de revisión comprueba que las
erogaciones o los gastos de una persona en un año ca-
lendario, son mayores a los ingresos declarados.

Por otro lado entendemos el término de fideicomiso,
como aquel que proviene etimológicamente del voca-
blo Fideicommissum (de fides, fe y committere, enco-
mendar) y se refiere a toda aquella operación mercan-
til mediante la cual una persona –ya sea física o moral-
llamada fideicomitente, destina ciertos bienes a la re-
alización de un fin lícito determinado, encomendando
ésta a una institución de crédito.

En esencia, en virtud de dicho fideicomiso, el fideico-
mitente transmite a una institución fiduciaria la pro-
piedad o la titularidad de uno o más bienes o derechos,
según sea el caso, para ser destinados a fines lícitos y
determinados, encomendando la realización de dichos
fines a la propia institución fiduciaria.2
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Paralelamente, cuando aludimos al objeto de un fi-
deicomiso, nos estamos refiriendo básicamente, a toda
clase de bienes y derechos de propiedad del fideico-
mitente, salvo aquellos que, conforme a la Ley, sean
estrictamente personales de su titular.

Así, los bienes que se den en fideicomiso, se conside-
rarán afectos al fin a que se destinan y en consecuen-
cia, sólo podrán ejercitarse respecto a ellos los dere-
chos y acciones que al mencionado fin se refieran,
salvo los que expresamente se reserve el fideicomiten-
te, los que para él deriven del fideicomiso mismo o los
adquiridos legalmente respecto de tales bienes, con
anterioridad a la constitución del fideicomiso, por el
fideicomisario o por terceros. 

Como consecuencia de lo anterior, pueden ser fideico-
misarios las personas que tengan la capacidad necesa-
ria para recibir el provecho que el fideicomiso impli-
ca. El fideicomisario podrá ser designado por el
fideicomitente en el acto constitutivo del fideicomiso
o en un acto posterior y se reconoce que el fideicomi-
so podrá ser válido aunque se constituya sin señalar fi-
deicomisario, siempre que su fin sea lícito y determi-
nado y conste la aceptación del encargo por parte del
fiduciario.

Por lo que hace al término que se refiere a los gastos,
se coincide con lo expresado en el Diccionario de la
Real Academia Española, donde se dice que gastar sig-
nifica la acción de expender o emplear el dinero en una
cosa o un servicio. En este caso el dinero sale del pa-
trimonio del particular y como consecuencia de esta
acción, se pierde el ámbito de su disponibilidad.

En el ámbito de los fines de los fideicomisos, cuando
hablamos de los que tienen que ver con el ordena-
miento ecológico, estamos haciendo referencia, al
instrumento de política ambiental cuyo objeto es regu-
lar o inducir el uso del suelo y las actividades produc-
tivas, con el fin de lograr la protección del medio am-
biente y la preservación y el aprovechamiento
sustentable de los recursos naturales, a partir del aná-
lisis de las tendencias de deterioro y las potencialida-
des de aprovechamiento de los mismos.3

En esta misma tónica, la preservación, es para efectos
de esta propuesta, el conjunto de políticas y medidas
para mantener las condiciones que propicien la evolu-
ción y continuidad de los ecosistemas y hábitat natu-

rales, así como conservar las poblaciones viables de
especies en sus entornos naturales y los componentes
de la biodiversidad fuera de sus hábitat naturales.

Y colateralmente a este último precepto, se entiende
por educación ambiental, al proceso de formación di-
rigido a toda la sociedad, tanto en el ámbito escolar co-
mo en el ámbito extraescolar, para facilitar la percep-
ción integrada del ambiente a fin de lograr conductas
más racionales a favor del desarrollo social y del am-
biente. La educación ambiental comprende la asimila-
ción de conocimientos, la formación de valores, el
desarrollo de competencias y conductas con el propó-
sito de garantizar la preservación de la vida.4

En lo que se refiere a la participación social, tenemos
que es todo derecho de las personas y organizaciones
a intervenir e integrarse, individual o colectivamente
en la formulación, ejecución y evaluación de las polí-
ticas, programas y acciones del desarrollo social.

En este mismo sentido, tenemos que para efectos de
esta iniciativa el término posgrado o postgrado, es el
ciclo de estudios de especialización que se cursa tras la
graduación o licenciatura. Se trata de la formación que
sigue al título de grado, que es la titulación de educa-
ción superior que se obtiene al llegar al término de una
carrera universitaria de cuatro o cinco años.

Y finalmente los ingresos gravados son todos aquellos
determinados por la Ley del Impuesto sobre la Renta
(LISR) y que están sometidos al pago del impuesto,
luego de haber aplicado las deducciones legalmente
establecidas, en el caso de haberlas.

III. Desarrollo de los objetivos del proyecto 

1, Se adiciona la posibilidad de que el contribuyen-
te pueda actualizar el monto correspondiente a
préstamos, donativos y premios, de acuerdo con el
Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC).
Esta nueva disposición se determina a partir del ejer-
cicio fiscal 2020, considerando que es la fecha por la
cual históricamente se estará considerando con mayor
intensidad la aplicación del procedimiento de discre-
pancia fiscal. 

En este orden de ideas, las personas físicas residentes
en México que estén obligadas a informar en su decla-
ración del ejercicio correspondiente, sobre sus présta-
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mos, sus donativos y sus premios, siempre que éstos,
en lo individual o en su conjunto no excedan los $
600,000.00, podrán actualizar dicha cantidad a partir
de la fecha de referencia, esto de acuerdo con el ins-
trumento estadístico denominado INPC.

Este cambio tiene que ver con la necesidad de incre-
mentar dicho monto, toda vez que con los índices de
inflación que se registran en el país, resulta pertinente
actualizar las cantidades del precepto correspondiente,
con la intencionalidad de crear un incentivo positivo,
para que las personas declaren con toda precisión los
rubros de referencia. 

Y este cambio se plantea así, porque como sabemos el
INPC, es un indicador económico global cuya finali-
dad es la de medir a través del tiempo, la variación que
pudiera llegar a existir, respecto de los precios de la
canasta básica; considerada por las autoridades corres-
pondientes como instrumento representativo del con-
sumo de los hogares mexicanos urbanos. 

En este contexto es de reconocerse que El INPC es el
instrumento estadístico por medio del cual puede me-
dirse el fenómeno económico que se conoce como in-
flación, provocado por el desequilibrio existente entre
la producción y la demanda de bienes de consumo y
servicios, a causa del incremento continuo de los pre-
cios, con la consecuente pérdida del valor adquisitivo
del dinero, para poder allegarse o hacer uso de ellos. 

2. Se detallan con mayor precisión, las característi-
cas necesarias para que no se consideren ingresos
obtenidos por los contribuyentes, los rendimientos
de fideicomisos, ya sea para el fideicomitente como
para el fideicomisario. Con esta modificación nos es-
tamos refiriendo a que de toda clase de bienes y dere-
chos entregados en fideicomisos, ya sea por el fideico-
mitente que trasmite la propiedad de los bienes o por
el fideicomisario que es quien tiene a su cargo el be-
neficio derivado del mismo, no podrán ser sumadas en
las declaraciones como parte de los ingresos obtenidos
y por ende no podrá acumularse en el procedimiento
de discrepancia fiscal. 

Con lo anterior, se pretende brindar un beneficio adi-
cional al contribuyente, de manera tal que no se agre-
guen supuestos, a la de por sí ya pesada carga de ver-
se sometido a un procedimiento de discrepancia fiscal,
en donde tendrán que ser revisados necesariamente to-

dos los conceptos que tengan que ver con sus eroga-
ciones, ya sean gastos, adquisiciones de bienes, depó-
sitos en cuentas bancarias, inversiones financieras o de
tarjetas de crédito.

3. Se amplían los fines por los cuales no se conside-
rarán como ingresos de los contribuyentes, algunos
rendimientos de bienes entregados en fideicomiso.
En este contexto, se están adicionando a los ya exis-
tentes -como son los científicos, políticos o religiosos
o a los establecimientos de enseñanza y a las institu-
ciones de asistencia o de beneficencia, los que tienen
que ver con el ordenamiento ecológico, la preserva-
ción y la educación ambiental, así como los de par-
ticipación social. 

Con este cambio se pretende abonar hacia la crea-
ción de fideicomisos que tengan que ver con la pre-
servación y restauración del equilibrio ecológico, así
como con la protección al ambiente en el territorio
nacional, enfocando los esfuerzos hacia el desarrollo
sustentable, conceptualizado como el proceso me-
diante el cual se tiende a mejorar la calidad de vida
y la productividad de las personas, que se funda
principalmente en medidas apropiadas de preserva-
ción, protección y aprovechamiento de los recursos
naturales.

En esta tónica, habrá un mayor número de ciudadanos
trabajando de manera decidida, para que no se com-
prometa la satisfacción de las necesidades de las gene-
raciones futuras, considerando que los ecosistemas
son patrimonio común de la sociedad y de su adecua-
do equilibrio, dependen en gran medida la vida y las
posibilidades productivas del país, considerando que
los ecosistemas y sus elementos, debieran ser altamen-
te aprovechados para asegurar una eficiente producti-
vidad, de manera óptima y sostenida. 

4. Para el caso de financiamiento a la educación, se
amplían los fines de los rendimientos de bienes en-
tregados en fideicomiso, para que aparte de los desti-
nados a financiar la educación hasta nivel licenciatura
de sus descendientes en línea recta, también se consi-
deren los de posgrado, cuando se trate de estudios del
propio contribuyente o de su cónyuge, siempre que es-
tos esfuerzos por mejorar su nivel, cuenten con el re-
conocimiento de validez oficial que les da la formali-
dad correspondiente. 
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Y esto es muy importante, porque de alguna manera
con esta propuesta se están procurando la creación de
los incentivos necesarios, para poder motivar a la po-
blación a continuar con sus estudios o a impulsar a su
cónyuge para que también amplíe su proyecto educa-
tivo; toda vez que será menester para el cumplimiento
de esta disposición, la creación de un fideicomiso di-
señando especialmente para dicho fin, con el conse-
cuente ahorro y direccionalidad de la parte educativa,
que se tomaría de manera preferencial para este tipo de
gastos.

5. Se adiciona un tope para que no sean considera-
dos como ingresos ciertos supuestos de Programas
Sociales. De esta forma, bajo la modalidad que nos
ocupa, los ingresos por apoyos económicos o moneta-
rios que reciban los contribuyentes a través de los pro-
gramas previstos en los presupuestos de egresos, de la
Federación o de las Entidades Federativas, no sean
considerados como ingresos, siempre que estos no ex-
cedan en su conjunto más de dos salarios mínimos ge-
nerales de la zona correspondiente, elevados al año. 

Este cambio tiene por objetivo, que el contribuyente
procure no permanecer al amparo de los programas so-
ciales por mucho tiempo y de forma indefinida, si no
que por el contrario busque allegarse de las oportuni-
dades de trabajo o de mejora en sus ingresos, a través
de lograr una mejor ocupación, o establecimiento al-
gún tipo de microempresa, que por pequeña que sea
siempre contribuirá a generar mejores niveles de des-
arrollo social, de manera inversa a las acciones que ge-
neran un excesivo paternalismo. 

Por otro lado y como consecuencia del apartado ante-
rior, se adicionan también en esta propuesta, algunas
precisiones para que en el caso de los recursos que re-
ciban los contribuyentes y que se destinen al apoyo de
actividades empresariales, como pueden ser las capa-
citaciones laborales, los apoyos laborales para el
bienestar de terceros, los créditos o los microcrédi-
tos, los programas correspondientes cuenten necesa-
riamente con un padrón de beneficiarios, con reglas de
operación claramente definidas y otras formalidades. 

El anterior cambio se perfila a lograr, que tanto los be-
neficiarios de los programas de referencia, como los
diseñadores de las políticas públicas que inciden en su
puesta en marcha, tomen en cuenta en mayor medida
las recomendaciones que llevan a cabo los organismos

encargados de su revisión, tales como el Consejo Na-
cional de Evaluacion de la Politica de Desarrollo So-
cial -CONEVAL- que mide la pobreza en el país y eva-
lua programas y politicas sociales del Gobierno
Federal, o la Auditoría Superior de la Federación, cu-
ya función principal es la de llevar a cabo la fiscaliza-
ción superior de la Cuenta Pública -en su carácter de
órgano técnico especializado de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión- además de desarrollar
programas diversos y de auditoría, ya sea de revisión,
de desempeño, etc. Tal como se corresponde al ser el
brazo fiscalizador del Poder Legislativo. 

6. Se determina que quedan a salvo los derechos del
contribuyente para declarar préstamos y donati-
vos, aún cuando no se encuentren debidamente ins-
critos en el Registro Federal de Contribuyentes y
las autoridades procedan a inscribirlo. De lo que se
está hablando en este apartado, tiene que ver con la
circunstancia de que la modificación de referencia
guarda una relación directa con los ingresos concep-
tualizados en los términos de las normas que se pre-
tenden reformar, ya sean los ingresos netos declarados,
o los que se considerarán omitidos por la actividad
preponderante del contribuyente o, en su caso, otros
ingresos. 

De esta manera, cuando se trate de préstamos y dona-
tivos que no se declaren o no se informen a las autori-
dades fiscales o en los casos que se refieran a contri-
buyentes que no se encuentren inscritos en el Registro
Federal de Contribuyentes, las autoridades fiscales
procederán, además de inscribirlo en la modalidad que
le corresponda, a dejar a salvo su derecho de declarar
los préstamos y donativos por las cantidades autoriza-
das para tal efecto; recordando que en México las per-
sonas físicas están obligadas a informar, en la decla-
ración del ejercicio que les corresponda, sobre
los préstamos, los donativos y los premios, obtenidos,
siempre que éstos, en lo individual o en su conjunto,
no excedan de una cantidad determinada. 

Y esto es así, porque, aunque dichos préstamos y do-
nativos son ingresos exentos de impuestos, deben in-
formarse en tiempo y forma, porque de no incluirse en
las declaraciones correspondientes, pueden llegar a
formar parte de los ingresos acumulables, con las con-
secuencias que se explican detalladamente a lo largo
de este ocurso. 
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7. Se determina que la información que se utilice
para el procedimiento de discrepancia fiscal, debe-
rá ser oficial y proporcionada por un tercero debi-
damente acreditado. En esencia, lo que se pretende
con este cambio, es que para conocer el monto de las
erogaciones a las que se refiere el procedimiento de la
discrepancia fiscal, las autoridades correspondientes,
podrán utilizar cualquier información, pero ésta nece-
sariamente tendrá que ser de carácter oficial, ya sea
que esta obre en su poder porque conste en sus expe-
dientes, documentos o bases de datos, o porque haya
sido proporcionada por un tercero, siempre y cuando
éste también se encuentre debidamente acreditado, o
cuando se trate de otra autoridad competente que de-
penda o proceda directamente del Estado o de una au-
toridad reconocida que cuente con la autorización o
los reconocimientos necesarios para tal efecto. 

8. Se incrementan las oportunidades para que las
autoridades fiscales puedan finalmente requerir in-
formación adicional al contribuyente. Esto tiene que
ver con la adición que se presenta en esta propuesta,
para que la autoridad hacendaria pueda requerir infor-
mación o documentación adicional al contribuyente
hasta en dos ocasiones consecutivas diferentes, es
decir; que en lugar de una, puedan llegar a ser hasta
dos las veces en las que pueda llevarse a cabo una re-
visión de esta naturaleza, misma que deberá propor-
cionarse en los términos que se prevén de manera pun-
tual, en el artículo 53, inciso c), del Código Fiscal de
la Federación, pero también de forma duplicada.

De esta manera y con motivo de sus facultades de
comprobación, las autoridades fiscales podrán solici-
tar informes o documentos al contribuyente, responsa-
ble solidario o tercero, apegándose a las disposiciones
siguientes:

“…Se tendrán los siguientes plazos para su presen-
tación:

a) Los libros y registros que formen parte de su con-
tabilidad, solicitados en el curso de una visita, de-
berán presentarse de inmediato, así como los dia-
gramas y el diseño del sistema de registro
electrónico, en su caso.

b) Seis días contados a partir del día siguiente a
aquel en que surta efectos la notificación de la soli-
citud respectiva, cuando los documentos sean de los

que deba tener en su poder el contribuyente y se los
soliciten durante el desarrollo de una visita.

c) Quince días contados a partir del día siguiente a
aquel en que surta efectos la notificación de la soli-
citud respectiva, en los demás casos.

Los plazos a que se refiere este artículo, se podrán
ampliar por las autoridades fiscales por diez días
más, cuando se trate de informes cuyo contenido
sea difícil de proporcionar o de difícil obtención.

II.- (Se deroga). …”

De esta manera, con la modificación que se propone,
queda claro que deberán duplicarse los plazos que re-
fiere el propio Código Fiscal de la Federación, para
que el contribuyente cuente con mayor oportunidad de
aclarar su situación fiscal, sin la presión que actual-
mente significa la determinación de la norma. 

Con esta posibilidad, dispondrá de más tiempo y de un
mayor número de días –doce para ser exactos- para
poder recabar su documentación, cuando ésta se co-
rresponda con la que deba tener en su poder y también
en los demás casos se deberá duplicar la cantidad de
días pasando de quince a treinta, con la posibilidad de
ampliarse hasta con veinte días, por las posibilidades
que contempla la disposición de referencia, toda vez
que actualmente son diez días los que corresponden
con esta norma. 

9. Se propone detallar con mayor precisión, algu-
nos supuestos que se presentarán al término del
procedimiento de discrepancia fiscal. Esto tiene que
ver con que una vez agotados los plazos y acreditados
documentalmente los recursos que pudieran llegar a
ser considerados total o parcialmente como una dis-
crepancia fiscal, ésta pueda finalmente definirse como
ingreso gravado y pudiera llegar a formularse la liqui-
dación respectiva, considerándose como ingresos omi-
tidos el monto de las erogaciones no aclaradas y apli-
cándose la tarifa prevista.

De esta forma, podrán ser considerados como ingresos
omitidos, el monto de las erogaciones no aclaradas y
podrá aplicarse al resultado así obtenido, lo que ac-
tualmente refiere el artículo 152 de la propia Ley del
Impuesto sobre la Renta, que a la letra dice:
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Artículo 152. Las personas físicas calcularán el im-
puesto del ejercicio sumando, a los ingresos obteni-
dos conforme a los Capítulos I, III, IV, V, VI, VIII y
IX de este Título, después de efectuar las deduccio-
nes autorizadas en dichos Capítulos, la utilidad gra-
vable determinada conforme a las Secciones I o II
del Capítulo II de este Título, al resultado obtenido
se le disminuirá, en su caso, las deducciones a que
se refiere el artículo 151 de esta Ley. A la cantidad
que se obtenga se le aplicará la siguiente:

No será aplicable lo dispuesto en este artículo a los in-
gresos por los que no se esté obligado al pago del im-
puesto y por los que ya se pagó impuesto definitivo.

Contra el impuesto anual calculado en los términos de
este artículo, se podrán efectuar los siguientes acredi-
tamientos:

I. El importe de los pagos provisionales efectuados
durante el año de calendario.

II. El impuesto acreditable en los términos de los
artículos 5, 140 y 145, penúltimo párrafo, de esta
ley.

En los casos en los que el impuesto a cargo del contri-
buyente sea menor que la cantidad que se acredite en
los términos de este artículo, únicamente se podrá so-
licitar la devolución o efectuar la compensación del
impuesto efectivamente pagado o que le hubiera sido
retenido. Para los efectos de la compensación a que se
refiere este párrafo, el saldo a favor se actualizará por
el periodo comprendido desde el mes inmediato ante-

rior en el que se presentó la declaración que contenga
el saldo a favor y hasta el mes inmediato anterior al
mes en el que se compense.

Cuando la inflación observada acumulada desde el úl-
timo mes que se utilizó en el cálculo de la última ac-
tualización de las cantidades establecidas en moneda
nacional de las tarifas contenidas en este artículo y en
el artículo 96 de esta Ley, exceda del 10 por ciento, di-
chas cantidades se actualizarán por el periodo com-
prendido desde el último mes que se utilizó en el cál-
culo de la última actualización y hasta el último mes
del ejercicio en el que se exceda el porcentaje citado.
Para estos efectos, se aplicará el factor de actualiza-
ción que resulte de dividir el Índice Nacional de Pre-
cios al Consumidor del mes inmediato anterior al más
reciente del periodo, entre el Índice Nacional de Pre-
cios al Consumidor correspondiente al último mes que
se utilizó en el cálculo de la última actualización. 

10. Para la diligencia de requerimiento de pago y
cumpliendo con las formalidades que señalen las
autoridades, el contribuyente podrá contar en su
caso, con la figura de negociación de los pagos, mis-
mos que podrán completarse en parcialidades ac-
cesibles y debidamente documentadas. Otra forma
de beneficiar al contribuyente que se vea inmerso en
un procedimiento de discrepancia fiscal, es contem-
plar en la legislación que nos ocupa, la posibilidad de
que se inicie un proceso de diálogo entre ambas partes;
destinado a alcanzar un resultado beneficioso para in-
tentar que éste pueda cumplir eficientemente con las
nuevas obligaciones impuestas y por otro lado para
que los compromisos resultantes se determinen inter-
cambiando posibilidades idóneas, para que de acuerdo
con su realidad financiera el contribuyente pueda ir
abonando a dicho cumplimiento, sin menoscabo o en
detrimento de su vida habitual.

IV. CUADRO COMPARATIVO
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Es por lo anteriormente expuesto y de acuerdo con las
disposiciones detalladas en el proemio, que someto a
consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto:

Artículo Único

a) Se reforma el artículo 91, en su séptimo párrafo, nu-
merales II y III de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

b) Se adiciona el artículo 90, en su segundo, cuarto,
quinto y sexto párrafos; así como el artículo 91, en su
quinto y sexto párrafos y el séptimo párrafo en sus nu-
merales I y III de la Ley del Impuesto sobre la Renta,
para quedar como sigue: 

Artículo 90. …

Las personas físicas residentes en México están obli-
gadas a informar, en la declaración del ejercicio, sobre
los préstamos, los donativos y los premios, obtenidos
en el mismo, siempre que éstos, en lo individual o en
su conjunto, excedan de $600,000.00, cantidad que
podrá ser actualizada a partir del 2020, de acuerdo
con el instrumento estadístico denominado Índice
Nacional de Precios al Consumidor.

…

Gaceta Parlamentaria Martes 20 de abril de 2021100



No se consideran ingresos obtenidos por los contribu-
yentes, los rendimientos de toda clase de bienes y de-
rechos entregados en fideicomisos, ya sea por el fi-
deicomitente que trasmite la propiedad de los
bienes o por el fideicomisario que es quien tiene a
su cargo el beneficio derivado del mismo, en tanto di-
chos rendimientos únicamente se destinen a fines cien-
tíficos, de ordenamiento ecológico, preservación y
educación ambiental, participación social, políticos
o religiosos o a los establecimientos de enseñanza y a
las instituciones de asistencia o de beneficencia, seña-
lados en la fracción III del artículo 151 de esta Ley, o
a financiar la educación hasta nivel licenciatura de sus
descendientes en línea recta, o de posgrado, cuando
se trate del propio contribuyente o de su cónyuge
siempre que los estudios cuenten con reconocimiento
de validez oficial.

Tampoco se consideran ingresos para efectos de este
Título, los ingresos por apoyos económicos o mone-
tarios que reciban los contribuyentes a través de los
programas previstos en los presupuestos de egresos,
de la federación o de las entidades federativas, siem-
pre que estos no excedan en su conjunto más de
dos salarios mínimos generales de la zona corres-
pondiente elevados al año, de acuerdo con lo espe-
cificado en las reglas de operación del programa
que se trate.

Para efectos del párrafo anterior, en el caso de que los
recursos que reciban los contribuyentes se destinen al
apoyo de actividades empresariales, capacitaciones
laborales, apoyos laborales para el bienestar de ter-
ceros, créditos o microcréditos, los programas co-
rrespondientes deberán contar necesariamente con un
padrón de beneficiarios; los recursos se deberán distri-
buir a través de transferencia electrónica de fondos a
nombre de los beneficiarios quienes, a su vez, deberán
cumplir con las obligaciones que se hayan establecido
en su oportunidad en las reglas de operación de los
citados programas y deberán contar con la opinión fa-
vorable por parte de la autoridad de evaluación com-
petente, así como la autoridad encargada de super-
visar el cumplimiento de las obligaciones fiscales,
cuando estén obligados a solicitarla en los términos de
las disposiciones fiscales. Los gastos o erogaciones
que se realicen con los apoyos económicos a que se re-
fiere este párrafo, que no se consideren ingresos, no
serán deducibles para efectos de este impuesto. Las
dependencias o entidades, federales o estatales, encar-

gadas de otorgar o administrar los apoyos económicos
o monetarios, deberán poner a disposición del público
en general y mantener actualizado en sus respectivos
medios electrónicos, el padrón de beneficiarios a que
se refiere este párrafo, mismo que deberá contener los
siguientes datos: nombre de la persona física benefi-
ciaria, el monto, recurso, beneficio o apoyo otorgado
para cada una de ellas, incluyendo la fecha de inicio
y término en que lo recibirá, la unidad territorial,
edad y sexo.

…

…

…

…

…

Artículo 91. …

…

…

…

Los ingresos determinados en los términos de este ar-
tículo, netos de los declarados, se considerarán omiti-
dos por la actividad preponderante del contribuyente
o, en su caso, otros ingresos en los términos del Capí-
tulo IX de este Título tratándose de préstamos y dona-
tivos que no se declaren o se informen a las autorida-
des fiscales, conforme a lo previsto en los párrafos
segundo y tercero del artículo 90 de esta Ley. En el ca-
so de que se trate de un contribuyente que no se en-
cuentre inscrito en el Registro Federal de Contribu-
yentes, las autoridades fiscales procederán, además, a
inscribirlo en el Capítulo II, Sección I de este Título,
quedando a salvo su derecho de declarar los prés-
tamos y donativos por las cantidades autorizadas
para tal efecto. 

Para conocer el monto de las erogaciones a que se re-
fiere el presente artículo, las autoridades fiscales po-
drán utilizar cualquier información oficial que obre en
su poder, ya sea porque conste en sus expedientes, do-
cumentos o bases de datos, o porque haya sido pro-
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porcionada por un tercero debidamente acreditado u
otra autoridad competente.

Para los efectos de este artículo las autoridades fisca-
les procederán como sigue:

I. Notificarán al contribuyente, el monto de las ero-
gaciones detectadas, la información que se utilizó
para conocerlas, las características principales, el
medio por el cual se obtuvo, las fechas y la discre-
pancia resultante.

II. Notificado el oficio a que se refiere la fracción
anterior, el contribuyente contará con un plazo de
sesenta días para informar por escrito a las autori-
dades fiscales, contados a partir del quinto día si-
guiente a la fecha de notificación, el origen o fuen-
te de procedencia de los recursos con que efectuó
las erogaciones detectadas y ofrecerá, en su caso,
las pruebas que estime idóneas para acreditar que
los recursos no constituyen ingresos gravados en
los términos del presente Título. Las autoridades
fiscales podrán requerir información o documenta-
ción adicional al contribuyente hasta en dos oca-
siones consecutivas, misma que deberá proporcio-
nar en los términos previstos en el artículo 53,
inciso c), del Código Fiscal de la Federación de for-
ma duplicada.

III. Una vez agotados los plazos y acreditados
documentalmente los recursos que pudieran lle-
gar a ser considerados total o parcialmente como
discrepancia fiscal, ésta se presumirá ingreso gra-
vado y se formulará la liquidación respectiva, con-
siderándose como ingresos omitidos el monto de las
erogaciones no aclaradas y aplicándose la tarifa
prevista en el artículo 152 de esta Ley, al resultado
así obtenido.

Para la diligencia de requerimiento de pago y cum-
pliendo con las formalidades que señalen las auto-
ridades, el contribuyente podrá contar en su caso,
con la figura de negociación, misma que le permiti-
rá presentar una propuesta viable, para que los pa-
gos que tenga que realizar, puedan completarse en
parcialidades accesibles y debidamente documen-
tadas. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal, contará con no-
venta días hábiles a partir de la publicación de este de-
creto, para hacer las adecuaciones normativas corres-
pondientes. así como para implementar las políticas
públicas que resulten pertinentes para dar cumpli-
miento a las disposiciones contenidas en el presente
decreto. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan al presente decreto. 

Notas

1 Cfr. Bonilla L. Elementos del Sistema Tributario Mexicano,

Marco Institucional, Facultad de Economía, UNAM, México, SA.

2 Cfr. Artículo 381 de la Ley General de Títulos y Operaciones de

Crédito, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de

agosto de 1932 por el entonces presidente Pascual Ortiz Rubio.

3 Para mayor información favor de consultar la Ley General del

Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, publicada en el

diario oficial de la Federación, el 28 de Enero de 1988, por el ex

presidente de México, licenciado Miguel de la Madrid Hurtado. 

4 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputado Mario Mata Carrasco (rúbrica)
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QUE REFORMA LA FRACCIÓN II, INCISO J), DEL ARTÍCULO

105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAU-
DIA PASTOR BADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y lo previsto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, promuevo la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman diversas disposiciones de la fracción II, del
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional del 31 de diciembre de
1994, significó un parteaguas para el Poder Judicial de
la Federación,1 porque con ella se incorporaron figuras
jurídicas enfocadas en la defensa de la norma funda-
mental.2 Esta reforma incorporó en el artículo 105 de
la Carta Magna, la controversia constitucional y la ac-
ción de inconstitucionalidad; dos mecanismos cuyo
objetivo primordial es mantener los poderes políticos
dentro de los límites de sus atribuciones, lo que per-
mite un desarrollo armónico de sus actividades y re-
percute en el respeto de los derechos humanos.3

La controversia constitucional se planteó como un jui-
cio que permite resolver diferencias suscitadas entre
los distintos Poderes de la Unión, así como de las au-
toridades de las entidades federativas. Su finalidad es
fortalecer el federalismo a través de la restauración del
orden constitucional cuando éste es violentado a raíz
de la conformación de un acto o ley que invada la
competencia de otro órgano o estado.

Por su parte, la acción de inconstitucionalidad facul-
ta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que
resuelva, como única instancia, la posible contradic-
ción que pudiera existir entre una norma general o un
tratado internacional con la ley fundamental. Cuando
se detecta alguna discrepancia, tiene como efecto la
declaratoria de invalidez total o parcial de la norma
impugnada.4

En México esta figura se encuentra consagrada en la
fracción II del artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la cual refiere que
se planteará ante una posible contradicción de alguna
norma o disposición de carácter general de menor je-
rarquía con la Constitución y podrá ser interpuesta
por: el 33 por ciento de la Cámara de Diputados o la
Cámara de Senadores, el 33 por ciento de los inte-
grantes de las legislaturas locales, el Ejecutivo federal,
los partidos políticos contra leyes electorales federales
y locales, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a
la Información Pública y Protección de Datos Perso-
nales y la Fiscalía General de la República.

Adicionalmente, la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del Artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, regula el procedi-
miento de dicho mecanismo de defensa constitucional.

Si bien se trata de una importante figura, los requisitos
de legitimación para la actual integración de la Cáma-
ra de Diputados ponen de relieve las preocupaciones
que en su momento expresó el doctor Jorge Carpizo:
“lo que está muy claro es que el Poder revisor de la
Constitución instituyó la acción de inconstitucionali-
dad con una concepción muy restringida, como te-
niendo miedo a su propia creación y, por ello, la limi-
tó con exceso”.5

De acuerdo con los teóricos y analistas mexicanos, es-
te recurso no ha funcionado de manera idónea porque
son pocos los actores públicos que están legitimados
para interponer una demanda de acción de inconstitu-
cionalidad, lo cual va directamente en contra de las
transformaciones jurídicas que han permitido la con-
formación de un estado garantista.

La reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de 2011, además de elevar a rango constitu-
cional los tratados internacionales firmados y ratifi-
cados por México, incorporó los principios de
progresividad y pro persona. Lo anterior, tuvo diver-
sas implicaciones: 1) en México no pueden limitarse
derechos, únicamente pueden ampliarse de manera
progresiva; 2) el juez o juzgador tiene la obligación
de buscar el marco que más favorezca a las personas,
y 3) se establece el principio de máxima protección
de derechos.
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Tales principios parten de la teoría del garantismo de
Luigi Ferrajoli, quien afirma que la norma jurídica
puede ser violatoria de los derechos humanos, de for-
ma que resulta necesario limitar al derecho a través del
propio derecho. Esto significa que la Constitución de-
be prever la conformación de garantías jurídicas sóli-
das que controlen el poder político a través de la judi-
cialización y la defensa de la ley fundamental.

Cuando se incorporó a la Carta Magna el principio de
la supremacía de los derechos humanos se estableció
la obligación de que todas las autoridades deben res-
petar, por encima de todo, la defensa de los derechos
de los ciudadanos.

Adicionalmente, la Reforma de Amparo, bajo el mis-
mo esquema que el anterior, amplió y fortaleció el jui-
cio de garantías con el objetivo de establecer un siste-
ma que velara por el respeto irrestricto de los
derechos de las personas; de esta forma se fortaleció
el juicio de garantías porque se amplió su procedencia
a cualquier norma general, se previó la posibilidad de
iniciar un juicio por violaciones a tratados internacio-
nales; se incorporaron las figuras de amparo adhesivo
y los intereses legítimos tanto individual como colec-
tivo.6

Si bien es claro que se robusteció el juicio de garantí-
as como un mecanismo de defensa de constitucionali-
dad en correlación con los derechos de personas, las
reformas aludidas no fortalecieron los otros dos meca-
nismos de defensa de la Constitución. Es precisamen-
te por ello, que resulta necesario replantear el meca-
nismo de la acción de inconstitucionalidad y
flexibilizar los candados que actualmente existen en su
procedencia, a fin de conformar un estado garantista
integral, en el cual sea posible defender la norma fun-
damental acorde con las reformas en derechos huma-
nos y salvaguardar los derechos de los representantes
de las minorías de las Cámaras.

Lo anterior, con el objetivo de evitar que el poder pú-
blico realice acciones que vulneren la consolidación
de un estado democrático y de derecho que parta de los
principios de progresividad y máxima protección. Co-
mo lo advierte Ferrajoli: “El poder –todos los poderes,
sean estos públicos o privados– tiende en efecto, in-
eludiblemente, a acumularse en forma absoluta y a li-
berarse del derecho”,7 de ahí la imperante necesidad
de fortalecer los mecanismos de defensa de la norma

con el objetivo de consolidar el imperio irrestricto de
la ley.

Así, la presente iniciativa pretende establecer diversas
modificaciones al mecanismo aludido a fin de hacerlo
concordante con las últimas reformas en México. En
este sentido, a continuación, se hará una revisión del
artículo vigente, las restricciones que el mecanismo de
acción de inconstitucionalidad tiene y se advertirá por
qué y cómo debe ser ampliado.

Actualmente, la acción de inconstitucionalidad se en-
cuentra prevista en la fracción II del artículo 105, la
cual refiere a la letra:

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la
Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, en contra de leyes federales;

b) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes del Senado, en contra de las leyes federa-
les o de tratados internacionales celebrados por el
Estado mexicano;

c) El Ejecutivo federal, por conducto del consejero
jurídico del gobierno, en contra de normas genera-
les de carácter federal y de las entidades federati-
vas;

d) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de alguna de las Legislaturas de las enti-
dades federativas en contra de las leyes expedidas
por el propio órgano;

e) Se deroga.
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f) Los partidos políticos con registro ante el Institu-
to Nacional Electoral, por conducto de sus dirigen-
cias nacionales, en contra de leyes electorales fede-
rales o locales; y los partidos políticos con registro
en una entidad federativa, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra de leyes electorales
expedidas por la Legislatura de la entidad federati-
va que les otorgó el registro;

g) La Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en contra de leyes de carácter federal o de las
entidades federativas, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren
los derechos humanos consagrados en esta Consti-
tución y en los tratados internacionales de los que
México sea parte. Asimismo, los organismos de
protección de los derechos humanos equivalentes
en las entidades federativas, en contra de leyes ex-
pedidas por las legislaturas;

h) El organismo garante que establece el artículo
6o. de esta Constitución en contra de leyes de ca-
rácter federal y local, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren
el derecho al acceso a la información pública y la
protección de datos personales. Asimismo, los orga-
nismos garantes equivalentes en las entidades fede-
rativas, en contra de leyes expedidas por las legisla-
turas locales; e

i) El fiscal general de la República respecto de leyes
federales y de las entidades federativas, en materia
penal y procesal penal, así como las relacionadas
con el ámbito de sus funciones;”.

Órganos constitucionales autónomos

La división tradicional de poderes, como ideología po-
lítica sustentada en la obra del filósofo francés Mon-
tesquieu, expone un sistema dividido entre el Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial en el cual se busca la
independencia de las funciones y la distribución de
competencias de cada uno, pero de manera coordina-
da. En nuestro país, la evolución progresiva del cons-
titucionalismo ha transitado para dar paso a la existen-
cia de organismos autónomos constitucionales, cuya
creación supone el ejercicio especializado de una fun-
ción pública a cargo del Estado. 

En términos generales, los órganos autónomos consti-
tucionales son aquellos creados fundamentalmente
desde la Constitución y por tanto no se encuentran
adscritos a ninguno de los poderes tradicionales (Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial). Estos se crearon con la
necesidad de limitar los excesos de los poderes públi-
cos y entre sus funciones se encuentran las de evaluar,
limitar y contener las acciones del poder desde sus dis-
tintas áreas de especialidad y con apego a su funda-
mento constitucional. “Son considerados una vía para
conciliar la democracia de partidos, de los poderes tra-
dicionales y grupos económicos y sociales, por la au-
tonomía que los caracteriza; no se deben a su creador
o a quien los designa, pues se busca con ellos un equi-
librio constitucional.”8

Un órgano constitucional autónomo es un ente público
con personalidad jurídica y patrimonio propio, dotado
de una regulación propia e independiente del resto de
poderes constituidos, a través del cual el Estado dele-
ga la ejecución de tareas especializadas. Esta figura
nace de la exigencia de la propia sociedad mexicana
para garantizar el acceso y ejercicio pleno y efectivo a
cierto tipo de derechos sin influencia alguna del resto
de ningún otro poder público.

En efecto, una de sus características esenciales es que
ninguna dependencia pública ejerce poder jerárquico so-
bre él, con lo cual se pretende garantizar, en esencia, la
objetividad, independencia e imparcialidad en su actua-
ción y determinaciones, lo que se traduce en el fortaleci-
miento del sistema jurídico mexicano, con una distribu-
ción de competencias específicas del poder público.

Los Órganos Constitucionales Autónomos actúan con
independencia en sus decisiones y estructura orgánica,
depositarios de funciones estatales que se busca des-
monopolizar, especializar, agilizar, independizar, con-
trolar y/o transparentar ante la sociedad, con la misma
igualdad constitucional.9

Ahora bien, aun y cuando la fracción II del artículo
105 prevé que algunos órganos autónomos puedan in-
terponer acciones de inconstitucionalidad precisamen-
te porque no dependen de ningún poder político, lo
cierto es que actualmente esta posibilidad se limita a
unos cuantos órganos.

Es así que los incisos g), h) y f) prevén que la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) inter-
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ponga el recurso con respecto a leyes de carácter fede-
ral o de las entidades federativas, así como de tratados
internacionales que violen los derechos humanos; el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) tam-
bién puede interponer la acción de inconstitucionali-
dad con respecto a leyes federales o locales, así como
tratados que atenten contra los principios de transpa-
rencia y protección de datos; finalmente la Fiscalía
General de la República puede interponerla por leyes
relativas a las normas penales, así como todas las nor-
mas relacionadas con sus funciones.

Sin embargo, a la par de los expuestos en el párrafo
anterior, existen otros órganos constitucionales autó-
nomos diseñados para dar respuesta a necesidades en
distintas atribuciones específicas del Estado, con lo
cual se pretende garantizar el ejercicio pleno y efecti-
vo de los derechos humanos vinculados, tales como la
organización de las elecciones, la preservación del va-
lor de la moneda y el mercado cambiario, la garantía
de la libre competencia y concurrencia con la elimina-
ción de los monopolios y las concentraciones, el des-
arrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomuni-
caciones, la regulación, captación, procesamiento y
publicación de la información estadística y geográfica,
la evaluación de la política de desarrollo social, entre
otros.

En virtud de su importancia social y su especializa-
ción, estas tareas destacadas exigen del Estado que se
garantice la autonomía de su gestión y el equilibrio de
los poderes para su buen funcionamiento, de ahí la ne-
cesidad de que se incorpore a todos estos órganos
constitucionales autónomos a lo previsto en el artículo
105 constitucional, para que se les permita promover
acciones de inconstitucionalidad en defensa de su au-
tonomía, esfera competencial y funciones especializa-
das.

Propósito de la iniciativa

En lo particular, la intención de esta iniciativa es des-
tacar la necesidad de que  Banco de México, órgano
constitucional autónomo cuyo objetivo prioritario es el
de procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la
moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del
desarrollo nacional correspondiente al Estado;10 pueda
interponer acciones de inconstitucionalidad por la
existencia de una contradicción entre una norma de ca-

rácter general que afecte sus funciones y lo dispuesto
en la Constitución General.

Por ello, y debido a que no depende jerárquicamente
de ningún poder político, en aras de garantizar su au-
tonomía, es de suma importancia que dicha Comisión
sea contemplada como uno de los sujetos previstos en
la fracción II del artículo 105 constitucional.

En los términos que actualmente se encuentra el orden
constitucional, el Banco de México no cuenta con nin-
gún medio de control constitucional para hacer valer
su autonomía, lo que se traduce en un cierto estado de
indefensión que puede afectar de manera directa en
sus múltiples y técnicas funciones consagradas en el
artículo 28, párrafos sexto y séptimo de la Carta Mag-
na por la expedición de una ley general que resulte in-
constitucional, de ahí que resulte necesario de incor-
porarle en la fracción II del artículo 105
constitucional.

Por lo anterior, se propone adicionar un inciso j), en la
fracción II, del artículo 105 constitucional para incor-
porar al Banco de México como órgano constitucional
autónomo legitimado para interponer una acción de in-
constitucionalidad contra leyes y normas de carácter
general que afecten el ejercicio de sus funciones.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en la segunda columna las propuestas de modi-
ficaciones resaltadas en negritas:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía el presente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción II del ar-
tículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conocerá, en los términos que señale la ley regla-
mentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) …;

b) …;

c) ...;

d) …;

e) …;

f) …;

g) …;

h) …;

i) …;

j) El Banco Central establecido en el artículo 28
de esta Constitución, contra las leyes de carácter
federal, así como de los tratados internacionales
celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados
por el Senado de la República relacionados con
el ámbito de sus funciones;

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Decreto mediante el cual se declaran reformados los artículos 21,

55, 73, 79, 89, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 103, 104, 105,

106, 107, 108, 110, 111, 116, 122 y 123 de la Constitución Políti-

ca de los Estados Unidos Mexicanos.

2 Castro y Castro Juventino. Biblioteca de Amparo y Derecho

Constitucional, vol. 1, Oxford University Press, México 2001,

p.192.

3 Schmitt Carl. La defensa de la Constitución. España: Labor,

1931.

4  SCJN. Decisiones relevantes de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación, número 57, Procedencia del juicio de amparo para im-

pugnar una reforma a la Constitución federal México: SCJN, 2011.
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5 Carpizo Jorge. “Reformas constitucionales al poder judicial fe-

deral y la jurisdicción constitucional del 31 de diciembre de 1994”.

Boletín de Derecho Comparado. Número 83.

6 http://www.internet2.scjn.gob.mx/red/constitucion/

7 Moreno Cruz, Rodolfo. “El modelo garantista de Luigi Ferrajo-

li. Lineamientos generales” Boletín Mexicano de Derecho Compa-

rado, nueva serie, año XL, núm. 120, septiembre-diciembre de

2007, pp. 825-852 p.828

8 Ugalde Calderón Filiberto Valentín. “Órganos constitucionales

autónomos” Revista del instituto de la judicatura federal, número

2

9 Carrillo Cervantes, Yasbe Manuel. “La división de poderes y los

órganos constitucionales autónomos en México, propuestas para la

reforma del Estado”, Alegatos, vol. 39, mayo-agosto, UAM, 1998.

p. 331

10 Artículo 28, párrafos sexto y séptimo, de la Constitución Polí-

tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA MARTHA ESTELA ROMO CUÉLLAR,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, Martha Estela Romo Cuéllar, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIV legislatura, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-

deración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción VI del artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de motivos

Desde distintos sectores se impulsa la idea de cam-
biar la Unidad de Medida de y Actualización a sala-
rios mínimos para el cálculo de pensiones, pues és-
tas aumentarían en 20 por ciento. Lo anterior, en
virtud de que desde 2017, la UMA sustituyo al sala-
rio mínimo. El tema ha tomado mucho peso a partir
de la tesis jurisprudencial de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, cuando publicó el 20 de sep-
tiembre que la UMA es la medida que debe utilizar-
se para determinar las pensiones por tratarse de pres-
taciones laborales. 

Actualmente, el salario mínimo es de 141,7 pesos y el
de la UMA es de 89, 62 pesos. La diferencia es de
aproximadamente el 40 por ciento. Este desfase ha
provocado que, al calcular las prestaciones con la
UMA, exista un desfase enorme al momento de entre-
gar prestaciones laborales. 

El 18 de marzo dos contingentes de docentes jubilados
y pensionados por parte del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE) se manifestaron para pedir a al gobierno del
estado de Jalisco y al poder judicial estatal que inter-
vengan para que las pensiones sean calculadas nueva-
mente con base en el salario mínimo.

Estos contingentes se unieron para conformar el Fren-
te Estatal de Resistencia a la UMA (FERUMA) que
busca ser presión a las autoridades federales para que
reformen la Ley del ISSSTE, acatando lo establecido
por la SCJN desde en mayo del 2019 sobre que el
UMA es inaplicable en materia de seguridad social, la
decisión de la segunda es una contradicción de tesis.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) defi-
ne el salario mínimo como “la cuantía mínima de la re-
muneración que un empleador deberá abonar a sus
asalariados por las prestaciones que estos hayan efec-
tuado durante un determinado período, sin que dicha
cuantía pueda ser rebajada mediante convenio colecti-
vo ni acuerdo individual”
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La Ley Federal del Trabajo define al salario mínimo
como la cantidad menor que debe recibir en efectivo el
trabajador por los servicios prestados en una jornada
de trabajo. El salario mínimo deberá ser suficiente pa-
ra satisfacer las necesidades normales de un jefe de fa-
milia en el orden material, social y cultural, y para pro-
veer a la educación obligatoria de los hijos.

En México el salario mínimo ha operado como unidad
de medida y referencia de una amplia variedad de obli-
gaciones, derechos, contribuciones o multas. Como re-
sultado de su proceso de desindexación, se crea la Uni-
dad de Medida y Actualización (UMA), instrumento
creado de manera ineludible y por consenso para arti-
cular el urgente incremento del ingreso salarial consti-
tucional sin desatar presiones inflacionarias. 

Con la aprobación y expedición del decreto por el que
se declara reformadas y adicionadas diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de desindexación del sala-
rio mínimo, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 27 de enero de 2016, se prohibió utilizar
el salario mínimo en nuestro país como índice, unidad,
base, medida o referencia para fines ajenos a su natu-
raleza. 

El propósito de aquella modificación fue establecer las
condiciones para recuperar el valor adquisitivo del sa-
lario mínimo y para que cumpla con el objetivo cons-
titucional de ser suficiente para satisfacer las necesi-
dades normales de un jefe de familia, en el orden
material, social y cultural, y para proveer la educación
obligatoria de los hijos. Conforme este decreto, en lu-
gar del salario mínimo, la Unidad de Medida y Actua-
lización (UMA) se instituye como unidad de cuenta,
índice, base, medida o referencia para determinar la
cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en
las leyes federales, de las entidades federativas y de la
Ciudad de México, así como en las disposiciones jurí-
dicas que emanen de todas estas leyes.

Sin embargo, la UMA funciona como instrumento pa-
ra afectar el poder adquisitivo de determinadas presta-
ciones sociales, las cuales, por su propia naturaleza,
deben continuar calculándose con base en salarios mí-
nimos. Aplicar la UMA al campo de las pensiones o de
las becas genera un daño a los derechos de diversos
sectores sociales.

Esto último se deriva porque la reforma de desindexa-
ción establece que debe dejar de utilizarse el salario
como unidad de medida o referencia para fines ajenos
a los de su naturaleza, lo que no concurre en los su-
puestos mencionados. Tanto pensiones como becas
son prestaciones de naturaleza salarial, las cuales sus-
tituyen, en determinadas circunstancias, a los ingresos
vinculados a las rentas del trabajo. 

Por ello, los salarios mínimos deben continuar operan-
do como unidad de medida y referencia para este tipo
de prestaciones; con esa finalidad se impulsa la pre-
sente iniciativa.

Con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en los artículos 6, 76, 77, 78 y 102 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, pongo a considera-
ción de esta honorable Cámara de Diputados el
siguiente

Decreto que reforma la fracción VI del artículo 123
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos 

Único. Se reforma la fracción VI del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo 123…

I a V.

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los
trabajadores serán generales o profesionales. Los
primeros regirán en las áreas geográficas que se de-
terminen; los segundos se aplicarán enramas deter-
minadas de la actividad económica o en profesio-
nes, oficios o trabajos especiales. El salario mínimo
no podrá ser utilizado como índice, unidad, base,
medida o referencia para fines ajenos a su naturale-
za. Con excepción de las pensiones y jubilaciones
tanto de los asegurados del Instituto del Seguro
Social como del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado don-
de se tomará como medida de referencia el sala-
rio mínimo vigente. 
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Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación

Bibliografía
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https://www.eleconomista.com.mx/opinion/Salario-minimo-vs-
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Martha Estela Romo Cuéllar (rúbrica)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN II, INCISO M), DEL ARTÍCULO

105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAU-
DIA PASTOR BADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y lo previsto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, promuevo la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se

reforman diversas disposiciones de la fracción II, del
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional del 31 de diciembre de
1994, significó un parteaguas para el Poder Judicial de
la Federación,1 porque con ella se incorporaron figuras
jurídicas enfocadas en la defensa de la norma funda-
mental.2 Esta reforma incorporó en el artículo 105 de
la Carta Magna, la controversia constitucional y la ac-
ción de inconstitucionalidad; dos mecanismos cuyo
objetivo primordial es mantener los poderes políticos
dentro de los límites de sus atribuciones, lo que per-
mite un desarrollo armónico de sus actividades y re-
percute en el respeto de los derechos humanos.3

La controversia constitucional se planteó como un jui-
cio que permite resolver diferencias suscitadas entre
los distintos Poderes de la Unión, así como de las au-
toridades de las entidades federativas. Su finalidad es
fortalecer el federalismo a través de la restauración del
orden constitucional cuando éste es violentado a raíz
de la conformación de un acto o ley que invada la
competencia de otro órgano o estado.

Por su parte, la acción de inconstitucionalidad facul-
ta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)
para que resuelva, como única instancia, la posible
contradicción que pudiera existir entre una norma ge-
neral o un tratado internacional con la ley fundamen-
tal. Cuando se detecta alguna discrepancia, tiene como
efecto la declaratoria de invalidez total o parcial de la
norma impugnada.4

En México esta figura se encuentra consagrada en la
fracción II del artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la cual refiere que
se planteará ante una posible contradicción de alguna
norma o disposición de carácter general de menor je-
rarquía con la Constitución y podrá ser interpuesta
por: el 33 por ciento de la Cámara de Diputados o la
Cámara de Senadores, el 33 por ciento de los inte-
grantes de las legislaturas locales, el Ejecutivo federal,
los partidos políticos contra leyes electorales federales
y locales, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a
la Información Pública y Protección de Datos Perso-
nales y la Fiscalía General de la República.
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Adicionalmente, la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del Artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, regula el procedi-
miento de dicho mecanismo de defensa constitucional.

Si bien se trata de una importante figura, los requisitos
de legitimación para la actual integración de la Cáma-
ra de Diputados ponen de relieve las preocupaciones
que en su momento expresó el doctor Jorge Carpizo:
“lo que está muy claro es que el Poder revisor de la
Constitución instituyó la acción de inconstitucionali-
dad con una concepción muy restringida, como te-
niendo miedo a su propia creación y, por ello, la limi-
tó con exceso”.5

De acuerdo con los teóricos y analistas mexicanos, es-
te recurso no ha funcionado de manera idónea porque
son pocos los actores públicos que están legitimados
para interponer una demanda de acción de inconstitu-
cionalidad, lo cual va directamente en contra de las
transformaciones jurídicas que han permitido la con-
formación de un estado garantista.

La reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de 2011, además de elevar a rango constitu-
cional los tratados internacionales firmados y ratifi-
cados por México, incorporó los principios de
progresividad y pro persona. Lo anterior, tuvo diver-
sas implicaciones: 1) en México no pueden limitarse
derechos, únicamente pueden ampliarse de manera
progresiva; 2) el juez o juzgador tiene la obligación
de buscar el marco que más favorezca a las personas,
y 3) se establece el principio de máxima protección
de derechos.

Tales principios parten de la teoría del garantismo de
Luigi Ferrajoli, quien afirma que la norma jurídica
puede ser violatoria de los derechos humanos, de for-
ma que resulta necesario limitar al derecho a través del
propio derecho. Esto significa que la Constitución de-
be prever la conformación de garantías jurídicas sóli-
das que controlen el poder político a través de la judi-
cialización y la defensa de la ley fundamental.

Cuando se incorporó a la Carta Magna el principio de
la supremacía de los derechos humanos se estableció
la obligación de que todas las autoridades deben res-
petar, por encima de todo, la defensa de los derechos
de los ciudadanos.

Adicionalmente, la Reforma de Amparo, bajo el mis-
mo esquema que el anterior, amplió y fortaleció el
juicio de garantías con el objetivo de establecer un
sistema que velara por el respeto irrestricto de los de-
rechos de las personas; de esta forma se fortaleció el
juicio de garantías porque se amplió su procedencia a
cualquier norma general, se previó la posibilidad de
iniciar un juicio por violaciones a tratados interna-
cionales; se incorporaron las figuras de amparo adhe-
sivo y los intereses legítimos tanto individual como
colectivo.6

Si bien es claro que se robusteció el juicio de garantí-
as como un mecanismo de defensa de constitucionali-
dad en correlación con los derechos de personas, las
reformas aludidas no fortalecieron los otros dos meca-
nismos de defensa de la Constitución. Es precisamen-
te por ello, que resulta necesario replantear el meca-
nismo de la acción de inconstitucionalidad y
flexibilizar los candados que actualmente existen en su
procedencia, a fin de conformar un estado garantista
integral, en el cual sea posible defender la norma fun-
damental acorde con las reformas en derechos huma-
nos y salvaguardar los derechos de los representantes
de las minorías de las Cámaras.

Lo anterior, con el objetivo de evitar que el poder pú-
blico realice acciones que vulneren la consolidación
de un estado democrático y de derecho que parta de los
principios de progresividad y máxima protección. Co-
mo lo advierte Ferrajoli: “El poder –todos los poderes,
sean estos públicos o privados– tiende en efecto, in-
eludiblemente, a acumularse en forma absoluta y a li-
berarse del derecho”,7 de ahí la imperante necesidad
de fortalecer los mecanismos de defensa de la norma
con el objetivo de consolidar el imperio irrestricto de
la ley.

Así, la presente iniciativa pretende establecer diversas
modificaciones al mecanismo aludido a fin de hacerlo
concordante con las últimas reformas en México. En
este sentido, a continuación, se hará una revisión del
artículo vigente, las restricciones que el mecanismo de
acción de inconstitucionalidad tiene y se advertirá por
qué y cómo debe ser ampliado.

Actualmente, la acción de inconstitucionalidad se en-
cuentra prevista en la fracción II del artículo 105, la
cual refiere a la letra:
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“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la
Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, en contra de leyes federales;

b) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes del Senado, en contra de las leyes federa-
les o de tratados internacionales celebrados por el
Estado mexicano;

c) El Ejecutivo federal, por conducto del consejero
jurídico del gobierno, en contra de normas genera-
les de carácter federal y de las entidades federati-
vas;

d) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de alguna de las Legislaturas de las enti-
dades federativas en contra de las leyes expedidas
por el propio órgano;

e) Se deroga.

f) Los partidos políticos con registro ante el Institu-
to Nacional Electoral, por conducto de sus dirigen-
cias nacionales, en contra de leyes electorales fede-
rales o locales; y los partidos políticos con registro
en una entidad federativa, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra de leyes electorales
expedidas por la Legislatura de la entidad federati-
va que les otorgó el registro;

g) La Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en contra de leyes de carácter federal o de las
entidades federativas, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren

los derechos humanos consagrados en esta Consti-
tución y en los tratados internacionales de los que
México sea parte. Asimismo, los organismos de
protección de los derechos humanos equivalentes
en las entidades federativas, en contra de leyes ex-
pedidas por las legislaturas;

h) El organismo garante que establece el artículo
6o. de esta Constitución en contra de leyes de ca-
rácter federal y local, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren
el derecho al acceso a la información pública y la
protección de datos personales. Asimismo, los orga-
nismos garantes equivalentes en las entidades fede-
rativas, en contra de leyes expedidas por las legisla-
turas locales; e

i) El fiscal general de la República respecto de leyes
federales y de las entidades federativas, en materia
penal y procesal penal, así como las relacionadas
con el ámbito de sus funciones;”.

Órganos constitucionales autónomos

La división tradicional de poderes, como ideología po-
lítica sustentada en la obra del filósofo francés Mon-
tesquieu, expone un sistema dividido entre el Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial en el cual se busca la
independencia de las funciones y la distribución de
competencias de cada uno, pero de manera coordina-
da. En nuestro país, la evolución progresiva del cons-
titucionalismo ha transitado para dar paso a la existen-
cia de organismos autónomos constitucionales, cuya
creación supone el ejercicio especializado de una fun-
ción pública a cargo del Estado. 

En términos generales, los órganos autónomos consti-
tucionales son aquellos creados fundamentalmente
desde la Constitución y por tanto no se encuentran
adscritos a ninguno de los poderes tradicionales (Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial). Estos se crearon con la
necesidad de limitar los excesos de los poderes públi-
cos y entre sus funciones se encuentran las de evaluar,
limitar y contener las acciones del poder desde sus dis-
tintas áreas de especialidad y con apego a su funda-
mento constitucional. “Son considerados una vía para
conciliar la democracia de partidos, de los poderes tra-
dicionales y grupos económicos y sociales, por la au-
tonomía que los caracteriza; no se deben a su creador
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o a quien los designa, pues se busca con ellos un equi-
librio constitucional.”8

Un órgano constitucional autónomo es un ente público
con personalidad jurídica y patrimonio propio, dotado
de una regulación propia e independiente del resto de
poderes constituidos, a través del cual el Estado dele-
ga la ejecución de tareas especializadas. Esta figura
nace de la exigencia de la propia sociedad mexicana
para garantizar el acceso y ejercicio pleno y efectivo a
cierto tipo de derechos sin influencia alguna del resto
de ningún otro poder público.

En efecto, una de sus características esenciales es que
ninguna dependencia pública ejerce poder jerárquico
sobre él, con lo cual se pretende garantizar, en esencia,
la objetividad, independencia e imparcialidad en su
actuación y determinaciones, lo que se traduce en el
fortalecimiento del sistema jurídico mexicano, con
una distribución de competencias específicas del po-
der público.

Los Órganos Constitucionales Autónomos actúan con
independencia en sus decisiones y estructura orgánica,
depositarios de funciones estatales que se busca des-
monopolizar, especializar, agilizar, independizar, con-
trolar y/o transparentar ante la sociedad, con la misma
igualdad constitucional.9

Ahora bien, aun y cuando la fracción II del artículo
105 prevé que algunos órganos autónomos puedan in-
terponer acciones de inconstitucionalidad precisamen-
te porque no dependen de ningún poder político, lo
cierto es que actualmente esta posibilidad se limita a
unos cuantos órganos.

Es así que los incisos g), h) y f) prevén que la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) inter-
ponga el recurso con respecto a leyes de carácter fede-
ral o de las entidades federativas, así como de tratados
internacionales que violen los derechos humanos; el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) tam-
bién puede interponer la acción de inconstitucionali-
dad con respecto a leyes federales o locales, así como
tratados que atenten contra los principios de transpa-
rencia y protección de datos; finalmente la Fiscalía
General de la República puede interponerla por leyes
relativas a las normas penales, así como todas las nor-
mas relacionadas con sus funciones.

Sin embargo, a la par de los expuestos en el párrafo
anterior, existen otros órganos constitucionales autó-
nomos diseñados para dar respuesta a necesidades en
distintas atribuciones específicas del Estado, con lo
cual se pretende garantizar el ejercicio pleno y efecti-
vo de los derechos humanos vinculados, tales como la
organización de las elecciones, la preservación del va-
lor de la moneda y el mercado cambiario, la garantía
de la libre competencia y concurrencia con la elimina-
ción de los monopolios y las concentraciones, el des-
arrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomuni-
caciones, la regulación, captación, procesamiento y
publicación de la información estadística y geográfica,
la evaluación de la política de desarrollo social, entre
otros.

En virtud de su importancia social y su especialización,
estas tareas destacadas exigen del Estado que se garan-
tice la autonomía de su gestión y el equilibrio de los po-
deres para su buen funcionamiento, de ahí la necesidad
de que se incorpore a todos estos órganos constitucio-
nales autónomos a lo previsto en el artículo 105 cons-
titucional, para que se les permita promover acciones
de inconstitucionalidad en defensa de su autonomía,
esfera competencial y funciones especializadas.

Propósito de la iniciativa

En lo particular, la intención de esta iniciativa es des-
tacar la necesidad de que el Instituto Nacional de Es-
tadística, Geografía e Informática, órgano constitucio-
nal autónomo que se encarga de normar y coordinar el
Sistema Nacional de Información Estadística y Geo-
gráfica, así como de captar y difundir información de
México en cuanto al territorio, los recursos, la pobla-
ción y economía, que permita dar a conocer las carac-
terísticas de nuestro país y ayudar a la toma de deci-
siones;10 pueda interponer acciones de
inconstitucionalidad ante la existencia de una contra-
dicción entre una norma de carácter general que afec-
te sus funciones y la Constitución General.

Por ello, y debido a que no depende jerárquicamente
de ningún poder político, en aras de garantizar su au-
tonomía, es de suma importancia que dicho Instituto
sea contemplado como uno de los sujetos previstos en
la fracción II del artículo 105 constitucional, de mane-
ra que se le faculte para interponer acciones de in-
constitucionalidad, tal y como se contempla para otros
organismos constitucionales autónomos.

Martes 20 de abril de 2021 Gaceta Parlamentaria113



El Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática, debe contar con legitimación activa para pro-
mover acciones de inconstitucionalidad en contra de
cualquier ley o norma de carácter general que esté re-
lacionada con sus funciones o que vulneren su esfera
competencial; pues su exclusión del ordenamiento
constitucional en esta materia le puede llegar a gene-
rar un cierto estado de indefensión que puede afectar
de manera directa el ejercicio de sus atribuciones con-
sagradas en el artículo 26, apartado B, de la Carta
Magna por la expedición de una ley o norma general
inconstitucional, de ahí la necesidad de incorporar su
legitimación procesal activa en el orden constitucio-
nal.

Por lo anterior, se propone adicionar un inciso l), en la
fracción II, del artículo 105 constitucional para incor-
porar al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
Informática, como órgano constitucional autónomo le-
gitimado para interponer una acción de inconstitucio-
nalidad contra leyes y normas de carácter general que
afecten el ejercicio de sus funciones.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en la segunda columna las propuestas de modi-
ficaciones resaltadas en negritas:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía el presente proyecto de Decreto por
el que se reforma la fracción II del artículo 105 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conocerá, en los términos que señale la ley regla-
mentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.
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Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) …;

b) …;

c) ...;

d) …;

e) …;

f) …;

g) …;

h) …;

i) …;

j) …;

k) …; 

l) …;

m) El organismo que establece el apartado B
del artículo 26 de esta Constitución, en contra
de leyes de carácter federal, así como de los
tratados internacionales celebrados por el
Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado
de la República relacionados con el ámbito de
sus funciones;

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 102 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO RAÚL GRACIA GUZMÁN, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

El diputado, Raúl Gracia Guzmán, así como quienes
suscriben, las y los diputados federales del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional en la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; artículo 6, numeral 1, fracción I; artí-
culos 77 y 78 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, sometemos a consideración de
esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el séptimo
párrafo del apartado B del artículo 102 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al te-
nor de lo siguiente 

Exposición de Motivos

1. El 6 de junio de 1990 mediante decreto presidencial
se crea la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, como un organismo desconcentrado de la Secre-
taría de Gobernación. Después de su creación, el 28 de
enero de 1992 se publicó la reforma al apartado B del
artículo 102 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, con esta reforma, se le otorga la
naturaleza de organismo descentralizado con persona-
lidad jurídica y patrimonio propio, en consecuencia,
inicia el Sistema Nacional no Jurisdiccional de Protec-
ción de los Derechos Humanos.

La reforma constitucional deviene de un enorme y lar-
go recorrido por la historia de los derechos humanos
en México, parte desde la promulgación de la Ley de
Procuraduría de Pobres de 1847 que promovió don
Ponciano Arriaga en el estado de San Luis Potosí. Pe-
ro es hasta la segunda mitad del siglo XX, y como con-
secuencia de una enfática demanda social en el ámbi-
to nacional y de las transformaciones en la esfera
internacional, que comienzan a surgir diversos órga-
nos públicos que tienen como finalidad proteger los
derechos de los gobernados frente al poder público. 

Así, en 1975 se creó la Procuraduría Federal del Con-
sumidor, teniendo como finalidad la defensa de los de-
rechos de los individuos, pero no necesariamente fren-
te al poder público. Asimismo, el 3 de enero de 1979

se instituyó la Dirección para la Defensa de los Dere-
chos Humanos en el estado de Nuevo León, por ins-
trucciones de su entonces gobernador, doctor Pedro G.
Zorrilla. Posteriormente, en 1983, el ayuntamiento de
la ciudad de Colima fundó la Procuraduría de Vecinos,
que dio pauta al establecimiento de dicha figura en la
Ley Orgánica Municipal de Colima del 8 de diciembre
de 1984, siendo optativa su creación para los munici-
pios de dicha entidad.

Por su parte, el 29 de mayo de 1985 la Universidad
Nacional Autónoma de México estableció la Defenso-
ría de los Derechos Universitarios, y en 1986 y 1987
se fundaron la Procuraduría para la Defensa del Indí-
gena en el estado de Oaxaca y la Procuraduría Social
de la Montaña en el estado de Guerrero, respectiva-
mente. Más adelante, el 14 de agosto de 1988, se creó
la Procuraduría de Protección Ciudadana del estado de
Aguascalientes, figura prevista dentro de la Ley de
Responsabilidades para Servidores Públicos. Meses
después, el 22 de diciembre, se configuró la Defenso-
ría de los Derechos de los Vecinos en el Municipio de
Querétaro. Además, en la capital de la República el en-
tonces Departamento del Distrito Federal estableció la
Procuraduría Social el 25 de enero de 1989.

Finalmente, por medio de una reforma constitucional,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13
de septiembre de 1999, dicho Organismo Nacional se
constituyó como una Institución con plena autonomía
de gestión y presupuestaria, modificándose la denomi-
nación de Comisión Nacional de Derechos Humanos
por la de Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos. Esta reforma constituye un gran avance en la fun-
ción del Ombudsman en México, ya que le permite
cumplir con su función de proteger y defender los De-
rechos Humanos de todos los mexicanos.1

2. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
tiene por objeto: la protección, observancia, promo-
ción, estudio y divulgación de los derechos humanos
que ampara el orden jurídico mexicano. Por ello, la
CNDH tiene entre sus principales atribuciones:

I.- Recibir quejas de presuntas violaciones a dere-
chos humanos;

II.- Conocer e investigar a petición de parte, o de
oficio, presuntas violaciones de derechos humanos
en los siguientes casos: 
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a) Por actos u omisiones de autoridades admi-
nistrativas de carácter federal; 

b) Cuando los particulares o algún otro agente
social cometan ilícitos con la tolerancia o
anuencia de algún servidor público o autoridad,
o bien cuando estos últimos se nieguen infunda-
damente a ejercer las atribuciones que legal-
mente les correspondan en relación con dichos
ilícitos, particularmente en tratándose de con-
ductas que afecten la integridad física de las
personas;

III.- Formular recomendaciones públicas no vincu-
latorias y denuncias y quejas ante las autoridades
respectivas, en los términos establecidos por el artí-
culo 102, Apartado B, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 

IV.- Conocer y decidir en última instancia las in-
conformidades que se presenten respecto de las re-
comendaciones y acuerdos de los organismos de de-
rechos humanos de las Entidades Federativas a que
se refiere el citado artículo 102, apartado B, de la
Constitución Política; 

V.- Conocer y decidir en última instancia las incon-
formidades por omisiones en que incurran los orga-
nismos de derechos humanos a que se refiere la
fracción anterior, y por insuficiencia en el cumpli-
miento de las recomendaciones de éstos por parte
de las autoridades locales, en los términos señala-
dos por esta ley; 

VI.- Procurar la conciliación entre los quejosos y
las autoridades señaladas como responsables, así
como la inmediata solución de un conflicto plante-
ado, cuando la naturaleza del caso lo permita;

VII.- Impulsar la observancia de los derechos hu-
manos en el país; 

VIII.- Proponer a las diversas autoridades del país
que, en el exclusivo ámbito de su competencia, pro-
muevan los cambios y modificaciones de disposi-
ciones legislativas y reglamentarias, así como de
prácticas administrativas, que a juicio de la Comi-
sión Nacional redunden en una mejor protección de
los derechos humanos; 

IX.- Promover el estudio, la enseñanza y divulga-
ción de los derechos humanos en el ámbito nacional
e internacional;2

3. Respecto a la designación del presidente de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el
artículo 102 apartado B establece: 

“El Presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, quien lo será también del Consejo
Consultivo, será elegido en los mismos términos del
párrafo anterior. Durará en su encargo cinco años, po-
drá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser re-
movido de sus funciones en los términos del Título
Cuarto de esta Constitución”.

Es necesario precisar que el periodo de tiempo que
ocupó el Presidente de la CNDH, no siempre fue el
mismo, ni tampoco se podía reelegir. El 13 de sep-
tiembre de 1999, se publicó en el Diario Oficial de la
Federación (DOF), la reforma al artículo 102 Consti-
tucional por la que se establece la duración de su en-
cargo el cual sería de cinco años y podría ser reelecto
por una sola ocasión. 

Antes de esta reforma, el doctor Jorge Carpizo fue pre-
sidente de la CNDH del 6 de junio de 1990 al 4 de ene-
ro de 1993, el licenciado Jorge Madrazo, del 14 de
enero de 1993 al 26 de noviembre de 1996 (con un pe-
riodo de licencia de junio a diciembre de 1994) y la
doctora Mireille Roccatti, del 8 de enero de 1997 al 13
de noviembre de 1999. Desde la reforma que permitió
la reelección del presidente, se puede observar que, el
doctor José Luis Soberanes Fernández es el único pre-
sidente que fue reelecto en el cargo, con los siguientes
periodos: del 16 de noviembre de 1999 al 15 de no-
viembre de 2009. Los siguientes presidentes duraron
en el cargo cinco años, sin ser reelectos: el doctor Ra-
úl Plascencia Villanueva, del 16 de noviembre de 2009
al 15 de noviembre de 2014, el maestro Luis Raúl
González Pérez, del 16 de noviembre de 2014 al 15 de
noviembre de 2019.3

4. El presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, de acuerdo a la Ley de la Comisión,
tiene las siguientes obligaciones y facultades:

I.- Ejercer la representación legal de la Comisión
Nacional; 
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II.- Formular los lineamientos generales a los que se
sujetarán las actividades administrativas de la Co-
misión, así como nombrar, dirigir y coordinar a los
funcionarios y al personal bajo su autoridad; 

III.- Dictar las medidas específicas que juzgue con-
venientes para el mejor desempeño de las funciones
de la Comisión; 

IV. Distribuir y delegar funciones en los términos
del Reglamento Interno;

V.- Presentar anualmente a los Poderes de la Unión,
un informe de actividades, en los términos del artí-
culo 52 de esta Ley.

VI.- Celebrar, en los términos de la legislación apli-
cable, acuerdos, bases de coordinación y convenios
de colaboración con autoridades y organismos de
defensa de los derechos humanos, así como con ins-
tituciones académicas y asociaciones culturales, pa-
ra el mejor cumplimiento de sus fines;

VII. Aprobar y emitir las recomendaciones públicas
y acuerdos que resulten de las investigaciones rea-
lizadas por los visitadores;

VIII.- Formular las propuestas generales conducen-
tes a una mejor protección de los derechos humanos
en el país;

IX. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de
egresos de la comisión y el respectivo informe so-
bre su ejercicio para presentarse al Consejo de la
misma;

X. Solicitar, en los términos del artículo 46 de esta
Ley, a la Cámara de Senadores o en sus recesos, a
la Comisión Permanente, o a las legislaturas de las
entidades federativas, según corresponda se llame a
comparecer a las autoridades o servidores públicos
responsables, para explicar el motivo de su negati-
va a aceptar o cumplir las recomendaciones emiti-
das por la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos;

XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad,
en contra de leyes de carácter federal, estatal y del
Distrito Federal, así como de tratados internaciona-
les celebrados por el Ejecutivo federal y aprobados

por el Senado de la República, que vulneren los de-
rechos humanos reconocidos en la Constitución y
en los tratados internacionales de los que México
sea parte; y 

XII. Las demás que le señalen la presente ley y
otros ordenamientos.

Las obligaciones y facultades del presidente son am-
plias y de gran relevancia para la comisión, para que el
presidente pueda dar cumplimiento con ellas, el legis-
lador al crear la ley, buscó establecer requisitos para
los aspirantes a ser presidentes, estos, se enlistan en el
artículo 9: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar
en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y
políticos;

II. Tener cumplidos treinta y cinco años de edad, el
día de su elección;

III. Contar con experiencia en materia de derechos
humanos, o actividades afines reconocidas por las
leyes mexicanas y los instrumentos jurídicos inter-
nacionales; 

IV. No desempeñar, ni haber desempeñado cargo de
dirección nacional o estatal, en algún partido políti-
co en el año anterior a su designación; 

V. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de
secretario o subsecretario de Estado, procurador ge-
neral de la República, gobernador o procurador ge-
neral de justicia de alguna entidad federativa o jefe
de gobierno del Distrito Federal, en el año anterior
a su elección;

VI. Gozar de buena reputación y no haber sido con-
denado por delito intencional que amerite pena cor-
poral de más de un año de prisión; pero si se tratare
de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u
otro que lastime seriamente la buena fama en el
concepto público, lo inhabilitará para el cargo, cual-
quiera que haya sido la pena; y 

VII. Tener preferentemente título de licenciado en
derecho. 

Gaceta Parlamentaria Martes 20 de abril de 2021118



Consideraciones 

I. Como diputado federal, considero de gran impor-
tancia ser sensible a los acontecimientos sociales
que afectan nuestra localidad y ser la voz de quien
no la tiene, para dar a conocer y exigir estabilidad
social, transparencia y liderazgo.

II. El jueves 7 noviembre 2019, en el pleno del Se-
nado de la República, la mayoría de los legisladores
eligieron a María del Rosario Piedra Ibarra, como la
presidenta de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humano para el periodo 2019-2024. El proce-
so para elegir a la presidenta fue muy complejo. Lo
anterior, se dio a conocer en diversos medios de co-
municación, donde se detalló que no se alcanzó en
un primer ejercicio la votación requerida para la
elección y al tiempo de repetirse, se alcanzó entre
jaloneos y muchos cuestionamientos que hasta la
fecha siguen siendo señalados. 

III. A más de un año de la elección en la cual los se-
nadores optaron por la actual presidenta, la CNDH
enfrenta muchos problemas que han sido amplia-
mente expuestos por víctimas, familiares de perso-
nas desparecidas, medios de comunicación y colec-
tivos. 

La inoperancia de la CNDH para investigar presuntas
violaciones de derechos humanos por acciones u omi-
siones de las autoridades, el escaso pronunciamiento
en recomendaciones públicas, denuncias y quejas ante
las autoridades respectivas, coloca a la comisión como
un organismo ineficaz en todas sus tareas. 

Es importante fortalecer a la CNDH en todas sus fa-
cultades, buscar que sus funcionarios no sean cernos al
Ejecutivo federal y sobre todo que cumplan el perfil
que se requiere. Referente a la reelección de la presi-
denta o presidente de la comisión, es necesario no per-
der de vista que, solo a una persona la reeligieron en el
cargo, es decir, no ha funcionado ni se ha aplicado con
resultados la reelección. 

Para explicar de manera detallada la iniciativa pro-
puesta a esta Soberanía, a continuación, expongo el si-
guiente cuadro comparativo: 

Por lo anteriormente expuesto, se propone a esta sobe-
ranía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el séptimo párrafo
del apartado B del artículo 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único: Se reforma el séptimo párrafo del
apartado B del artículo 102 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el séptimo párrafo del apartado B del artí-
culo 102 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos:

Artículo 102…

- A. …

- B. …

…

…

…

…
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…

La presidenta o presidente de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, quien lo será también
del Consejo Consultivo, será elegido en los mismos
términos del párrafo anterior. Durará en su encar-
go cinco años y sólo podrá ser removido de sus fun-
ciones en los términos del Título Cuarto de esta
Constitución. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1. - Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Recuperado de:

https://www.cndh.org.mx/cndh/antecedentes-cndh Revisión hecha

el 11 de febrero de 2021. 

2. - Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recu-

perado de: 

file:///C:/Users/Diputado/Downloads/Ley_CNDH%20(1).pdf.

Revisión hecha el 11 de febrero de 2021.

3.- Nombres de las personas y los periodos en que han presidido la

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, recuperado de:

https://www.cndh.org.mx/cndh/antecendentes Revisión hecha el

12 de febrero de 2021.

Fuentes consultadas: 

CNDH, C. N. (s.f.). Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Recuperado Antecedentes. Obtenido de Comisión Nacional de los

Derechos Humanos. Recuperado Antecedentes: 

http://www.cndh.org.mx/Antecedentes

Humanos, C. N. (3 de octubre de 2020). Nombres de las personas

y los periodos en que han presidido la Comisión Nacional de los

Derechos Humanos. Obtenido de 

https://www.cndh.org.mx/cndh/antecendentes

Ley, d. l. (s.f.). Obtenido de file:///C:/Users/Diputado/Downlo-

ads/Ley_CNDH%20(1).pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro.- 
Ciudad de México, a 20 de abril de 2021.

Diputado Raúl Gracia Guzmán (rúbrica)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN II, INCISO I), DEL ARTÍCULO

105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAU-
DIA PASTOR BADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional de la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y lo previsto por los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, promuevo la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman diversas disposiciones de la fracción II, del
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional del 31 de diciembre de
1994, significó un parteaguas para el Poder Judicial de
la Federación,1 porque con ella se incorporaron figuras
jurídicas enfocadas en la defensa de la norma funda-
mental.2 Esta reforma incorporó en el artículo 105 de
la Carta Magna, la controversia constitucional y la ac-
ción de inconstitucionalidad; dos mecanismos cuyo
objetivo primordial es mantener los poderes políticos
dentro de los límites de sus atribuciones, lo que per-
mite un desarrollo armónico de sus actividades y re-
percute en el respeto de los derechos humanos.3
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La controversia constitucional se planteó como un jui-
cio que permite resolver diferencias suscitadas entre
los distintos Poderes de la Unión, así como de las au-
toridades de las entidades federativas. Su finalidad es
fortalecer el federalismo a través de la restauración del
orden constitucional cuando éste es violentado a raíz
de la conformación de un acto o ley que invada la
competencia de otro órgano o estado.

Por su parte, la acción de inconstitucionalidad facul-
ta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)
para que resuelva, como única instancia, la posible
contradicción que pudiera existir entre una norma ge-
neral o un tratado internacional con la ley fundamen-
tal. Cuando se detecta alguna discrepancia, tiene como
efecto la declaratoria de invalidez total o parcial de la
norma impugnada.4

En México esta figura se encuentra consagrada en la
fracción II del artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la cual refiere que
se planteará ante una posible contradicción de alguna
norma o disposición de carácter general de menor je-
rarquía con la Constitución y podrá ser interpuesta
por: el 33 por ciento de la Cámara de Diputados o la
Cámara de Senadores, el 33 por ciento de los inte-
grantes de las legislaturas locales, el Ejecutivo federal,
los partidos políticos contra leyes electorales federales
y locales, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a
la Información Pública y Protección de Datos Perso-
nales y la Fiscalía General de la República.

Adicionalmente, la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del artículo 105 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, regula el procedi-
miento de dicho mecanismo de defensa constitucional.

Si bien se trata de una importante figura, los requisitos
de legitimación para la actual integración de la Cáma-
ra de Diputados ponen de relieve las preocupaciones
que en su momento expresó el doctor Jorge Carpizo:
“lo que está muy claro es que el Poder revisor de la
Constitución instituyó la acción de inconstitucionali-
dad con una concepción muy restringida, como te-
niendo miedo a su propia creación y, por ello, la limi-
tó con exceso”.5

De acuerdo con los teóricos y analistas mexicanos, es-
te recurso no ha funcionado de manera idónea porque

son pocos los actores públicos que están legitimados
para interponer una demanda de acción de inconstitu-
cionalidad, lo cual va directamente en contra de las
transformaciones jurídicas que han permitido la con-
formación de un estado garantista.

La reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de 2011, además de elevar a rango constitucio-
nal los tratados internacionales firmados y ratificados
por México, incorporó los principios de progresividad
y pro persona. Lo anterior, tuvo diversas implicacio-
nes: 1) en México no pueden limitarse derechos, úni-
camente pueden ampliarse de manera progresiva; 2) el
juez o juzgador tiene la obligación de buscar el marco
que más favorezca a las personas, y 3) se establece el
principio de máxima protección de derechos.

Tales principios parten de la teoría del garantismo de
Luigi Ferrajoli, quien afirma que la norma jurídica
puede ser violatoria de los derechos humanos, de for-
ma que resulta necesario limitar al derecho a través del
propio derecho. Esto significa que la Constitución de-
be prever la conformación de garantías jurídicas sóli-
das que controlen el poder político a través de la judi-
cialización y la defensa de la ley fundamental.

Cuando se incorporó a la Carta Magna el principio de
la supremacía de los derechos humanos se estableció
la obligación de que todas las autoridades deben res-
petar, por encima de todo, la defensa de los derechos
de los ciudadanos.

Adicionalmente, la Reforma de Amparo, bajo el mis-
mo esquema que el anterior, amplió y fortaleció el jui-
cio de garantías con el objetivo de establecer un siste-
ma que velara por el respeto irrestricto de los derechos
de las personas; de esta forma se fortaleció el juicio de
garantías porque se amplió su procedencia a cualquier
norma general, se previó la posibilidad de iniciar un
juicio por violaciones a tratados internacionales; se in-
corporaron las figuras de amparo adhesivo y los inte-
reses legítimos tanto individual como colectivo.6

Si bien es claro que se robusteció el juicio de garantí-
as como un mecanismo de defensa de constitucionali-
dad en correlación con los derechos de personas, las
reformas aludidas no fortalecieron los otros dos meca-
nismos de defensa de la Constitución. Es precisamen-
te por ello, que resulta necesario replantear el meca-
nismo de la acción de inconstitucionalidad y
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flexibilizar los candados que actualmente existen en su
procedencia, a fin de conformar un estado garantista
integral, en el cual sea posible defender la norma fun-
damental acorde con las reformas en derechos huma-
nos y salvaguardar los derechos de los representantes
de las minorías de las Cámaras.

Lo anterior, con el objetivo de evitar que el poder pú-
blico realice acciones que vulneren la consolidación
de un estado democrático y de derecho que parta de los
principios de progresividad y máxima protección. Co-
mo lo advierte Ferrajoli: “El poder –todos los poderes,
sean estos públicos o privados– tiende en efecto, in-
eludiblemente, a acumularse en forma absoluta y a li-
berarse del derecho”,7 de ahí la imperante necesidad
de fortalecer los mecanismos de defensa de la norma
con el objetivo de consolidar el imperio irrestricto de
la ley.

Así, la presente iniciativa pretende establecer diversas
modificaciones al mecanismo aludido a fin de hacerlo
concordante con las últimas reformas en México. En
este sentido, a continuación, se hará una revisión del
artículo vigente, las restricciones que el mecanismo de
acción de inconstitucionalidad tiene y se advertirá por
qué y cómo debe ser ampliado.

Actualmente, la acción de inconstitucionalidad se en-
cuentra prevista en la fracción II del artículo 105, la
cual refiere a la letra:

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la
Nación conocerá, en los términos que señale la ley
reglamentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, en contra de leyes federales;

b) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes del Senado, en contra de las leyes federa-
les o de tratados internacionales celebrados por el
Estado mexicano;

c) El Ejecutivo federal, por conducto del consejero
jurídico del gobierno, en contra de normas genera-
les de carácter federal y de las entidades federati-
vas;

d) El equivalente a treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de alguna de las Legislaturas de las enti-
dades federativas en contra de las leyes expedidas
por el propio órgano;

e) Se deroga.

f) Los partidos políticos con registro ante el Institu-
to Nacional Electoral, por conducto de sus dirigen-
cias nacionales, en contra de leyes electorales fede-
rales o locales; y los partidos políticos con registro
en una entidad federativa, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra de leyes electorales
expedidas por la Legislatura de la entidad federati-
va que les otorgó el registro;

g) La Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, en contra de leyes de carácter federal o
de las entidades federativas, así como de trata-
dos internacionales celebrados por el Ejecutivo
federal y aprobados por el Senado de la Repú-
blica, que vulneren los derechos humanos con-
sagrados en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que México sea parte.
Asimismo, los organismos de protección de los
derechos humanos equivalentes en las entidades
federativas, en contra de leyes expedidas por las
legislaturas;

h) El organismo garante que establece el artículo
6o. de esta Constitución en contra de leyes de ca-
rácter federal y local, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo federal y apro-
bados por el Senado de la República, que vulneren
el derecho al acceso a la información pública y la
protección de datos personales. Asimismo, los orga-
nismos garantes equivalentes en las entidades fede-
rativas, en contra de leyes expedidas por las legisla-
turas locales; e
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i) El fiscal general de la República respecto de leyes
federales y de las entidades federativas, en materia
penal y procesal penal, así como las relacionadas
con el ámbito de sus funciones;”.

Órganos constitucionales autónomos

La división tradicional de poderes, como ideología po-
lítica sustentada en la obra del filósofo francés Mon-
tesquieu, expone un sistema dividido entre el Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial en el cual se busca la
independencia de las funciones y la distribución de
competencias de cada uno, pero de manera coordina-
da. En nuestro país, la evolución progresiva del cons-
titucionalismo ha transitado para dar paso a la existen-
cia de organismos autónomos constitucionales, cuya
creación supone el ejercicio especializado de una fun-
ción pública a cargo del Estado. 

En términos generales, los órganos autónomos consti-
tucionales son aquellos creados fundamentalmente
desde la Constitución y por tanto no se encuentran
adscritos a ninguno de los poderes tradicionales (Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial). Estos se crearon con la
necesidad de limitar los excesos de los poderes públi-
cos y entre sus funciones se encuentran las de evaluar,
limitar y contener las acciones del poder desde sus dis-
tintas áreas de especialidad y con apego a su funda-
mento constitucional. “Son considerados una vía para
conciliar la democracia de partidos, de los poderes tra-
dicionales y grupos económicos y sociales, por la au-
tonomía que los caracteriza; no se deben a su creador
o a quien los designa, pues se busca con ellos un equi-
librio constitucional.”8

Un Órgano Constitucional Autónomo es un ente pú-
blico con personalidad jurídica y patrimonio propio,
dotado de una regulación propia e independiente del
resto de poderes constituidos, a través del cual el Esta-
do delega la ejecución de tareas especializadas. Esta
figura nace de la exigencia de la propia sociedad me-
xicana para garantizar el acceso y ejercicio pleno y
efectivo a cierto tipo de derechos sin influencia alguna
del resto de ningún otro poder público.

En efecto, una de sus características esenciales es que
ninguna dependencia pública ejerce poder jerárquico
sobre él, con lo cual se pretende garantizar, en esencia,
la objetividad, independencia e imparcialidad en su
actuación y determinaciones, lo que se traduce en el

fortalecimiento del sistema jurídico mexicano, con
una distribución de competencias específicas del po-
der público.

Los Órganos Constitucionales Autónomos actúan con
independencia en sus decisiones y estructura orgánica,
depositarios de funciones estatales que se busca des-
monopolizar, especializar, agilizar, independizar, con-
trolar y/o transparentar ante la sociedad, con la misma
igualdad constitucional.9

Ahora bien, aun y cuando la fracción II del artículo
105 prevé que algunos órganos autónomos puedan in-
terponer acciones de inconstitucionalidad precisamen-
te porque no dependen de ningún poder político, lo
cierto es que actualmente esta posibilidad se limita a
unos cuantos órganos.

Es así que los incisos g), h) y f) prevén que la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) inter-
ponga el recurso con respecto a leyes de carácter fede-
ral o de las entidades federativas, así como de tratados
internacionales que violen los derechos humanos; el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) tam-
bién puede interponer la acción de inconstitucionali-
dad con respecto a leyes federales o locales, así como
tratados que atenten contra los principios de transpa-
rencia y protección de datos; finalmente la Fiscalía
General de la República puede interponerla por leyes
relativas a las normas penales, así como todas las nor-
mas relacionadas con sus funciones.

Sin embargo, a la par de los expuestos en el párrafo an-
terior, existen otros órganos constitucionales autóno-
mos diseñados para dar respuesta a necesidades en dis-
tintas atribuciones específicas del Estado, con lo cual
se pretende garantizar el ejercicio pleno y efectivo de
los derechos humanos vinculados, tales como la orga-
nización de las elecciones, la preservación del valor de
la moneda y el mercado cambiario, la garantía de la li-
bre competencia y concurrencia con la eliminación de
los monopolios y las concentraciones, el desarrollo efi-
ciente de la radiodifusión y las telecomunicaciones, la
regulación, captación, procesamiento y publicación de
la información estadística y geográfica, la evaluación
de la política de desarrollo social, entre otros.

En virtud de su importancia social y su especializa-
ción, estas tareas destacadas exigen del Estado que se
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garantice la autonomía de su gestión y el equilibrio de
los poderes para su buen funcionamiento, de ahí la ne-
cesidad de que se incorpore a todos estos órganos
constitucionales 

autónomos a lo previsto en el artículo 105 constitucio-
nal, para que se les permita promover acciones de in-
constitucionalidad en defensa de su autonomía, esfera
competencial y funciones especializadas.

Propósito de la iniciativa

En lo particular, la intención de esta iniciativa es des-
tacar la necesidad de que el Instituto Federal de Tele-
comunicaciones, órgano constitucional autónomo que
se encarga del desarrollo eficiente de la radiodifusión
y las telecomunicaciones, la regulación, promoción y
supervisión del uso, aprovechamiento y explotación
del espectro radioeléctrico, las redes y la prestación de
los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, el
acceso a infraestructura activa, pasiva y otros insumos
esenciales, así como la regulación en materia de com-
petencia económica de los sectores de radiodifusión y
telecomunicaciones en México;10 pueda interponer ac-
ciones de inconstitucionalidad ante la existencia de
una contradicción entre una norma de carácter general
que afecte sus funciones y la Constitución General.

Por ello, y debido a que no depende jerárquicamente
de ningún poder político, en aras de garantizar su au-
tonomía, es de suma importancia que dicho Instituto
sea contemplado como uno de los sujetos previstos en
la fracción II del artículo 105 constitucional, de mane-
ra que se le faculte para interponer acciones de in-
constitucionalidad, tal y como se contempla para otros
organismos constitucionales autónomos.

El Instituto Federal de Telecomunicaciones debe con-
tar con legitimación activa para promover acciones de
inconstitucionalidad en contra de cualquier ley o nor-
ma de carácter general que esté relacionada con sus
funciones o que vulneren su esfera competencial; pues
su exclusión del ordenamiento constitucional en esta
materia le puede llegar a generar un cierto estado de
indefensión que puede afectar de manera directa el
ejercicio de sus atribuciones consagradas en el artícu-
lo 28, párrafo décimo quinto de la Carta Magna por la
expedición de una ley o norma general inconstitucio-
nal, de ahí la necesidad de incorporar su legitimación
procesal activa en el orden constitucional.

Por lo anterior, se propone adicionar un inciso l), en la
fracción II, del artículo 105 constitucional para incor-
porar al Instituto Federal de Telecomunicaciones co-
mo órgano constitucional autónomo legitimado para
interponer una acción de inconstitucionalidad contra
leyes y normas de carácter general que afecten el ejer-
cicio de sus funciones.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en la segunda columna las propuestas de modi-
ficaciones resaltadas en negritas:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a considera-
ción de esta soberanía el presente proyecto de De-
creto por el que se reforma la fracción II del artí-
culo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conocerá, en los términos que señale la ley regla-
mentaria, de los asuntos siguientes:

I. ...

II. De las acciones de inconstitucionalidad que ten-
gan por objeto plantear la posible contradicción en-
tre una norma de carácter general y esta Constitu-
ción.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejerci-
tarse, dentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por:

a) …;

b) …;

c) ...;

d) …;

e) …;

f) …;

g) …;

h) …;

i) …;

j) …;

k) …; 

l) El Instituto Federal de Telecomunicaciones,
en contra de las leyes de carácter federal, así
como de los tratados internacionales celebra-
dos por el Ejecutivo Federal y aprobados por
el Senado de la República relacionados con el
ámbito de sus funciones;

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Decreto mediante el cual se declaran reformados los artículos 21,

55, 73, 79, 89, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 103, 104, 105,

106, 107, 108, 110, 111, 116, 122 y 123 de la Constitución Políti-

ca de los Estados Unidos Mexicanos.

2 Castro y Castro Juventino. Biblioteca de Amparo y Derecho Cons-

titucional, vol. 1, Oxford University Press, México 2001, p.192.

3 Schmitt Carl. La defensa de la Constitución. España: Labor,

1931.

4 SCJN. Decisiones relevantes de la Suprema Corte de Justicia de

la Nación, número 57, Procedencia del juicio de amparo para im-

pugnar una reforma a la Constitución federal México: SCJN, 2011.

5 Carpizo Jorge. “Reformas constitucionales al poder judicial fe-

deral y la jurisdicción constitucional del 31 de diciembre de 1994”.

Boletín de Derecho Comparado. Número 83.

6 http://www.internet2.scjn.gob.mx/red/constitucion/

7 Moreno Cruz, Rodolfo. “El modelo garantista de Luigi Ferrajo-

li. Lineamientos generales” Boletín Mexicano de Derecho Compa-

rado, nueva serie, año XL, núm. 120, septiembre-diciembre de

2007, pp. 825-852 p.828

8 Ugalde Calderón Filiberto Valentín. “Órganos constitucionales

autónomos” Revista del instituto de la judicatura federal, número 2

9 Carrillo Cervantes, Yasbe Manuel. “La división de poderes y los ór-

ganos constitucionales autónomos en México, propuestas para la re-

forma del Estado”, Alegatos, vol. 39, mayo-agosto, UAM, 1998. p. 331

10 Artículo 28, párrafo décimo quinto, de la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexicanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de abril de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)
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